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Este artículo aborda una descripción sobre las características generales de la

industria farmacéutica y sus especificidades y analiza algunos rasgos salientes de la
industria nacional. La sanción de la ley de Investigación y producción pública de medica-
mentos como bienes sociales, 26688/2011 impulsa los medicamentos como bienes
sociales y abre nuevas posibilidades y variados interrogantes: alternativas para
superar las limitaciones institucionales que enfrentan los laboratorios públicos,
opciones de política sectorial que superen las dificultades que enfrenta la provisión
de salud pública en la Argentina, posibilidades de los laboratorios públicos de desa-
rrollar actividades de I-D significativas acorde con los avances de la biotecnología,
entre otros. El dilema actual para el Estado es financiar a la industria nacional pri-
vada o coordinar/diseñar un plan de desarrollo conjunto entre los organismos per-
tenecientes al Complejo Científico Tecnológico que posean laboratorios para arti-
cular investigación farmacológica básica estatal y la producción de medicamentos
esenciales y huérfanos para más del 50% de la población argentina sin cobertura
médica excepto la pública.
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La violenta apertura y desregulación de la economía argentina en la década de los

`90 supuso la virtual desaparición de una parte importante del tejido industrial. La
industria automotriz ingresó en un régimen de privilegio, al gozar de una cuota
importante de protección, al tiempo que se desreguló la provisión de partes y pie-
zas. La nueva normativa impulsó la integración con el Brasil, un esquema de tipo
regional que está en línea con la estrategia del sector en el nivel mundial. De esta
forma, el trato diferencial que recibió el sector automotor respecto de los demás
segmentos industriales y, a la vez, la similitud en relación con la estrategia óptima
global del sector, proporcionan un amplio campo para analizar la lógica de toma
de decisiones de la política pública y la capacidad de lobby del sector privado. Este
trabajo ahonda en la negociación entre terminales de la Argentina y el Brasil, auto-
partistas y gobiernos para definir los principales cambios normativos en el sector.
Para ello, se basa sobre el análisis de una larga serie de artículos periodísticos.
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tiempo pero todavía queda muy relegada en la perspectiva internacional. Hay alre-
dedor de 90 empresas que utilizan aplicaciones biotecnológicas. Existen a su vez
alrededor de 50 centros públicos de investigación (CPI) en biotecnología que
dominan una mayor cantidad y diversidad de técnicas biotecnológicas que el sec-
tor privado, invierten más recursos y tienen personal más capacitado. La política
pública ha sido favorable al desarrollo de esta tecnología y ha promovido la inver-
sión privada y las alianzas público-privadas. Dada la brecha en los recursos inver-
tidos en relación con los líderes, a los actores del país les resulta difícil competir
globalmente. Por lo tanto, se plantea la necesidad de aprovechar mejor los recur-
sos disponibles y, según la experiencia internacional y las características del sector,
deben evaluarse las ventajas y desventajas de intensificar las vinculaciones público-
privadas.

49



A n á l i s i s

La productividad del trabajo en la expansiónLa productividad del trabajo en la expansión
industrial 2003-2008industrial 2003-2008

Adriana Marsha l l 72
Sin considerar los comportamientos de la productividad asociados con las fases cíclicas,

durante la segunda mitad del siglo XX los aumentos más significativos en la productividad
del trabajo industrial se vincularon ya sea con oleadas de introducción de nuevas activida-
des y/o plantas y equipamiento más modernos, que en general coincidieron con el ingreso
de capitales extranjeros al sector (años 60), o con el abaratamiento relativo de los bienes de
capital en los períodos de apreciación cambiaria y disminución de las restricciones a las
importaciones (1979-81 y años ‘90), dos procesos que ocasionalmente se superpusieron. En
el período de expansión continuada del nivel de actividad que transcurrió entre 2003 y 2008
la productividad laboral promedio en la industria aumentó moderadamente, pero las dispa-
ridades entre industrias fueron considerables. Los diferenciales en el aumento de la produc-
tividad continúan vinculándose con la evolución de la demanda (estimada a través de la evo-
lución del volumen de producción) y sus posibles efectos sobre la capacidad productiva y
su grado de utilización. El hecho de que la productividad laboral no creciera más acelera-
damente en las industrias con mayores recursos (financieros y otros) sugiere que, en princi-
pio, entre las fuentes principales de aumento de la productividad no figura preponderante-
mente el progreso tecnológico.
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Luego de la crisis de 2001, el escenario político y social posibilitó la expansión de

diferentes formas de acción colectiva. Estas se desarrollaron, por un lado, en torno
de demandas de derechos económicos y sociales que durante la década de los ‘90
habían sido sistemáticamente violados a raíz de la profundización del modelo neo-
liberal, y por otro lado, a partir de la ampliación de demandas vinculadas especial-
mente con derechos culturales, identitarios, territoriales y ambientales.

En este artículo las autoras proponen retomar algunas de las dimensiones a tra-
vés de las cuales se expresaron las experiencias de movilización social más rele-
vantes durante la década de 1990 y poscrisis de 2001 y analizar las rupturas y con-
tinuidades que en relación con ellas presentan los movimientos socioambientales
que se expandieron a lo largo de los últimos años en nuestro país y en otros de
América latina.
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Dirección Nacional de Vialidad (DNV). Como se intentará demostrar a lo largo
del presente trabajo, los patrones de interacción que se observan entre los empre-
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ción y mantenimiento de los caminos, sino que existe una importante continuidad
respecto de las estrategias desplegadas por los empresarios en décadas anteriores.
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Quisiera que me recuerden*Quisiera que me recuerden*

Memoria (1976-2012)

* Poema elegido para un libro de escritos de desaparecidos y leído por el presidente Néstor
Kirchner.

** Desaparecido el 29.6.78

Joaquín  Enr ique  Ar e ta**

Quisiera que me recuerden sin llorar
ni lamentarme
quisiera que me recuerden por haber hecho caminos
por haber marcado un rumbo
porque emocioné su alma
porque se sintieron queridos, protegidos y ayudados
porque interpreté sus ansias
porque canalicé su amor.
Quisiera que me recuerden junto a la risa de los felices
la seguridad de los justos
el sufrimiento de los humildes.
Quisiera que me recuerden con piedad por mis errores
con comprensión por mis debilidades
con cariño por mis virtudes,
si no es así, prefiero el olvido,
que será el más duro castigo por no cumplir mi deber de 
hombre.
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Industria farmacéutica

* Agradecemos muy especialmente la colaboración de los Dres. Claudio Capuano, Martín Isturiz y
Agustín Salvia y las sugerencias de los Dres. Daniel Maceira, Oscar Cetrángolo, Marisa y Ariel
Coremberg, Fernando Navajas y de Daniel Azpiazu. Nuestro profundo reconocimiento a todos
aquellos que nos acompañan en nuestras inquietudes e iniciativas. Las autoras nos responsabi-
lizamos de los errores u omisiones del trabajo. Dedicamos esta publicación al valioso economis-
ta Daniel Azpiazu quien realizó estudios seminales sobre la estructura económica argentina y los
efectos sociales de las mismas en las clases populares y nos honró con su constante apoyo
humano y académico.  Esta publicación se realizó en el marco del proyecto UBACYT
20020110200316 con sede el Instituto de Investigaciones Gino Germani, Facultad de Ciencias
Sociales, UBA

** Licenciada en Economía. Integrante del Grupo de Estudios Sociales sobre Ciencia y Tecnología,
en el Instituto de Investigaciones Gino Germani, e-mail: cbramuglia@sociales.uba.ar

*** Farmacéutica, Magíster en Salud Pública. Especialista en Farmacoeconomía. Universidad de
Bologna. Desarrolla tareas de investigación en el Área de Salud del Instituto Gino Germani , e-
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Este artículo aborda una descripción sobre las características generales de la industria
farmacéutica y sus especificidades y analiza algunos rasgos salientes de la industria
nacional. La sanción de la ley de Investigación y producción pública de medicamentos
como bienes sociales, 26688/2011 impulsa los medicamentos como bienes sociales y abre
nuevas posibilidades y variados interrogantes: alternativas para superar las limitaciones
institucionales que enfrentan los laboratorios públicos, opciones de política sectorial que
superen las dificultades que enfrenta la provisión de salud pública en la Argentina, posi-
bilidades de los laboratorios públicos de desarrollar actividades de I-D significativas acor-
de con los avances de la biotecnología, entre otros. El dilema actual para el Estado es
financiar a la industria nacional privada o coordinar/diseñar un plan de desarrollo conjun-
to entre los organismos pertenecientes al Complejo Científico Tecnológico que posean
laboratorios para articular investigación farmacológica básica estatal y la producción de
medicamentos esenciales y huérfanos para más del 50% de la población argentina sin
cobertura médica excepto la pública.

Cris t ina  Bramugl ia**  
Cr i s t ina  Godio*** 

Rosana Abrutzky****
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In Memoriam Daniel Azpiazu

Introducción 

El trabajo describe las características generales y específicas de la
industria farmacéutica  y analiza algunos rasgos salientes de la indus-
tria nacional. 

Con posterioridad a la creación del Plan Nacional de Medicamentos,
después de la crisis del año 2001 se han detectado iniciativas tendien-
tes a impulsar la producción de los laboratorios públicos (Abrutzky,
Bramuglia, Godio, 2008). Es así como en el año 2008, por iniciativa esti-
mulada desde el Ministerio de Salud de la Nación, se creó el Programa
de Producción Pública de Medicamentos, Vacunas y Productos
Médicos (Videla, 2007; Rachid, 2009; Tobar, 2002). El objetivo del
mismo es impulsar la firma de convenios con laboratorios públicos para
proveer Medicamentos al Programa Remediar+ Redes entre otros
Programas nacionales a un precio muy inferior que los prevalecientes
en el mercado. Se estima que actualmente existen alrededor de 40
laboratorios públicos y seis farmacias de hospitales que producen más
de 350 principios activos, pero no llegan al 10 % de los laboratorios
públicos que cuentan con la habilitación de ANMAT. La participación
relativa de la producción estatal en el conjunto de la producción farma-
céutica argentina es del 15% en términos de su valor de producción. No
hay duda, sin embargo, de que en términos distributivos tienen una inci-
dencia positiva en la calidad de vida de la población argentina ( Becher
y Asociados SRL, 2011).

Históricamente, la típica disputa del mercado farmacéutico se produjo
entre la industria nacional e internacional. Los laboratorios públicos
existían, algunos ya desde décadas atrás pero nunca fueron visualiza-
dos como una amenaza por el  sector privado hasta que recientemente
el Estado consideró la creación de la Red Nacional de Laboratorios de
Producción Pública de medicamentos -RELAP- y la posibilidad de que
estas empresas abastecieran a los hospitales, los centros de salud y
Programas Nacionales como el Plan nacer, PROFE y Remediar+
Redes. Es entonces cuando comienza el malestar de la cámara indus-
trial que reúne a los empresarios nacionales, quienes se sienten ame-
nazados por la  promulgación de la ley 26688/2011 (Lipcovih, 2011).

Esta ley de apoyo a la producción pública de medicamentos es valo-
rada por los integrantes de la Red Nacional de Laboratorios Públicos y
provocó malestar, especialmente en las empresas nacionales adheridas
a la Cámara Industrial de Laboratorios Farmacéuticos Argentinos
CILFA. Éstos tienen interés en que el financiamiento destinado a la



10 realidad económica 266  16 de febrero/31 de marzo de 2012

industria farmacéutica sea para estas empresas. La Cámara Argentina
de Especialidades Medicinales (CAEME) -organismo que representa
básicamente a las empresas de capital extranjero- expresa que no pien-
sa que los laboratorios públicos constituyan una amenaza para ellos
(Maceira, 2010). Los laboratorios públicos producen por lo general
medicamentos esenciales, sueros antiofídicos y tuberculostáticos. No
producen medicamentos de alto costo como los tumorales y los medi-
camentos para el tratamiento del HIV. Maceira afirma que según los
entrevistados el laboratorio público debería cubrir la demanda de la
población más vulnerable que sólo tiene cobertura pública de salud.

La existencia de laboratorios públicos no tiene incidencia en la fijación
de precios del mercado farmacéutico que es un oligopolio caracterizado
por la presencia de empresas grandes que abastecen gran parte de  la
demanda  y establecen un piso para los precios de sus productos que
son, en términos internacionales, altos. Los laboratorios públicos que
venden a los hospitales, basan sus precios de venta sobre tales precios
ya que saben que éstos licitan sus compras.

El conjunto de los laboratorios públicos tiene características muy par-
ticulares ya que el circuito de tráfico de los medicamentos públicos es
muy limitado y complejo y depende de la habilitación del ANMAT.  La
circulación de estos  productos depende del tipo de entidad nacional,
provincial o municipal que los produce, ya que excepto unos pocos
laboratorios, casi todos son dependencias de Universidades, Provincias
o Municipios. Alrededor de una decena de laboratorios tienen la habili-
tación nacional de ANMAT de algunos de sus productos, lo que los
habilita para su distribución. El resto tienen habilitación provincial o
municipal. Las farmacias hospitalarias producen, básicamente medica-
mentos magistrales, para el consumo de los pacientes atendidos en sus
hospitales.

Este estudio muestra que los laboratorios públicos, abastecen sólo un
segmento del mercado farmacéutico y el resto lo hace la industria pri-
vada. Hay un dilema para la política pública entre financiar la ID de los
laboratorios nacionales o los públicos. Nuestro trabajo señala que en
términos generales los laboratorios públicos abastecen sólo el segmen-
to del mercado farmacéutico constituido por más del 50% de la pobla-
ción sin cobertura, excepto la provista por el sistema público de salud.  

La industria farmacéutica

La industria farmacéutica es muy compleja por la variedad de agentes
que intervienen y la multiplicidad de actividades relacionadas con la
salud.
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Tanto en los niveles internacional como nacional, la industria farma-
céuticaestá constituida con empresas pequeñas, medianas y grandes,
estas últimas con una clara posición oligopólica dominante. El tipo de
productos, el grado de diferenciación de los mismos, y la complejidad
de los procesos de elaboración son algunos de los factores que expli-
can esta situación (Azpiazu 1999; Nochteff  1997; Katz 1974, 1987;
Katz, Muñoz, Tafani 1988; Katz, Burachik, Brodovsky y Queiroz 1997;
Bisang- Maceira 1999, González García 2005; Tobar 2002, 2004).

Los rankings elaborados por fuentes privadas sitúan  a la industria far-
macéutica en la primera posición del listado de las industrias más ren-
tables medidas en términos de tasa de ganancia en relación con sus
activos y en segunda posición en términos de niveles de ingresos. A su
vez, ocupan las vigésima segunda y vigésima cuarta posición entre las
industrias que crecen con mayor velocidad calculadas según las varia-
ciones de la facturación y de las ganancias, respectivamente. (Correa
2001, 2005; Azpiazu 1999).

Típicamente, las empresas farmacéuticas de países como la
Argentina, el Brasil y México utilizan materias primas clave, drogas acti-
vas, de origen importado, realizan escasa actividad de investigación y
desarrollo y desembolsan un elevado pago al exterior en concepto de
regalías. Las razones para la importación de drogas activas son la uti-
lización de economías de escala en las plantas productoras y la utiliza-
ción de precios “de transferencia” o “precios de cuenta” entre las casas
matrices y filiales (Katz 1987, 1995).

Los precios de transferencia constituyen un elemento que no tiene
otro significado económico que servir como instrumento para mostrar la
rentabilidad contable que se desea presentar en los balances empre-
sarios en cada una de sus filiales. La forma típica de operar de la
empresa multinacional consiste en maximizar la ganancia global de
todas sus plantas. Dado que esta es la lógica de las empresas multi-
nacionales a largo plazo, su presencia en los países periféricos genera
conflictos con las empresas farmacéuticas locales.

En la Argentina de los años noventa la economía ha estado inmersa
en un proceso de profundos cambios estructurales, que determinaron
los patrones de comportamiento de los distintos agentes económicos.
Tales mutaciones devienen, en última instancia, de modificaciones sus-
tantivas en la propia orientación de las políticas públicas que, como
tales, han contribuido a la reconfiguración de algunos de los ejes orde-
nadores de la economía e, incluso, a sentar ciertas bases funcionales
de un perfil de desenvolvimiento estructurado sobre nuevos patrones
económico-sociales. Así, la remoción de una amplia gama de normas
regulatorias, la apertura externa de la economía, la reforma del Estado
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y los procesos de privatización, la estabilización del nivel general de
precios son, entre otras, algunas de las transformaciones que han alte-
rado el contexto operativo de las firmas locales, tendiendo a consolidar
nuevas condiciones en el desenvolvimiento económico y social del país
(Azpiazu, 1999)

La información que surge del censo industrial realizado en 1993 esti-
ma que el valor bruto de producción de la industria farmacéutica era sig-
nificativo,  representando el 3,4% del correspondiente al sector indus-
trial en su conjunto, proporción muy superior a la registrada en los ante-
riores relevamientos censales de los años ochenta (2,3%) y de los
setenta (1,8%). El ritmo que asume esa creciente participación del sec-
tor en el total de la industria manufacturera permite inferir que, por lo
menos en los últimos veinte años, la fabricación de medicamentos
emerge como una de las ramas de actividad más dinámicas de la indus-
tria del país. Al igual que en la mayor parte de los sectores de actividad,
la actividad farmacéutica sufrió las profundas transformaciones estruc-
turales ocurridas desde los años ochenta/principios de los noventa que
han conllevado alteraciones en el contexto operativo en el que se
desenvolvió el mercado de especialidades medicinales. El quiebre defi-
nitivo del modelo sustitutivo de importaciones que, por  más de cuatro
décadas, sustentó la dinámica y el perfil evolutivo del sector transitó
hacia nuevas formas de organización económico-social, y de reformu-
lación de las estrategias productivas y de comercialización de medica-
mentos. La información elaborada a partir del Censo  Industrial realiza-
do en el  año 2003 muestra que la industria farmacéutica representaba
el 3,2% del valor bruto de producción de la industria manufacturera
(Azpiazu, 1999, 2011).

En esta década existe consenso en afirmar que las grandes empresas
nacionales han tenido una fuerte presencia a lo largo de la historia del
sector y han logrado internacionalizarse mediante la apertura de plan-
tas en el exterior, por otra parte avanzaron en innovaciones relativas al
proceso de formulación de fármacos. Habrían aparecido un conjunto de
empresas locales de menor tamaño relativo, sobre la base de inversio-
nes en tecnología y en ampliaciones de escala de producción, logrando
de esta forma la inserción de sus productos en el mercado latinoameri-
cano. La balanza comercial continúa siendo, como lo ha sido histórica-
mente,  deficitaria, debido al peso del costo de adquisición de drogas y
principios activos y al de medicamentos provenientes de  las firmas mul-
tinacionales, las cuales abastecen el mercado local en gran medida, las
importaciones de esta actividad representan alrededor de un tercio del
total importado. (Ministerio de Salud y Ambiente de la Nación, 2007;
Becher y Asociados S.R.L, 2008; CILFA, 2006; Agencia. Secyt  y Unión
Industrial Argentina, 2007).
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La falta de conexión del sector científico y tecnológico argentino en su
interior y con las demandas del sector privado y público ha sido resal-
tada por varios analistas (Oteiza, 1992; Chudnovsky, López, 1995;
López, 2000) la carencia de interacción imposibilita la transferencia de
tecnologías y la incorporación de investigadores universitarios a las
diferentes empresas que componen el sector farmacéutico argentino

Este rasgo estructural ha sido muy perjudicial para el conjunto de la
sociedad argentina, especialmente si se considera la salud como un
bien “meritorio” es decir un bien que forma parte del capital social de
una sociedad porque es imprescindible para el desarrollo (Vassallo,
Sellanes y Freylejer, 2003; Pauly 1980).

Rasgos específicos de la industria farmacéutica

El mercado farmacéutico tiene características específicas que lo dife-
rencian de otros. En primer lugar, la demanda es relativamente inelásti-
ca respecto de los precios. En segundo término, los consumidores dis-
ponen de herramientas de decisión más limitadas en comparación con
otro tipo de productos, ya que una parte importante de los medicamen-
tos que se consumen se compran bajo receta y este factor convierte al
profesional médico que define el tratamiento en el agente promotor
determinante del medicamento que el paciente debe obtener. Como en
otros tipos de mercado, los productores llevan a cabo grandes estrate-
gias de marketing para promocionar sus productos; pero la gran pro-
porción de personas que pagan y finalmente consumen estos bienes
quedan libradas a un limitado poder de decisión y a una mínima infor-
mación sobre el producto que consumirán (Katz, 1995; Katz, Arce,
Muñoz, 1993; Katz, Bercovich, 1990).

Las causas que pueden generar el aumento del gasto farmacéutico
comprenden, entre otras, la masificación de las consultas en atención
primaria; las demoras en la atención por parte de especialistas (situa-
ción que obliga a establecer tratamientos de mantenimiento); la apari-
ción de nuevos fármacos que sustituyen, a mayor precio, los preexis-
tentes; los protocolos de tratamiento de enfermedades tradicionales
cada vez más exigentes; la aparición de protocolos para prevención
secundaria y primaria; la mejora en el tratamiento de determinadas
patologías que anteriormente no eran atendidas; y la aparición de anti-
bióticos cada vez más potentes, que conllevan un mayor costo unitario.

En consecuencia, dado que la demanda no es libre, en términos ana-
líticos los modelos de comportamiento empresario de tipo competitivo
con libre juego de las fuerzas del mercado (laissez-faire) no son un
marco pertinente para explicar la dinámica de la industria fármaco-quí-
mica.
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Aspectos legislativos

La industria farmacéutica argentina tiene históricamente una tradición
fuerte de protección a la innovación tecnológica. Es así como ya en el
año 1864 estableció su primera ley sobre patentes, la 111. En ella se
fijaban las disposiciones en el nivel de la industria para la obtención y
explotación de una “Patente de invención”, definiendo un descubrimien-
to o invención como “los nuevos productos industriales, los nuevos
medios y la nueva aplicación de medios conocidos para la obtención de
un resultado o de un producto industrial”. Para esta ley, “no eran sus-
ceptibles de patentes las composiciones farmacéuticas que hayan sido
publicadas en el país o afuera de él, en obras, folletos o periódicos
impresos” (artículo 4º). Esta ley generó especialmente en Estados
Unidos una política de sanciones y presiones destinadas a modificarla.
En ese marco se inscribe el debate que se ha planteado en el país en
torno de su reemplazo.

El proceso a través del cual se llega a la actual situación respecto de
la legislación referida a propiedad intelectual de medicamentos está sig-
nado por la disputa entre los laboratorios nacionales (agrupados en el
Centro Industrial de Laboratorios Farmacéuticos Argentinos (CILFA), y
la Cooperativa de Laboratorios Argentinos de Especialidades
Medicinales (COOPERALA)) y los de capital extranjero (agrupados en
la Cámara Argentina de Especialidades Medicinales (CAEMe)), así
como también entre una parte de ellos con otros sectores productivos
de gran significación económica y política. El conflicto de intereses entre
los diferentes actores determinó una negociación extensa, con avances
y retrocesos, que culminó en la sanción de la ley 24.481 de Patentes de
Invención y Modelos de Utilidad, que fuera modificada posteriormente
por las leyes 24.572/96 y 25.859/03.

El monopolio del titular de las patentes para hacer uso de sus
invenciones: el plazo de las patentes es de veinte años improrrogables
según la ley aprobada. El monopolio es, tal vez, el punto más claro en
la discusión, y en donde los laboratorios de capital extranjero son ava-
lados por la comunidad científica internacional en sus investigaciones
de base. Las mismas son publicadas en revistas científicas a nombre de
los laboratorios donde se realizan y tienen, actualmente, la aceptación
tácita de los laboratorios nacionales. Los laboratorios transnacionales,
especialmente los norteamericanos, están en desacuerdo con la ley de
patentes y de confidencialidad. Al respecto cabe señalar que las firmas
argentinas son, en general, diez veces más pequeñas que las líderes
estadounidenses, y su sistema de innovación no pasa de descubrir una
molécula nueva. Ello no significa que no efectúen tareas de
Investigación y Desarrollo ni que sean menos dinámicas que las gran-
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des corporaciones transnacionales, sino que, probablemente, están
insertas en un inferior estadio de desarrollo, en tanto sus innovaciones
se orientan hacia cambios menores. Como ejemplo cabe señalar que
las líderes locales gastan proporcionalmente un porcentaje no muy disí-
mil a las grandes empresas mundiales, pero sobre un volumen de ven-
tas muy inferior. Al ser la masa de inversiones en Investigación y
Desarrollo sustancialmente menor, se dedica mayoritariamente al desa-
rrollo de los procesos de producción de moléculas desarrolladas en
otros países. El desarrollo de los procesos de producción también es
tecnología, lo cual es reconocido por la legislación. Dentro de esta pro-
blemática hay una serie de temas de gran relevancia y complejidad
como los productos en proceso de investigación. Desde el momento de
la aprobación de la ley y hasta el año 2000, no tienen protección algu-
na. Esta medida es resistida por los laboratorios transnacionales. Ello
significa que los laboratorios recién en el año 2000 deberían comenzar
a pagar royalties por los productos que están siendo investigados, y que
en el lapso que medie hasta esa fecha sean patentados. Los laborato-
rios nacionales argumentan que no hay patente y que las investigacio-
nes no deben pagar royalties. Por otra parte, la ley permite utilizar infor-
mación previa de otras empresas -en el proceso de transición- para
introducir nuevas aplicaciones medicinales. Otra ilustración constituye
el tratamiento de los microorganismos. Mientras la ley argentina no con-
sidera materia patentable a plantas, animales y procedimientos biológi-
cos para la reproducción de las mismas, los laboratorios transnaciona-
les argumentan que tanto el estudio de microorganismos en laborato-
rios, como la posibilidad de que su reproducción utilizando métodos pro-
pios de cada empresa vía plantas, animales y otros medios debe ser
patentable.

El plazo de transición para poner en práctica el nuevo esquema:
este plazo es fijado por la ley en cinco años, luego de una durísima dis-
puta, ya que en la primera versión de la ley era de ocho años. Por este
lapso, los laboratorios no pagarán ningún tipo de regalías al exterior. En
el caso argentino, el tema tiene importancia pues, a la luz del modelo
secuencial seguido por la farmoquímica argentina, durante los últimos
años se produjo un desarrollo interesante de procesos tecnológicos.
Desde esa óptica, y bajo determinados condicionantes, es probable que
al cabo de algunos años un núcleo acotado de productores locales esté
en condiciones de patentar sus propias innovaciones. De todas mane-
ras, cabe señalar que en este tema ambos grupos de laboratorios están
en desacuerdo; mientras que los grupos nacionales objetan la ley argu-
mentando que el General Agreement on Tariffs and Trade (GATT) puso
un tope de diez años para este tipo de situaciones, mientras que el
Parlamento y luego el Gobierno adoptaron la mitad de este tiempo. Por
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su parte, los laboratorios de capital extranjero la objetan porque consi-
deran que no debe haber ningún tipo de plazo de transición.

Las facultades del Estado para actuar en ciertas situaciones otor-
gando licencias a otros laboratorios, bajo la actuación del I.N.P.I. -
Instituto Nacional de Propiedad Industrial-: este organismo, de natu-
raleza autárquica, fue creado por la ley para decidir sobre el tema. Los
laboratorios transnacionales aducen que este organismo tiene faculta-
des tan amplias para otorgar licencias, que no existen razones especí-
ficas para no concederlas. Según la nueva ley, el Instituto puede otor-
gar una licencia a un productor o a más de uno, en caso de emergen-
cia sanitaria, por desabastecimiento o por virtual monopolio, en forma
compulsiva. Sin embargo, C.I.L.F.A. aduce que no es el I.N.P.I. el que
tratará ante una práctica monopólica, sino la Comisión de Defensa de la
Competencia. Por su parte, y ante una situación como la descripta, los
laboratorios extranjeros consideran que los jueces no pueden mantener
ni ordenar medidas cautelares.

La forma de pago de las regalías durante la transición: la ley otor-
ga un período de transición de cinco años para patentar todos los pro-
ductos farmacéuticos. Transcurrido tal plazo, se deben pagar las corres-
pondientes regalías. Los laboratorios extranjeros pretendían que ese
período se acortara o directamente se eliminara, mientras que los nacio-
nales pedían un plazo de diez años. Además de los puntos señala-
dos precedentemente, resta comentar otro aspecto en el que se impu-
so la posición de los laboratorios extranjeros: la no exigencia de fabri-
car el producto del cual se tiene licencia, a diferencia de la legislación
sancionada en el Brasil, que exige la producción local. 

Los laboratorios de capital extranjero demandan que, como mínimo, se
revea la ley. Los mismos se apoyan en que el nuevo marco legal no es
satisfactorio, no genera ni la tranquilidad ni la confianza mínima para
garantizar inversiones futuras, por no asegurar la propiedad intelectual
de las patentes. En ese marco, la P.M.A., el “lobby” farmacéutico esta-
dounidense, solicitó a su gobierno la aplicación lisa y llana de sanciones
económicas contra la Argentina, como respuesta a la nueva ley de
patentes. 

En contraposición, los laboratorios nacionales argumentan que la ley
es buena, y se adapta al marco legal creado por el GATT. Afirman, ade-
más, que en Chile, una vez sancionada la nueva ley de patentes, por la
cual los laboratorios extranjeros tienen mayor poder que el que les con-
fiere la ley argentina, cerraron seis laboratorios transnacionales, ya que
al permitirse a las empresas extranjeras el monopolio, es altamente pro-
bable que importen sus productos desde sus países de origen y cierren
sus unidades de producción local.  
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Nuevas oportunidades y grandes interrogantes

En primer lugar, dada la dimensión y características del mercado far-
macéutico nacional es interesante destacar que han sido los grandes
laboratorios, en general de origen extranjero, los que han iniciado la
producción de imitaciones de los principales medicamentos. El sistema
de innovación de la industria farmacéutica argentina se ha caracteriza-
do por realizar innovaciones menores, es decir, no ha creado nuevas
moléculas pero reproduce eficientemente las existentes. Es así que
durante la actual década los laboratorios argentinos han reproducido
imitaciones de los  medicamentos originales. La industria local no está
en condiciones de realizar los estudios de equivalencia y biodisponibili-
dad necesarios para producir medicamentos genéricos. En la actualidad
se estima que el 85% de los medicamentos disponibles en la Argentina
son imitaciones de los medicamentos originales1. Tal como menciona el
estudio sobre la industria farmacéutica2 ésta ha crecido en la última
década en términos de producción y  exportaciones de forma tan nota-
ble que se ha planteado como modelo alternativo sectorial el otorga-
miento de subsidios y financiamiento para actividades de I-D a la indus-
tria nacional.

En segundo lugar, se observa una tendencia a la habilitación de nue-
vos laboratorios públicos. Esta iniciativa proviene de grupos de investi-
gadores de las Universidades de Buenos Aires y de La Plata y de hos-
pitales públicos que desde hace años vienen impulsando la producción
pública de medicamentos para garantizar a la población, en especial de
bajos recursos, el acceso a ellos. No llegan al 10 % los laboratorios
públicos que cuentan con la habilitación de ANMAT. No hay información
consistente que permita evaluar el peso de la producción de estos labo-
ratorios en el conjunto de la producción farmacéutica argentina. No hay
duda de que en términos distributivos tienen una incidencia positiva en
la calidad de vida de la población argentina.

El circuito de circulación de los medicamentos públicos  depende del
tipo de entidad, nacional, provincial o municipal del cual dependen, ya
que excepto unos pocos laboratorios casi todos son dependencias de
universidades, provincias o municipios3. 

1 Cátedra Libre de Derechos Humanos de la Facultad de Medicina de UBA. Año 2009
2 “La industria farmacéutica en la Argentina “Centro de Estudios para la Producción. del

informe publicado en la Síntesis de la economía real Nº 58: “La Industria Farmacéutica
en la Argentina goza de buena salud”  (Centro de Estudios para la Producción,
Secretaría de Industria, Comercio y PyME Ministerio de Producción, 2009)

3 La descripción es una síntesis de entrevistas a informantes clave, de las encuestas y de
trabajos realizados por la Cátedra Libre de Derechos Humanos de la Facultad de
Medicina de UBA. La interpretación de los mismos es responsabilidad de las autoras.
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La mayor parte de los laboratorios en términos institucionales consti-
tuyen extensiones de organismos, de los cuales dependen; para la dis-
tribución de sus productos requieren de la habilitación de la
Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología
Médica (ANMAT). La minoría son empresas estatales. Estas empresas
tienen estructura propia y, en algunos casos, existen indicios de organi-
zación industrial más moderna, por ejemplo, la existencia de departa-
mentos de I-D. Hay 3 ó 4 sociedades comerciales, una sociedad esta-
tal y una sociedad anónima; las demás son dependencias universita-
rias, provinciales o estatales y funcionan con un presupuesto anual
asignado por la jurisdicción correspondiente. 

Las formas de distribución de los medicamentos difieren. Hay labora-
torios públicos que distribuyen, otros que intercambian productos prin-
cipalmente al sector público estatal, provincial o municipal, de hecho
existe un caso que es el de Hemoderivados de Córdoba  que vende en
el país y en países de América latina. La mayor parte de los laborato-
rios no especifican cómo es la distribución de sus fármacos, en gran
parte, porque son dependencias de organismos estatales y la informa-
ción, de todas formas, es confidencial en caso acceder a la misma.  

Los productos certificados por el ANMAT son de diversa índole. Se
habilitaron para la distribución nacional los productos del Laboratorio de
Hemoderivados de Córdoba tales como Albúmina, IgG Endovenosa
Liofilizada y Líquida, Inmunoglobulina G Intramuscular Poliespecífica,
Inmunoglobulina Antitetánica, Inmunoglobulina Anti-Rh, Factor VIII,  A
otros, como  Laboratorios LEMSE SE, ANMAT  habilitó la producción en
el nivel nacional de productos esenciales para las patologías más comu-
nes. Laboratorios Puntanos de la Universidad de San Luis es uno de los
cuatro laboratorios de PPM (junto al LIF de Santa Fe, al LEM de Rosario
y al LAFORMED de Formosa), que empezó a suministrar medicamen-
tos para el Plan Remediar en cinco especialidades medicinales dife-
rentes en la gestión anterior del Ministerio Nacional de Salud. Sin
embargo, este mecanismo de distribución fue desactivado en la actual
gestión (Isturiz 2011).

Respecto de la elaboración de fármacos huérfanos* los laboratorios
públicos realizan algunas producciones y, potencialmente podrían estar
en condiciones de abastecer esta demanda más ampliamente. La
Comisión Nacional de Energía Atómica-CNEA-y el Instituto Balseiro en
Bariloche desarrollaron aplicaciones de la energía nuclear con fines
médicos y de innovación  como la medicina nuclear, muy específica-

* Los medicamentos huérfanos son los no desarrollados ampliamente por la industria far-
macéutica por razones financieras, ya que van destinados a un reducido grupo de pacien-
tes, y que, sin embargo responden a necesidades de salud pública (Nota de RE).



19Producción pública de medicamentos

mente radiofármaco, un compuesto químico marcado con un compues-
to radiactivo destinado al tratamiento de muy diversas patologías arti-
culares, oncológicas, neurológicas y tratamientos contra el dolor. La
CNEA y la Universidad de Buenos Aires firmaron varios acuerdos para
poner en funcionamiento áreas de medicina nuclear en el Hospital de
Clínicas y en el Instituto Ángel Roffo (Fundación Centro Diagnóstico
Nuclear, 2012) Laboratorios de Hemoderivados de Córdoba produce
algunos productos huérfanos, Talleres Protegidos tiene una línea de
productos para la  tuberculosis y otra de psicofármacos, con autoriza-
ción de la Administración Nacional de Medicamentos y Tecnología
Médica (ANMAT) y realiza su propio control de calidad, desde el ingre-
so de la droga hasta el producto terminado, destinado al  sistema públi-
co de salud porteño y a su red de atención de la tuberculosis. Se prevé
que el Laboratorio de la Facultad de Ciencias Bioquímicas y
Farmacéuticas de la Universidad Nacional de Rosario produzca  medi-
camentos huérfanos. A partir del subsidio recibido en el año 2011 el
Laboratorio Universitario de la Facultad de Ciencias Exactas de La Plata
(UNLP), realiza investigación y desarrollo en  medicamentos huérfanos
pediátricos; drogas olvidadas e  investigación en la descomposición de
principios activos. Si continúa el apoyo estatal estaría en condiciones de
producirlo próximamente.

Los laboratorios públicos muestran grandes diferencias en el grado de
utilización de su capacidad productiva. Las causas que explican este
hecho constituye uno de los grandes interrogantes acerca de la viabili-
dad de este conjunto de laboratorios estatales y de que esté en condi-
ciones de proveer medicinas y vacunas para atender las demandas del
sector público de salud que abastece no sólo al 50 % de la población
que no tiene otra cobertura de salud, sino a obras sociales y hasta pre-
pagas que utilizan sus servicios. Nuestra investigación atribuye estas
diferencias de capacidades a diferentes razones de distinto  orden y
concomitantes, aunque difieren en cada laboratorio. Hemos encontrado
diversas  razones por las cuales la utilización varía en cada caso. La
falta de habilitación nacional a la mayoría de sus productos, las limita-
ciones de sus instalaciones y equipamiento, el tipo de institución, gene-
ralmente son organismos públicos que cubren un turno de 8 horas cinco
días por semana, el tipo de organización productiva, la falta de coordi-
nación entre las ofertas de estos laboratorios y las demandas potencia-
les de hospitales, centros de atención primaria de salud, y diversos
Programas Nacionales tales como el Remediar + Redes, PROFE, Plan
Nacer entre otros. 

De encuestas y entrevistas realizadas a informantes clave se infiere
que la capacidad potencial definida como la máxima cantidad de varie-
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dades farmacéuticas que pudo haber producido cada unidad productiva
por año de acuerdo con la capacidad de producción de la máquina com-
presora en términos de horas de funcionamiento y del trabajo realizado
en un turno de 8 horas durante cinco días a la semana de trabajo en 11
meses al año. Hay laboratorios tales como Talleres Protegidos y el de
la Facultad de Ciencias Exactas de la UNLP en los cuales la ociosidad
oscila alrededor de  90% y otros como el Laboratorio de Farmacia de la
Municipalidad de Río Cuarto tiene 0% de capacidad ociosa, pero pro-
duce para la Municipalidad porque no tiene habilitación de ANMAT.

Por otra parte, LEMSE SE de la provincia de Santa Fe afirma ”no ten-
dría ociosidad si trabajara 3 turnos por día pero tiene limitada deman-
da”; actualmente realiza dos turnos y registra una capacidad ociosa del
40%. El Laboratorio  de Hemoderivados “Presidente Illía” de la
Universidad Nacional de Córdoba  tiene una capacidad promedio  ocio-
sa  del 45%, distribuida en diferentes productos hemoderivados: 50 %
en cuanto al fraccionamiento de plasma. Genéricos: 30-40%. Sin
embargo el objetivo de este laboratorio es abastecer hemoderivados a
toda la población del país y genéricos a la provincia de Córdoba, pro-
ductos médicos para  toda la población del país. No realizan intercam-
bios por ser productores y no efectores del Sistema Salud, vende gené-
ricos y hemoderivados a municipios, provincias y al territorio nacional.
Sin embargo, realizan ventas al sector privado y exportan a países de
América latina, ya que ofrecen productos sofisticados que sólo este
laboratorio produce. El Laboratorio tiene como proveedores para
Hemoderivados el plasma humano de donantes sanos no remunerados
de la Argentina, el Uruguay y Chile. Para elaborar genéricos los labora-
torios públicos se abastecen de los principios activos adquiridos a los
proveedores tradicionales de la industria farmacéutica. Los proveedores
para elaborar productos médicos reciben donaciones colectadas en
bancos de tejidos aprobados por INCUCAI.  

La utilización de las instalaciones de los laboratorios públicos  por
debajo de su capacidad estaría reflejando que los costos por unidad
producida son muy altos y que la productividad por capital instalado es
muy baja a menos que se reconviertan para lograr capacidades óptimas
de producción. Esta cuestión, constituye, sin  duda un interrogante para
la política pública.

En varios laboratorios entrevistados las condiciones de las instalacio-
nes y del equipamiento, aunque no es la única, constituye una limitación
seria para que sea posible utilizar su potencial capacidad de produc-
ción. Esta es una de las causas por las cuales la diferencia entre las
capacidades efectivas y potenciales de los mismos es tan marcada.
Este caso está ilustrado por el laboratorio de la Facultad de Ciencias
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Exactas de la UNLP. Por otra parte, en el Laboratorio Farmacéutico
Conjunto de las FFAA, el factor limitante es la cantidad y capacitación
de profesionales y técnicos en control de calidad y de producción. Como
la cantidad del personal no es suficiente, no se pueden realizar activi-
dades de capacitación. El laboratorio afirma que el equipamiento es
obsoleto pero funciona con limitaciones porque tiene 30 años de anti-
güedad. Las instalaciones cumplen con las normativas establecidas por
INAME. De hecho tiene habilitación nacional para producir más de 200
productos esenciales como aspirinas, antibióticos, antihipertensivos.

Respecto de la capacitación del personal, en general los laboratorios
públicos cuentan con personal científicamente calificados de nivel uni-
versitario y terciario relacionado con farmacia y bioquímica. Las estra-
tegias de entrenamiento de los recursos humanos por parte de los labo-
ratorios están orientadas a aspectos relacionados con la producción en
el nivel industrial y con control de calidad de fármacos. Los laboratorios
que mencionan las carencias en capacitación se refieren especialmen-
te a la relacionada con el control de calidad y con las buenas prácticas
de manufacturas. 

Sin embargo, la situación de sus equipos es muy heterogénea. Hay
laboratorios, como el de la Facultad de Ciencias Exactas de la UNLP
que no tienen problemas de capacitación, tampoco el de
Hemoderivados de Córdoba. Sin embargo para otros laboratorios, el
nivel de capacitación constituye una seria limitación para el uso de su
capacidad de producción, tal es el caso del Laboratorio de las Fuerzas
Armadas, que tiene insuficiente cantidad de empleados y el de Labo-
ratorio de Medicamentos Genéricos Pampeano  de la Municipalidad de
Gral. Pico y el Laboratorio de Especialidades Medicinales de Bragado.

Las actividades de I-D de la producción pública de medicamentos se
concentran, según las respuestas recibidas, en diversos productos tales
como medicamentos huérfanos pediátricos, drogas olvidadas, formula-
ción y desarrollo galénico de productos farmacéuticos, productos que
cada laboratorio, según la zona que abastece y las necesidades de la
población necesita, biología molecular, medicamentos genéricos, desa-
rrollo de nuevas formulaciones con pruebas piloto.

Por otra parte, la articulación con Universidades y con el Complejo
Científico y Tecnológico es muy estrecha. Efectivamente, una gran pro-
porción de los laboratorios dependen de las Universidades, de los pro-
pios organismos pertenecientes al Complejo Científico y Tecnológico y
de los Ministerios de Salud estatal, provinciales y municipales. Dicha
conexión es obvia, las respuestas recibidas confirman que la vincula-
ción presupuestaria significa que es en el ámbito de las Universidades
e instituciones de investigación nacionales donde se realiza el desarro-
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llo galénico de productos farmacéuticos y los controles de calidad. Estos
últimos son de índoles farmoquímico y bacteriológico. En dichos orga-
nismos no se desarrollan controles de bioequivalencia ni de biodisponi-
bilidad. La industria farmacéutica nacional privada no está en condicio-
nes de realizar los estudios de equivalencia y biodisponibilidad necesa-
rios para producir medicamentos genéricos. Se estima que el 85% de
los medicamentos disponibles en la Argentina son imitaciones de los
medicamentos originales. En cambio, los laboratorios públicos tienen
capacidad humana efectiva (poseen personal y conocimiento especiali-
zado: químicos, bioquímicos, ingenieros, técnicos y personal adminis-
trativo) para elaborar medicamentos genéricos y capacidad potencial de
producir una gama mayor de medicamentos genéricos y huérfanos4. 

Al reflexionar acerca de la causa que ha provocado las limitaciones en
el desarrollo de los laboratorios estatales se concluye que se trata del
contexto institucional en el cual se desarrollan, es decir en las especifi-
cidades del sistema de salud en la Argentina. Una breve descripción del
sistema de salud es indispensable para comprender la complejidad ins-
titucional en el cual se desarrollan.

Observaciones finales

Si se consideran los medicamentos como bienes meritorios que mejo-
ran la calidad de vida de la sociedad y la necesidad de proveerlos a la
población que no tiene otra cobertura que la pública y que supera al
50% en algunas regiones, esta investigación considera que es  impor-
tante evaluar la posibilidad de implementar  el impulso a la producción
pública de medicamentos. Otro fuerte argumento para que el Estado
diseñe un  programa coordinado entre todas las instituciones involucra-
das (los Ministerios de Salud nacionales, provinciales y municipales, los
organismos que integran el Complejo Científico y Tecnológico y la
Secretaría de Ciencia , Tecnología e Innovación Productiva , la
Secretaría de Industria y comercio el Ministerio de Relaciones Exterio-

4 La importancia de estos estudios es relevante en la industria farmacéutica. El término
bioequivalencia se refiere a la velocidad y proporción en que el mismo principio activo
de dos medicamentos «iguales» alcanza la circulación sistémica. Por ello, la bioequi-
valencia se cuantifica mediante la determinación de los niveles plasmáticos del fár-
maco contenido en los dos medicamentos (biodisponibilidad). Se analiza la bioequi-
valencia entre una especialidad medicinal de referencia y una especialidad medicinal
en estudio. Dado que se trata de principios activos de demostrada eficacia y seguri-
dad, se asume que si son bioequivalentes, sus perfiles de eficacia y seguridad serán
similares. Por lo tanto, si se cumplen estos requisitos, las dos especialidades farma-
céuticas son intercambiables; es decir, una de ellas puede sustituir a la otra en el tra-
tamiento de una enfermedad o síntoma en un paciente concreto.
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res y Culto) es que podría promoverse la investigación básica  estatal
en especial la destinada a producir medicamentos huérfanos, esencia-
les y los  destinados al tratamiento de  enfermedades endémicas de la
Argentina. Sin embargo, esta política requiere una condición esencial y
que constituye un desafío histórico:  la construcción de un Estado de
bienestar eficaz, asignatura pendiente para la Argentina.
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* Economista (UBA)

La violenta apertura y desregulación de la economía
argentina en la década de los `90 supuso la virtual desapa-
rición de una parte importante del tejido industrial. La
industria automotriz ingresó en un régimen de privilegio, al
gozar de una cuota importante de protección, al tiempo que
se desreguló la provisión de partes y piezas. La nueva nor-
mativa impulsó la integración con el Brasil, un esquema de
tipo regional que está en línea con la estrategia del sector
en el nivel mundial. De esta forma, el trato diferencial que
recibió el sector automotor respecto de los demás segmen-
tos industriales y, a la vez, la similitud en relación con la
estrategia óptima global del sector, proporcionan un amplio
campo para analizar la lógica de toma de decisiones de la
política pública y la capacidad de lobby del sector privado.
Este trabajo ahonda en la negociación entre terminales de la
Argentina y el Brasil, autopartistas y gobiernos para definir
los principales cambios normativos en el sector. Para ello,
se basa sobre el análisis de una larga serie de artículos
periodísticos.
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1. Introducción

La política pública aplicada a la industria automotriz es motivo de fuertes con-
troversias entre los distintos actores que se vinculan con ese sector. Desde un
punto de vista local, se produce en forma constante una puja entre las filiales de
las terminales automotrices y los autopartistas que, si bien algunos de ellos
están internacionalizados, en general mantienen un componente de capital
nacional muy fuerte. Desde un punto de vista esquemático, las terminales pre-
sionan para que su estrategia de provisión de partes e insumos esté lo menos
sujeta posible a regulación tipo “compre nacional”, de forma que puedan redu-
cir sus costos al mínimo siguiendo las directivas que en general imponen las
casas matrices, ubicadas en Estados Unidos, Europa y Asia. En cambio, los
autopartistas bregan por un esquema con mayor protección comercial y políti-
cas de integración nacional.

Esta lógica se complementa con los intereses de la industria automotriz en el
Brasil, con la cual las fábricas instaladas en la Argentina están altamente vin-
culadas, estrategia que está en línea con la regionalización del sector en el nivel
mundial desde la década de los `80. De este modo, la política automotriz en
diversas ocasiones se ha traducido en conflictos bilaterales de magnitud que
llegó a ser presidencial. Además, la centralidad del sector en la actual fase de
crecimiento industrial en la economía nacional hizo que el Brasil lo utilice como
vehículo de presión, por ejemplo, a través del bloqueo en frontera a la entrada
de autos ensamblados localmente, con el objetivo de que la Argentina relaje su
política comercial. En función de lo anterior, la política pública hacia el sector
suele estar sujeta a presiones que provienen de distinto lugar pero que acumu-
lan mucha fuerza, lo que determina un escaso margen de maniobra para las
autoridades.

Los cambios normativos más importantes para el sector en la actual fase de
“liberalización regional” se dieron a fines de 1994 con la adecuación del régimen
automotriz de 1991 al nuevo esquema del Mercosur, y en el año 2000, cuando
se profundizó el camino hacia la regionalización. Esas modificaciones regulato-
rias tuvieron un carácter aperturista, pero no registraron la profundidad que
alcanzó en la mayor parte de la economía argentina la reforma estructural ini-
ciada en 1976 y amplificada en los `90. Es decir que la regulación para las ter-
minales automotrices entró decididamente en la lógica liberal, pero fue uno de
los pocos sectores que conservó un nivel de protección no desdeñable. En defi-
nitiva, esta normativa proclive a generar encadenamientos regionales se condi-
jo con la estrategia de las corporaciones del sector en el período analizado. La
particularidad que ofrece la regulación en el sector automotor, de índole regio-
nal, respecto de la política industrial que en la etapa se aplicó de forma más o
menos generalizada, constituye un interesante punto de partida para investigar
la lógica en la toma de decisiones de las autoridades gubernamentales.

En el trabajo se muestra que las multinacionales del sector condicionaron fuer-
temente el margen de maniobra de la política pública, de forma que la regula-
ción local es en buena medida fruto de las necesidades, tanto de las terminales
radicadas en el país como también de las instaladas en el Brasil, que por
momentos no muestran coincidencia de intereses con las terminales locales.
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Para sostenerlo, se analizan artículos periodísticos de la etapa, donde funcio-
narios y empresarios señalan su postura durante las negociaciones entre paí-
ses y luego de cerrado el acuerdo.

Esta investigación  permite acercarse a la comprensión de la capacidad de
maniobra del sector público para influir sobre las decisiones de las empresas,
facilitando la detección de falencias concretas y no meramente retóricas, para
llegar a conclusiones más certeras sobre cómo se puede profundizar el vínculo
de las terminales automotrices con el entramado tecnológico-productivo local.

2. Marco conceptual1

En términos esquemáticos la industria automotriz entre los años `50 y los `70
puede caracterizarse como “nacional centrada”, ya que la producción realizada
en la escala nacional se destinó esencialmente a los propios mercados internos.
A partir de la década de los `80 comenzó un proceso de internacionalización de
la producción automotriz (MIT, 2008), a partir del cual ciertos eslabones de la
cadena de valor permanecieron a un nivel nacional, otros se estructuraron bajo
una lógica regional y una porción minoritaria avanzaron hasta colocarse en un
nivel global. 

Las filiales automotrices en los países subdesarrollados durante el boom del
sector en la etapa sustitutiva de importaciones estuvieron relativamente desco-
nectadas de otras filiales y de la casa matriz, y gozaban de un esquema gene-
roso de barreras proteccionistas. Hasta los años `90 en América latina, el
sudeste asiático, India y China existían industrias con fuerte integración local de
partes y piezas, limitación a la importación de vehículos terminados y de com-
ponentes, y también bajas exportaciones (Humphrey y Memedovic, 2003).
Luego comenzó un proceso de liberalización, por el cual se abandonaron los
viejos esquemas de metas de integración y la aplicación de regulaciones comer-
ciales, aranceles, tarifas, etc. La modificación de las industrias centradas sobre
la explotación de los mercados nacionales se desencadenó en buena medida a
partir de la aparición de la industria automotriz japonesa como una jugadora
mundial muy eficiente y competitiva (Global Policy Network, 2003). Por otra
parte, en ese período comenzó a registrarse la saturación de los mercados cen-
trales, un estancamiento no de tipo cíclico, sino más bien estructural
(Freyssenet, Michel y Luna, Yannick; 2000).

La industria automotriz comenzó a perfilarse hacia un sentido global, aunque
esa tendencia que teóricamente podría ser más eficiente para reducir costos e
incrementar la competitividad de cada empresa, no se manifestó en su integri-
dad y, en cambio, el sector se estructuró mayormente de forma regional. Esto
implica que la provisión de una buena porción de partes y piezas se realiza
desde un ámbito geográficamente limitado para ensamblar y luego vender hacia
el mismo mercado regional.

1 La siguiente sección se apoya en Arza, Valeria y López, Andrés: “Tendencias internacionales en
la industria automotriz”, Cap 2 en López, Andrés (Coord.): La industria automotriz en el Mercosur.
Red Mercosur, Montevideo, marzo de 2008.
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De  todas formas, hay componentes del costo de un vehículo que se desplie-
gan de forma global, como la investigación y desarrollo de plataformas y pro-
ductos, por lo general llevada a cabo de forma centralizada (Schlie y Yip, 2000).
A pesar de las localizaciones de terminales en países subdesarrollados, el tra-
bajo ingenieril del desarrollo del vehículo se mantiene centralizado cerca de los
centros de diseño en los `headquarters` de las firmas líderes. 

Sin embargo, ninguna de las 29 principales compañías automotrices tiene un
carácter global, que lo definen cuando las ventas en cada región de la tríada
principal (Estados Unidos, Europa y el Japón) superan el 20 % del total, aun-
que en ninguna alcanzan el 50 % (según datos de 2001). Sólo cuatro empre-
sas son “bi-regionales”, ya que venden por encima del 20 % de su producción
en dos regiones pero menos del 50 por ciento en la región donde se encuentra
la casa matriz. En cambio, la gran mayoría de las terminales automotrices se
orientan a su región origen, con un porcentaje de ventas hacia ese espacio
superior al 50 % del total (Rugman y Collinson, 2004). Es decir que la interna-
cionalización del sector automotor no derivó en la formación de una industria
global, sino más bien en un entramado de tipo regional. De hecho, más del 90
por ciento de los vehículos producidos se vendieron en 2001 donde fueron pro-
ducidos.

Uno de los factores que explican este comportamiento es que la industria
automotriz opera en “clusters” regionales. Por otro lado, las firmas automotrices
realizan una serie de actividades vinculadas con los servicios de pre y post
venta que son específicas de cada región, como el financiamiento al cliente,
seguros, mantenimiento y reparaciones, entre otras, que representan una por-
ción sustancial de la proporción total de los ingresos. Además, una barrera cen-
tral a la estrategia del auto global es la diferencia cultural entre las regiones,
que impacta sobre los gustos y preferencias de los consumidores. De un modo
similar tiene efecto la diversa regulación medioambiental. Por último, el esque-
ma de tarifas de cada país o región constituye otra dificultad a la globalización
de la industria.

La presencia de estos factores llevó a varios autores a catalogar la producción
regional no como un punto subóptimo respecto del esquema global, sino más
bien un estadio avanzado tanto en comparación con la industria “nacional”
como global ya que permite encontrar un balance entre adaptación local y
estandarización global, ganando eficiencia en la producción y la comercializa-
ción (Schlie y Yip, 2000). El modelo regional permite explotar las economías de
escala, que es una ventaja sobre el esquema nacional. A su vez, reduce cos-
tos logísticos y agiliza la entrega de partes y piezas, mientras que permite una
mayor diferenciación de producto con un menor nivel de inventarios en planta,
que optimiza la ecuación de rentabilidad frente a la estrategia global (Dieter,
2007). Entre las posibles estrategias de internacionalización de la producción,
desde la homogeneización global en un extremo y la heterogeneidad regional
en el otro, en la industria automotriz predominaría la de “regional diversifica-
tion/global commonalisation”, donde existe una tendencia a la estandarización
de componentes en el nivel global pero preservando cierta heterogeneidad y
diversidad en cuanto al diseño de modelos en el nivel regional (Freyssenet y
Lung, 2000).
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La producción regional de la industria automotriz y su eficiencia respecto de la
centrada sobre un mercado interno y a la global descansa sobre una serie de
modificaciones introducidas en la cadena de producción desde los años `80 que
permitieron compatibilizar la estrategia de volumen y diversidad, que combina
dos fuentes de beneficios que a priori aparecen como contradictorias. La inter-
nacionalización y el uso de plataformas comunes son dos condiciones indis-
pensables para llevar a cabo ese esquema de producción (Freyssenet, Shimizu
y Volpato, 2003). Las plataformas compartidas y el diseño modular de los siste-
mas permiten fabricar una gran variedad de vehículos a partir de un set básico
de componentes, de forma de acercarse al desarrollo de plataformas de vehí-
culos globales con una diferenciación regional (Schlie y Yip, 2000).

El esquema resultante en la industria limitó el margen de acción para las filia-
les en los países subdesarrollados. Por un lado, antes de los `80, las subsidia-
rias en esos países tenían algún grado de libertad para introducir cambios de
diseño, e incluso para crear modelos específicos. Sin embargo, el avance de la
estandarización en los `90 para producir en masa y bajar costos hundidos deter-
minó que las adaptaciones de los modelos en los países subdesarrollados se
realicen de forma centralizada en las casas matrices, sin lugar para la partici-
pación de las subsidiarias. 

A la vez, las filiales gozaban de amplios márgenes para desarrollar estrategias
de provisión local de partes. Luego perdieron mucha influencia en manos de los
hiperproveedores mundiales. Esto produjo una importante limitación en relación
con las posibilidades de los oferentes locales de los países subdesarrollados
para insertarse en la cadena de producción. La situación es fácilmente palpable
para los sistemas complejos desarrollados por los proveedores más importan-
tes, en cambio se suaviza a medida que la complejidad de las piezas disminu-
ye, segmentos donde hay mayores posibilidades para los autopartistas locales.

3. La regionalización de la industria automotriz argentina:
apertura limitada

En la década de los `90, diversas ramas industriales con una larga historia de
aprendizaje acumulado y con erráticas situaciones coyunturales terminaron de
ser desmembradas al calor de las reformas impulsadas en línea con el
Consenso de Washington y los organismos de crédito internacional. Sin embar-
go, la liberalización salvaje no fue el camino que se tomó en el caso de la indus-
tria automotriz. Más bien se siguió una lógica de apertura limitada a un enfoque
regional, sobre todo en el comercio de vehículos terminados, ya que en el seg-
mento de autopartes el sesgo anti-industrial fue adoptado con firmeza.

3.1. El régimen de 1991
Hacia al año 1989/1990 la situación en la industria automotriz era muy crítica,

con un nivel de producción que llegó a sólo unas 100 mil unidades, volumen que
se considera cercano a la escala óptima de una sola plataforma en la actuali-
dad. Frente a la posibilidad concreta de cierre de plantas y los consiguientes
despidos masivos, el gobierno inicia en 1990 una serie de intentos orientados a
reactivar el sector y reducir el desequilibrio comercial (Vispo, 1999).
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Tabla Nº 1. Síntesis de los cambios regulatorios

1991 Modificaciones 1994 Modificaciones 2000

Terminales
radicadas

Integración nacional
mínima del 60%

Se toman las autopar-
tes de países del
Mercosur  como
nacionales si el inter-
cambio es compensa-
do por empresa con
exportaciones a paí-
ses del bloque

Del 60% de partes
que como mínimo
debían ser del
Mercosur, se estable-
ció que la mitad sean
nacionales. Sólo las
piezas enteramente
producidas en el terri-
torio nacional serían
así consideradas2.

Compensación “1 a 1”
para cada empresa
(la exportación de
vehículos terminados
pondera por 1,2)

0% arancel de vehícu-
los y autopartes para
la importación desde
Brasil pero a partir de
intercambio compen-
sado por empresa con
exportaciones a cual-
quier destino (la
exportación de auto-
partes a Brasil ponde-
ra por 1,2).

Se mantiene el aran-
cel del 0% pero el
régimen de compen-
sación se establece
en forma global y no
por empresa de
acuerdo al mecanis-
mo del “Flex”

2% de arancel a la
importación de vehí-
culos

Incremento paulatino
del arancel de impor-
tación de vehículos
de extrazona hasta el
23%, alcanzado en
1995

Arancel de 35% a la
importación de vehí-
culos de extrazona

0% arancel importa-
ción de autopartes
ALADI

2% arancel importa-
ción autopartes no-
ALADI

2% arancel de impor-
tación de autopartes
de extrazona si eran
compensadas

Arancel de entre 7 y
9% para las partes
producidas en el país
y de 2% para las no
producidas

Cupo de 30.000 uni-
dades para importar
desde Brasil

Se eliminó Sin modificación

Terminales
no radicadas

18% arancel 35% arancel Sin modificación

Cupo de importación
del 10% de la produc-
ción local anual 

Se amplió hasta el
13% Se eliminó

2 La reglamentación fue sumamente complicada, tanto que nunca fue operativo ni mucho menos
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La mayor integración de la industria local en el mercado internacional que
buscó el decreto 2677/91 se dio al precio de desintegrar eslabonamientos pro-
ductivos. En ese sentido, la desgravación arancelaria para la importación de
partes y piezas se constituyó en un mecanismo que les permitía a las termina-
les amenazar a sus proveedores locales con importar los `kits` de partes prác-
ticamente completos si éstos no se atenían a sus condiciones de precios y pla-
zos de entrega, debilitando la posición del autopartismo respecto de las termi-
nales. La normativa impulsó una apertura del sector de tipo administrada, a tra-
vés de las exigencias de intercambio compensado, a la par de promover las
inversiones sobre la base del establecimiento de aranceles preferenciales a las
importaciones de vehículos terminados y autopartes realizadas por las propias
terminales (Kosacoff, 1999). 

El impacto de la recuperación económica en general y del nuevo régimen
automotriz en particular fue relevante. Las ventas de automotores en el merca-
do interno pasaron de menos de 100.000 unidades en 1990 a casi 350.000 en
1993. Esto permitió que entre 1991 y 1994 la industria automotriz representase
casi la mitad del crecimiento de la industria argentina. Sin embargo, cabe resal-
tar que la fuerte expansión que registró el sector entre 1991 y 1994 se vincula
mayormente a causas exógenas al nuevo aparato regulatorio; fundamental-
mente guarda relación con la recuperación general de la economía y la estabi-
lización de la inflación, en el contexto de una demanda insatisfecha y un parque
automotor antiguo (Vispo, 1999).

El imponente crecimiento en la producción de vehículos vino acompañado de
una caída del valor agregado del sector. Esta situación tuvo diversas conse-
cuencias negativas. Por un lado, el déficit externo sectorial se profundizó, impo-
niendo interrogantes sobre la propia sostenibilidad de la industria local.
Además, la contracción del sector autopartista tuvo impacto negativo en el
empleo del bloque y provocó la desaparición de capacidades acumuladas al
interior del entramado industrial local. El cambio en el contenido mínimo exigi-
do para la producción local de vehículos provocó una reducción desde el 90%
del costo del automóvil a sólo el 60% en 1992, aunque ese nivel en los hechos
habría sido mucho más bajo (Shvarzer, Breu  y Papa; 2003). En unos pocos
años el nivel “real” de integración habría pasado a cerca de un 30%. La partici-
pación de las importaciones en la oferta de autopartes pasó de 15,3% en 1986
a 38,1% en 1993 (Novick y Yoguel, 2001).

Entre 1991 y 1994 las exportaciones de vehículos se multiplicaron por siete,
desde 5 mil autos a casi 40 mil. Las importaciones avanzaron desde casi 30 mil
a 147 mil, es decir que crecieron cinco veces. En tanto, el déficit comercial del
complejo automotor también creció cinco veces, y en 1994 llegó a constituir una
tercera parte del déficit comercial total.

3.2. La conformación del Mercosur
El nuevo esquema normativo de 1994 liberalizó en gran medida las importa-

ciones de vehículos, a pesar de la compensación necesaria, los cupos y los
controlable ni por aproximación, además de enfrentar una fuerte oposición de la industria termi-
nal a su aplicación coincidentemente con la negativa brasileña a aceptar este tipo de reglamen-
tación de los acuerdos bilaterales (Cantarella y Katz de Guzmán, 2008).
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aranceles elevados cuando el régimen de equilibrio comercial no se cumplía.
Sin embargo, la desregulación en materia de compras externas cobró especial
impulso en lo referente a las autopartes. Las terminales se beneficiaron de la
liberalización en la provisión de insumos, que podría estar mucho más vincula-
da con un esquema regional, o incluso dependiente de los autopartistas globa-
les europeos, sin filial en la Argentina o en el Brasil. Esta estrategia está en línea
con la desintegración vertical que domina la estrategia de las terminales desde
esa época, al traspasar importantes funciones de diseño de sistemas comple-
tos a hiperproveedores globales de autopartes.

El régimen del Mercosur dio lugar a una creciente integración de las termina-
les que dependían de una misma multinacional a ambos lados de la frontera,
para llevar a cabo el intercambio compensado que les permitía especializarse
al interior del bloque. Por ese factor volvieron a instalarse en la Argentina Fiat y
GM (que habían permanecido en el Brasil cuando se retiraron de la economía
local) y se incorporó Toyota. De forma similar, Renault, que durante la crisis per-
maneció en la Argentina, retornó al Brasil. 

La nueva normativa tuvo un profundo impacto en el peso del comercio exterior
del sector. Entre los años 1994 y 1995 la oferta externa absorbió un tercio de
las ventas en el país, y se acercó al 50% en 1997, cuando en 1993 esa porción
era del 25%. De forma similar se verificó un fuerte incremento de la exportación
de vehículos, desde menos de 600 millones de dólares en 1994 a 2.700 millo-
nes en 1998, que se explica en un 93% por los envíos al Brasil. La posterior
caída también estuvo ligada con la economía vecina, a partir de su devaluación
y posterior recesión. 

En cambio, en materia de empleo directo, el desempeño de la etapa de aper-
tura e integración regional fue muy pobre. La cantidad de obreros ocupados en
el sector pasó de unos 17.500 en 1990 a menos de 23.000 en 1998. En el sec-
tor autopartista se observó para el mismo período una pérdida neta, ya que
pasó de 55.000 a 45.000 de puestos de trabajo. Es decir que de forma consoli-
dada el bloque automotor fue expulsor de mano de obra, aun en un contexto de
fuerte crecimiento. 

En relación con la posición externa neta, el déficit acumulado en el período
1992-1997 alcanza a 9.168 millones de dólares, es decir, casi 1.530 millones
anuales (Kosacoff, 1999). Esa salida de divisas tuvo como origen, casi en par-
tes iguales, la actividad de las terminales y la de autopartistas, por 4.617 y 4.551
millones de dólares respectivamente. Sin embargo, el peso del déficit derivado
de la compra de partes y piezas fue creciendo en forma relativa sobre el final de
la década. De hecho, el rojo en el intercambio comercial de autopartes pasó de
1.425 millones de dólares en 1993 a 2881 millones en 1997 (Cantallera, Katz y
de Guzmán, 2008), es decir que se duplicó, cuando la producción de vehículos
de parte de las terminales creció un 30% en ese período. Cabe señalar que en
el período las importaciones de piezas y partes fueron realizadas en un 80% por
las terminales. La mayor parte del déficit externo de autopartes se originó en el
intercambio de extrazona, en particular con Europa. 
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3.3. El cambio de normativa en el año 2000
El cambio de normativa en el año 2000 se enmarcó en la profunda crisis eco-

nómica argentina vinculada con la descomposición del modelo de convertibili-
dad, que estalló en diciembre de 2001. La crisis afectó más que proporcional-
mente al sector automotor. 

El gobierno argentino tenía entre sus intenciones, frente a la modificación del
régimen en el año 2000, revitalizar el sector autopartista,  que evidenciaba un
proceso de cierre de empresas y relocalizaciones hacia el Brasil (Arza y López,
2008).  En esa línea podría insertarse la norma que impuso un mínimo de con-
tenido local, a diferencia del régimen de 1994, que no establecía un piso para
las partes y piezas nacionales ya que sólo contemplaba la provisión regional
con una meta de compensación. Sin embargo, el régimen de medición del con-
tenido argentino nunca se implementó. 

Cantarella y Katz (2008) vinculan el no cumplimiento de la norma de conteni-
do local con la férrea oposición que planteó la industria terminal en la Argentina
y en el Brasil. Los autores señalan que la política automotriz del Mercosur que
fue “perfeccionada” en 2000 fue funcional a las terminales y perjudicial para los
autopartistas, ya que al realizarse la medición del coeficiente “flex” de forma glo-
bal, sin tener en cuenta ni la individualidad de cada empresa ni la contabilidad
separada del comercio de vehículos del de autopartes, éstas últimas quedaron
“embolsadas” en los grandes números del comercio. De esa forma, empresas
que mantenían un fuerte déficit de autopartes con el Brasil se beneficiaron de
las exportaciones de vehículos o de otros exportadores de autopartes netos.
Además, la consideración del “flex” en forma recíproca entre la Argentina y el
Brasil no permitió establecer diferencias entre la distinta proporcionalidad de los
mercados. Tanto en las exportaciones como en las importaciones, la participa-
ción del Brasil se volvió aún más preponderante.  El notable incremento de las
importaciones determinó que la balanza comercial con el Brasil se tornara defi-
citaria, un rasgo que luego no se modificó, y es también reflejo de la nueva regu-
lación.

Una muestra del impacto negativo del régimen normativo sobre el comercio de
autopartes se da a partir del desempeño en materia de intercambio externo. El
déficit de autopartes, según datos de la Asociación de Fábricas Argentinas de
Componentes (AFAC), alcanzó el valor histórico más alto con 2.880 millones de
dólares en 2006 para luego superarlo año tras año, con 3.900 millones en 2007
y, según datos del Ministerio de Industria, más de 6.000 millones de dólares en
2010, con una producción récord de 724.000 unidades. En este sentido, existe
una correlación positiva entre la producción del sector automotor y el déficit que
genera el bloque.

4. Análisis de artículos periodísticos

4.1. La negociación del tratado de Ouro Preto
El 7 de diciembre de 1994 se reunieron en Buenos Aires el por entonces minis-

tro de Economía, Domingo Cavallo, y su par brasileño, Ciro Gomes, para nego-
ciar de qué forma se insertaría al sector automotor en el nuevo régimen del
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Mercosur que comenzaría a estar vigente el 1 de enero de 1995. 
La industria autopartista se declaró en “alerta rojo” ante la posibilidad de que

se libere inmediatamente el comercio automotor (Clarín, 8/12/1994). Es decir,
que se elimine la restricción del mínimo del 60% de integración nacional y el
mecanismo de intercambio compensado, cláusulas que según el régimen auto-
motor de 1991 y sus modificaciones, regirían hasta 1999. Los autopartistas atri-
buyeron la intención de liberalizar el sector a la administración brasileña. “No
pedimos nada especial, sólo que se continúe con el actual régimen automotor
hasta el 31 de diciembre de 1999 y que no se lo modifique ante el interés del
Gobierno del Brasil”, manifestó Luis Garicoits, directivo de CAIA (Cámara
Argentina de la Industria de Autocomponentes).

Por el lado de las terminales automotrices radicadas en el país, Mario Dasso,
titular de ADEFA, declaró al diario Ámbito Financiero (12/12/1994) que “la cues-
tión no es el porcentaje de integración, sino la propuesta brasileña de no com-
pensar las operaciones de importación y exportación que fija el modelo argen-
tino”. En tanto, diversos trascendidos publicados en los diarios durante esos
días resaltan que la intención brasileña en la próxima cumbre fundacional del
Mercosur en Ouro Preto era eliminar el régimen argentino que protegía la indus-
tria automotriz, en particular “que las autopartes de ese país sean consideradas
como locales” (Ámbito Financiero, 2/12/1994). 

El Cronista (20/10/1994) indica que tanto la industria automotriz como la de
autopartes se oponían a la inicial postura brasileña, ya que sin cupos y sin com-
pensación podrían perder la reserva de mercado en el Brasil; la importación de
terceros países, aún pagando un 20% de arancel, podría desplazarlos. En este
sentido, el director de Autolatina, Rodolfo Ceretti, dijo que “si se confirma que
las autopartes brasileñas se toman como nacionales, y sin compensación, se
derrumba el esquema industrial argentino de manera global, con una primera
víctima que será el sector de autopartes” (Clarín, 26/11/1994).

Previo a la instancia de negociación, los autopartistas argentinos pretendían
que el régimen de 1991 no se modificara con el ingreso del país al Mercosur.
Fundamentalmente, sostenían la necesidad de proseguir con la reconversión
del sector al amparo del requisito de integración local del 60%, que obligaba a
las terminales a tener una política favorable al desarrollo de proveedores loca-
les, y del sistema de intercambio compensado, por el cual se generaba incenti-
vo para las automotrices multinacionales a instalarse en ambos países y poder
aprovechar el mercado regional ampliado. Mientras que estos empresarios
locales calculaban que la apertura comercial les implicaría la pérdida del mer-
cado local sin poder ganar mucho terreno en el país vecino, la postura de los
industriales brasileños era la opuesta. La mayor competitividad relativa de los
brasileños les permitía no arriesgar la posición en su mercado local frente a la
competencia argentina y a la vez tener la chance de ganar mercado en el mer-
cado vecino.

Por su lado, las terminales radicadas en el país también manifestaron su satis-
facción con el régimen de 1991, aunque dejaron entrever que la modificación de
la integración nacional no les sería tan antipática como la eliminación del inter-
cambio compensado. Es decir que, en definitiva, se manifestaban a favor de la
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vinculación regional, que se veía empañada por la normativa de integración
nacional y favorecida por el esquema de compensación.

En la reunión Cavallo-Gomes, el brasileño le exigió “que Argentina debe libe-
rar el comercio de vehículos y autopartes” (Clarín, 9/12/1994). “Entendemos
que Argentina debe eliminar el régimen de la industria automotriz en lo que con-
cierne al Mercosur. Eso significa que tienen que considerar como propias las
autopartes fabricadas en Brasil. Pero aceptamos que esto se dé en un proceso
gradual. Lo que queremos ahora es fijar ese período de transición hasta que
desaparezca el régimen”, completó Gomes, para preocupación de los autopar-
tistas.

Entre la posición claramente defensiva de la Argentina en la negociación, al
menos en lo que concierne a las autopartes, y la intención de carácter más ofen-
sivo de parte de Brasil de liberalizar y ganar una mayor porción del mercado
local (según indican los medios argentinos), Cavallo y Gomes llegan finalmente
a un acuerdo en Buenos Aires. Se eliminarían los cupos de 30.000 unidades
anuales para las terminales argentinas que importen desde el Brasil, aunque
con el compromiso de exportar volúmenes similares a sus compras, con un
arancel cero (Clarín, 10/12/1994). El régimen preveía una compensación utili-
zando un coeficiente de 1,2 para las exportaciones argentinas, por lo que se
asumía una situación de déficit bilateral estructural.

Un punto central del acuerdo entre los gobiernos de cara a la instalación del
Mercosur fue la consideración de las autopartes brasileñas para el cálculo de
integración local, que se mantenía en el 60%. A cambio, las automotrices com-
pensarían la importación de piezas desde el país vecino con exportaciones a
cualquier lado (con la contabilización de un dólar exportado por uno importado),
o a Brasil con el coeficiente de 1,20. La importación de repuestos no requeriría
de compensación. Por su parte, el gobierno del Brasil le permitiría a los auto-
partistas argentinos que se inserten en la provisión de partes para la construc-
ción del auto popular. Mientras que el cupo para la importación de autos prove-
nientes del Brasil se eliminó, sí se mantuvo para las importaciones de extrazo-
na para las operaciones realizadas por las terminales no radicadas, por lo cual
las terminales radicadas mantuvieron el escudo de protección, más el arancel
externo. En el Brasil el cupo para la importación de vehículos de extrazona se
eliminó.

“El régimen argentino provoca distorsiones en la localización de fábricas de
autocomponentes”, criticó Winston Fritsch, secretario de Política Económica del
Brasil. Afirmó que el requisito de integración nacional desviaría inversiones bra-
sileños de proveedores hacia la Argentina. Con este acuerdo “logramos aumen-
tar, dentro del régimen existente, el acceso de los productores brasileños al
mercado argentino”, agregó (Clarín, 10/12/1994).

El acuerdo automotriz fue rubricado en Ouro Preto. El suplemento económico
de Clarín del 31/12/1994 refleja la postura de los distintos segmentos de la
cadena. “El acuerdo de Ouro Preto provocó dudas, preguntas y una ola de pre-
ocupación en el sector de autopartes, que creía que el régimen de 1991 no se
cambiaba. En el otro extremo, entre las terminales multinacionales, la sensación
fue de satisfacción”, indica. 
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En el sector autopartista, la postura era relativamente uniforme. Valentín
Golzman, titular de la autopartista Ralux manifestó que “la compensación no es
igualitaria, Brasil tiene una ventaja del 20%. La posibilidad de exportar autopie-
zas para el carro popular tiene sus limitaciones porque ese auto económico
tiene menos componentes y menos complejos”. Para Ricardo Baliera, de CIFA-
RA, el acuerdo es perjudicial por el 20% de compensación desfavorable y por
la flexibilidad de la integración para las partes brasileñas en el contenido local.
Horacio Larré Oroño, de la CAIA, sostuvo que el acuerdo era positivo “porque
se mantiene la compensación y se libera el mercado brasileño, en un contexto
de fuerte crecimiento de ese país”. Sin embargo, aclara que la modificación fue
satisfactoria “frente a la posibilidad de que se liberara el intercambio”. Los auto-
partistas brasileños quedaron disconformes con el intercambio compensado
puesto que apostaban a una desregulación total.

La estrategia “ofensiva” de los autopartistas brasileños se verifica en la presión
política que efectúan las autoridades de ese país para que la Argentina relaje
su regulación. En Ámbito Financiero (12/12/1994) se relata como los industria-
les argentinos analizan la situación frente al secretario de Industria. “Brasil actúa
en sus exigencias en forma compacta. Por nuestro lado la característica domi-
nante es la dispersión de criterios y difusas fórmulas de comunicación del
gobierno con las empresas”, comentaron. La situación reflejaría una mayor
coincidencia de intereses entre los autopartistas brasileños y las terminales, de
ahí lo sólido del reclamo. Por lo contrario, la heterogeneidad de la postura del
bloque automotor argentino guarda relación con la existencia de intereses con-
trapuestos en su interior. Concretamente, la debilidad de la industria proveedo-
ra local supone para esos empresarios partir de exigencias distintas a las nece-
sidades de las filiales de las terminales ubicadas en el país.

Como se mencionó antes, las terminales instaladas en la Argentina no mos-
traban especial euforia por la revocación del régimen de 1991. Veían con mejo-
res ojos la desregulación de la integración local, ya que la flexibilización de la
provisión de partes permite reducir costos y desarrollar en el nivel local nuevos
modelos con mayor facilidad, en línea con la tendencia general. En cambio,
mostraron preocupación por una supuesta eliminación del intercambio compen-
sado, ya que ese mecanismo aseguraba la necesidad para las multinacionales
de tener filiales en ambos países. En ese sentido, es lógico el interés de los
empresarios representantes de las terminales locales en mantener el esquema
que les permite continuar con su actividad y que no se produzca un traslado de
plantas y operaciones al Brasil.

La coincidencia entre las pretensiones previas y el resultado final de la nego-
ciación se reflejó en algunas declaraciones de directivos de las empresas ter-
minales radicadas. El presidente de Autolatina, Jorge Mastany dijo que “el
Gobierno hizo un excelente trabajo, dio una posición muy dura y me parece que
el acuerdo alcanzado es muy razonable porque equilibra las posiciones”. A su
vez, Manuel Antelo, titular de CIADEA aseguró que “el acuerdo es muy bueno
porque el Gobierno ha logrado en una negociación muy difícil que se respeta el
régimen argentino” (Ámbito Financiero 13/12/1994).

El apoyo de las terminales y el desacuerdo de los autopartistas con el régimen
de mayor flexibilidad y liberalización en la integración con el Brasil da cuenta de
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que el sector público no condicionó a las terminales locales con la modificación
normativa, sino que, por lo contrario, fueron las automotrices radicadas en el
país las que ejercieron influencia para definir el cambio regulatorio. El impulso
principal, sin embargo, provino desde la industria brasileña, con claras muestras
de presión para que la Argentina libere su régimen. Dentro de esa lógica, el
gobierno argentino, con apoyo de las terminales locales y autopartistas, mantu-
vo el intercambio compensado, aunque las terminales del país vecino se vieron
beneficiadas por la compensación ponderada por 1,2 de las exportaciones
argentinas. 

La relación de fuerzas favorable al Brasil en el segmento terminal está en línea
con el carácter que toman las terminales argentinas como “filiales de filiales”
respecto de las del país vecino. A su vez, el esquema que en líneas generales
resultaba más beneficioso para las terminales tanto argentinas como brasile-
ñas, e incluso para los autopartistas del país vecino, era perjudicial para los
autopartistas argentinos, cuya debilidad los ponía enfrentados a la integración,
que suponía en realidad una mayor liberalización.

En definitiva, se observa que la industria brasileña impulsa una estrategia
regional-liberal (sin compensación), en línea con su mayor competitividad. En
esa senda, el Gobierno argentino logra, como solicitaban las terminales locales,
que se mantenga el régimen de intercambio compensado, una estrategia regio-
nal con protección. Es decir que el cambio final en la normativa es fruto de la
imposición del camino de la integración regional por parte de Brasil, aunque
dentro de ese trazo el Gobierno argentino pudo sostener la cláusula de la com-
pensación. En éste último punto coincidían terminales locales con autopartistas.
Esa fortaleza en el reclamo se verificó en el (exitoso) resultado final.

3 A partir de los artículos consultados y la referencia que allí se hace a la homogeneidad que el
bloque automotor brasileño sostiene, se supone que la “industria brasileña” tal cual es incluida
en la tabla es representada con cierta lucidez por los negociadores del gobierno brasileño, sobre
los cuales se hace mención en las notas periodísticas citadas.

Tabla Nº 2. Resumen

Medida
Postura de los actores del sector

Autopartistas
locales

Terminales
radicadas

Industria bra-
sileña3

Eliminación del mínimo de
contenido local del 60% En contra A favor A favor

Sostenimiento del intercam-
bio compensado A favor A favor En contra

Ponderación por 1,2 de las
exportaciones argentinas
de vehículos a Brasil

En contra Sin 
información

Sin 
información
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4.2. El cambio de normativa de 2000
El contexto recesivo interno frente a la expansión brasileña y el cierre de

empresas y pérdidas de puestos de trabajo en la trama autopartista desde la
segunda parte de la década de los `90, en buena medida vinculado con la des-
regulación del sector, fueron los factores que motivaron que el gobierno argen-
tino, al sentarse a la mesa de negociación bilateral en el año 2000, buscase
ampliar la protección a los proveedores de la industria terminal. En las notas
periodísticas de esa etapa se observa que la mayor controversia entre los dis-
tintos sectores implicados en la negociación se posó sobre una medida impul-
sada por el gobierno argentino en función de los intereses de los autopartistas
locales. Esa modificación a la normativa consistía en asegurar una porción de
las partes y piezas para la industria nacional. Se definió que del 60% de partes
que como mínimo debían ser del Mercosur, la mitad sean nacionales. Sólo las
piezas enteramente producidas en el territorio nacional serían así consideradas,
mientras que de los conjuntos que contuvieran un mix de piezas nacionales e
importadas, contarían las partes argentinas para la ecuación de integración
local.

La presión de los autopartistas en reclamo de un mayor nivel de protección se
hizo sentir unos meses antes de la firma del acuerdo en junio de 2000.
Página/12 (2/2/2000) indica que la intención del sector es “subir de 2 al 15% los
aranceles de importación, incluyendo los productos que vienen desde Brasil”. El
20/3/2000 en ese diario la industria autopartista firmó una solicitada donde pide:
“1) Aranceles de importación para autopartes de Europa y Estados Unidos
armoniosos y proporcionales a los que se otorgan a la industria terminal; 2)
estricta compensación en la balanza comercial sectorial para vehículos y auto-
partes calculado por separado como única manera de paliar el desbalance
macroeconómico entre Argentina y Brasil y 3) un mínimo de contenido local
efectivamente producido en el país (neto de importaciones) que garantice la
actividad de los autopartistas pymes nacionales”.

Clarín (1/08/00) indica que, a diferencia de lo que el Gobierno ya tenía en
mente, las terminales “querían que una pieza se considerara nacional si tenía
un determinado porcentaje de partes locales”, y “se oponen a la forma en que
se medirá el contenido de piezas locales de los autos fabricados en el país”. En
cambio, desde una cámara autopartista, AFAC, indicaron: “El decreto va a salir
bien. Las partes que deben ser argentinas serán argentinas. Esto nos va a ase-
gurar más demanda”.

La Nación (1/8/2000) confirma que la mayor divergencia entre las terminales
por un lado y los autopartistas y el Gobierno por el otro radicaba en la forma de
medición del contenido local. “Adefa quería que una pieza importada sumada a
otra nacional para armar un conjunto, sea considerada como parte local. En
cambio, AFAC decía que sólo debía considerarse nacional el valor de las pie-
zas que se anexaba a una importada. El gobierno le dio la razón a AFAC”, indi-
ca el artículo. Desde el lado de las automotrices, la molestia fue manifestada por
el titular de FIAT Auto Argentina, Cristiano Ratazzi: “No hay duda de que el
nuevo régimen automotor significa autopartes más caras y, en consecuencia,
un encarecimiento en los costos”.
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A partir de la línea de los artículos antes citados, en El Cronista (3/08/00), Juan
Cantarella, de AFAC, indica que la nueva normativa “es muy positiva y ventajo-
sa para el sector porque compensa las asimetrías comerciales con Brasil”. “Se
mide algo real -en relación a la condición de pieza nacional sólo cuando es fabri-
cada enteramente por la industria local- y se otorga flexibilidad para llegar a
esos contenidos. La medición asegura que toda la cadena productiva se invo-
lucra en una mayor producción. Las que rigen a partir de ahora son nuevas
reglas para comenzar a elaborar planes estratégicos para los próximos años”,
agrega Cantarella. El artículo advierte que si bien las terminales no lograron que
la medición de contenido local se realice según sus pretensiones “en cambio
obtuvieron un plazo para integrar la proporción exigida, contra la aprobación de
un programa de inversiones y desarrollo de proveedores”. 

Desde el lado brasileño se opusieron al mínimo de contenido nacional de los
autos. Días después de la sanción del decreto 660, que reglamentó el nuevo
régimen, la secretaria de Industria de aquel momento, Débora Giorgi, viajó al
Brasil para solucionar el conflicto que se desarrolló alrededor del artículo 26 de
ese decreto, que era el que detallaba el método de medición del contenido local.
“El 30% de las autopartes argentinas es histórico. Lo único que me interesa es
evitar que se sigan yendo más autopartistas de la Argentina hacia Brasil”, le dijo
Giorgi a su par brasileño, según Clarín (20/08/00). La administración brasileña,
que no se percató de ese artículo en el momento de la firma en Buenos Aires,
le aseguró a Giorgi que, de mantenerse esa cláusula, “el acuerdo quedaba sus-
pendido”. En respuesta, la funcionaria propuso suspender la vigencia del artí-
culo 26, de forma de evitar la caída de todo el convenio.

Los tironeos bilaterales continuaron, centrados sobre la regulación del mínimo
de contenido local y su forma de medición. En declaraciones a Clarin
(18/10/2000), el ministro de la Producción de la provincia de Córdoba, Juan
Schiaretti, señaló que “no podemos ser armadores de un mecano. Si se acep-
ta medir por conjuntos, como quiere Brasil, la tendencia sería que se fabrique
cada vez menos acá”. En noviembre de 2000 las partes acordaron que cuando
el cálculo de contenido local se realizara a través de piezas, la integración neta
argentino deberá ser del 30%, tal como señalaba el acuerdo inicial. En cambio,
cuando la medición se hiciera por conjuntos, el porcentaje mínimo de piezas
argentinas deberá ser, como mínimo, del 44% (La Nación (2/11/2000). 

Las terminales radicadas en el país, sin embargo, presentaban nuevamente
quejas. “No podemos ser competitivos porque así aumentan nuestros costos.
Es mucho más barato importar las piezas que comprarlas en la Argentina”, adju-
dica La Nación a un empresario del sector. Para dar lugar al reclamo, el docu-
mento firmado por los gobiernos otorgó un plazo de entre dos y tres años para
que las compañías puedas adaptarse al régimen.

Otro elemento del acuerdo automotor de 2000 fue la implementación del coe-
ficiente “flex” para regular el grado de desbalance en el intercambio comercial.
Sin embargo, el “flex” no parece haber tenido un lugar relevante en la disputa
que se dio entre los equipos de negociadores de ambos países de cara a la
firma del acuerdo en agosto, por lo que se asume que tampoco lo ocupaba para
los respectivos sectores privados representados. En Clarín (16/2/2000), previo
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al comienzo de la parte más intensa de las negociaciones, se encuentra una
breve referencia al mencionado “flex”: “Brasil exige que por cada auto brasileño
que ingrese al mercado argentino, haya otro auto argentino que se venda en el
mercado brasileño. Pero las terminales argentinas dicen que, de esa manera,
tendrán un techo para sus negocios”.

Sin embargo, al año siguiente el “flex” sí se convirtió en un eje del debate,
junto con, otra vez, la propia regulación sobre el mínimo de contenido local. Es
importante remarcar que el contexto económico en 2001 era sensiblemente
más grave que el del año anterior, las ventas de autos en la economía nacional
se desplomaron y la demanda brasileña actuaba de forma contracíclica, aún
con la desventaja cambiaria para Argentina. 

Clarín (21/06/2001) indica que Débora Giorgi (en ese momento secretaria de
Comercio) negociaba  durante la cumbre presidencial del Mercosur que se llevó
a cabo en Asunción elevar el “flex” del 10 hasta el 20%, cifra que, según esta-
ba previsto, se iba a poner en práctica en 2003. Cristiano Ratazzi, titular de
Adefa, deja en claro, en el mismo artículo, en representación de qué sector es
la medida que buscaba impulsar Giorgi. “Hoy podemos mandar a Brasil la
misma cantidad de autos brasileños que podemos vender acá, y como en este
mercado no conseguimos incrementar las ventas, el sistema planteado entre los
dos gobiernos nos fija un corsé que nos impide vender donde están los com-
pradores”, indicó el empresario. 

La Nación (21/6/2001) señala que en Asunción “la Argentina pidió ayer for-
malmente adelantar el plazo para la liberalización del comercio de vehículos
dentro del Mercosur, que en diciembre pasado se había fijado en 2006”. Sin
embargo, reproduce declaraciones del secretario de Desarrollo Productivo bra-
sileño, Reginaldo Arcuri, quien indicó que “no estamos negociando esto acá” y
agregó que durante la cumbre “sólo se acordará una fecha para negociar la
mayor liberalización de la industria automotriz”. “La Argentina quiere todo rápi-
do”, se quejó. El artículo indica que la iniciativa oficial “responde a un pedido de
las terminales argentinas, que reclaman flexibilizar el comercio regulado de
autos con Brasil”. El viraje hacia esta posición más liberal de la parte argentina
lo atribuye al cambio de gestión en el Ministerio de Economía, donde Domingo
Cavallo asumió en marzo de 2001.

Según consigna Clarín, 23/6/2001, Giorgi informó que “a partir del próximo 1º
de setiembre, la Argentina y Brasil liberarán el comercio bilateral de autos”. La
medida también pone fin al intercambio equilibrado de autopartes y, asegura la
Secretaria, fue una iniciativa que surgió del gobierno argentino para que “bajen
los precios de las unidades, lo que facilitará el acceso de los potenciales con-
sumidores argentinos a los automóviles”. Cabe volver a señalar que el contex-
to en el que se toma la medida es absolutamente agudo, las suspensiones y
despidos en las fábricas no cesan, así como tampoco la desaparición de auto-
partistas, ante una demanda local cada vez más retraída. “La idea cayó bien en
las terminales: el presidente de la Asociación de Fábricas de Automotores
(ADEFA), Cristiano Rattazzi, se mostró satisfecho ante la posibilidad de liberar
el comercio de autos con Brasil, y sostuvo que con las medidas económicas
tomadas hasta el momento `no habrá ningún desbalanceo en el intercambio´. Al
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mismo tiempo, Giorgi admite que el 30% de integración no se podrá respetar
íntegramente”, relata el artículo.

En Clarín (24/6/2001), se indica que “el Gobierno decidió que los autos se
fabriquen en Brasil y las autopartes también. No veo ninguna razón por la cual
las terminales fabriquen en la Argentina cuando les va a salir más barato hacer-
lo en Brasil”, indicó Juan Carlos Lascurain, vicepresidente 1° de la Asociación
de Industrias Metalúrgicas (ADIMRA), entidad que nuclea a buena parte del
autopartismo nacional. En la misma línea, Clarín (28/6/2001) difundió un comu-
nicado redactado por los autopartistas de AFAC donde expresan su “desazón
por la iniciativa de Domingo Cavallo de liberar el comercio automotriz con
Brasil. En 1994 los países del Mercosur acordaron liberar el comercio automo-
triz y al mismo tiempo eliminar las asimetrías entre los dos países. Por la dis-
paridad cambiaria y los subsidios de Brasil, se había acordado liberar el comer-
cio en el 2006, con la esperanza de ir a una igualdad de competencia. Y ahora,
con la idea de Cavallo, festejan los que proveen desde Brasil y no entendemos
por qué se defiende a los que quieren dejar de producir en el país”.

El Brasil no aceptó la propuesta argentina. El 26/6/2001, Clarín indica que el
embajador brasileño para el Mercosur, José Botafogo Gonalvez, negó que su
país haya aprobado el libre comercio desde setiembre. “”Lo único que fue deci-
dido en Asunción -donde negoció Giorgi el 21 de ese mes- es que la política
automotriz del Mercosur fuera protocolizada, pero la fecha de inicio de libre
comercio total sigue en el 2006”, aseguró el diplomático. Finalmente, la liberali-
zación que pretendía la Argentina no se aplicó. 

El 20/12/2001, Clarín indica que “por la caída de las ventas locales, en 2001
las empresas enviaron a Brasil más unidades que las que importaron. Y ahora
Brasilia amenaza con aplicar las sanciones reglamentadas para esos desba-
lances: a una de las automotrices le correspondería una multa de entre 20 y 30
millones de dólares”. “Lo que los empresarios pretenden es que en lugar de ser
una unidad importada por otra exportada, sea 2 a 1, que se pueda exportar el
doble de lo que se importa”, señalaron fuentes oficiales.

A partir de los artículos periodísticos analizados se advierte que la normativa
del año 2000, en particular la regulación del contenido nacional mínimo (que
había sido abandonado en el régimen de 1994) y su forma de medición consti-
tuyeron concesiones del Gobierno argentino al autopartismo, que se encontra-
ba en una situación crítica. No se advierte una oposición feroz de las termina-
les a la nueva normativa. En cambio, la industria brasileña sí se mostró decidi-
damente en contra. Las causas de la oposición brasileña al régimen y la crítica
de las terminales, se explica porque la normativa constituía una traba a la inte-
gración regional de la industria, que por el tamaño de los mercados, capacida-
des acumuladas y competitividad, tiene como centro al Brasil.

Sin embargo, el mayor poder relativo del Brasil se impuso finalmente, ya que
el régimen de contenido local y su respectiva medición finalmente no se aplicó
(Cantarella y Katz de Guzmán, 2008). Reflejo de ello es el planteo que meses
después el foro automotor permanente (compuesto por los autopartistas, indus-
tria metalmecánica, concesionarios e incluso algunas automotrices como VW y
Peugeot Citröen le realizó al ministro de Economía, Domingo Cavallo (Clarín,
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17/05/01), solicitando que “se cumpla con el contenido local de piezas que
deben tener los autos producidos en Argentina”, entre otras cosas.

La situación alrededor de la modificación de la normativa en el año 2000
muestra que el objetivo del gobierno argentino era  condicionar la estrategia de
las terminales y frenar el deterioro del castigado sector autopartista. El resulta-
do final fue adverso para la industria local, puesto que finalmente el mínimo de
integración nacional con su respectivo sistema de medición no se aplicó. En la
medida en que provino desde la industria brasileña la mayor oposición a esa
medida, fueron los industriales vecinos aquellos que se impusieron. En definiti-
va, fue la estrategia corporativa la que primó para dar forma a la normativa local
(al menos la que se aplicó efectivamente y no la que figuraba en los “papeles”)
y no al revés. En este caso la fuerza impulsora no provino de las terminales radi-
cadas en la Argentina (como sucedió en 1994) sino de los industriales del país
vecino.

Por otro lado, los autopartistas locales pretendían que el arancel de importa-
ción para partes y piezas desde cualquier destino (incluido Brasil) aumentase
desde el 2 al 15%. La respuesta de los gobiernos en la negociación fue la suba
del arancel para el caso de las autopartes importadas desde extrazona hasta el
7% en un primer momento, mientras que el comercio de autopartes se mantu-
vo libre de aranceles en el caso del Brasil, aunque con requisito de compensa-
ción.

Por fuera de la negociación central que se desarrolló en agosto de 2000, la dis-
puta que se dio a mediados de 2001, en la cual el Gobierno argentino impulsa-
ba una mayor liberalización, también realiza un aporte de relevancia para este
análisis. El apoyo de las terminales para eliminar el “flex” y la cláusula de com-
pensación en el intercambio de autopartes, es muestra de que el Gobierno se
hizo eco del reclamo previo de esos industriales. Con esa modificación en la
regulación, las fábricas podrían soportar la profunda crisis local con mayores
ventas al mercado brasileño, algo que, dada la situación límite del autopartismo
nacional, sólo podría realizarse a través de la adquisición de mayor cantidad de
partes brasileñas, de ahí que también se buscara eliminar el sistema compen-
satorio. Ante ello, la postura de los proveedores locales era, obviamente, fuer-
temente opositora a los cambios.

Sin embargo, la propuesta argentina fue rechazada por el Brasil, en una posi-
ción contraria a la que en general el país vecino mostró en las negociaciones
previas, donde desplegó un impulso comercial más agresivo y con afán libera-
lizador. En un momento de incipiente recuperación después de la devaluación
de 1999, la negativa brasileña podría interpretarse como una necesidad de las
terminales de evitar perder potencial mercado ante las filiales argentinas. Si
bien en esta dinámica no se advierte (como sí sucedió en agosto de 2000) una
lógica más integracionista en el nivel regional de parte de la industria brasileña,
resulta bastante claro que, sí de forma similar al paquete negociado el año ante-
rior, fueron los intereses de los industriales brasileños aquellos que primaron.
En 2000, la postura del Brasil (junto con cierto apoyo de las terminales locales)
impidió, en definitiva, que se aplicara la regulación local de protección al auto-
partismo. En 2001, el mayor peso específico de los industriales vecinos primó
sobre las propias filiales de las terminales radicadas en la Argentina.
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5. Conclusiones

La estrategia regional que tomó impulso en el sector automotor desde los `80
se verificó en el Cono Sur a través de la vinculación entre la industria argentina
y brasileña. En 1994 con el tratado de Ouro Preto se produjo un giro funda-
mental en el esquema normativo, ya que se estableció el arancel cero en el
comercio entre los países del Mercosur con la cláusula de la necesaria com-
pensación. Además, se reconocieron como autopartes nacionales las prove-
nientes de Brasil, siempre que estuvieran compensadas. La nueva regulación
incentivó decididamente la integración entre ambas industrias, en un esquema
de paulatina complementación y especialización que les permitía ganar escala
y reducir costos a las terminales. La contracara para la industria argentina fue
la desarticulación con el entramado autopartista y el notable deterioro de ese
sector. 

El esquema representaba una de las opciones más atractivas para las termi-
nales radicadas en el país, que en ese momento buscaban aprovechar el buen
contexto macroeconómico para profundizar la vinculación con las filiales brasi-
leñas, en línea con la tendencia global. El sector autopartista, en cambio, quedó
relegado al verse perjudicado por el cambio en el contenido regional. Sin
embargo, cabe destacar que frente a la opción regional-liberal impulsada por el
Brasil (sin requisito de compensación), la Argentina logró sostener el intercam-
bio compensado. De forma que la normativa final es fruto de una puja entre los

Tabla Nº 3. Resumen

Nota: Cabe señalar que ni el mínimo de contenido local, con su respectivo sistema de
medición favorable a los autopartistas locales, fue aplicado (Cantarella y Katz de
Guzmán, 2008).

Medida
Postura de los actores del sector

Gobierno
argentino

Autopartis-
tas locales

Terminales
radicadas

Industria
brasileña

Mínimo de contenido
nacional A favor A favor Sin 

información En contra

Sistema de medición
de contenido local (por
pieza)

A favor A favor En contra En contra

Suba aranceles a la
importación de auto-
partes de extrazona

Sin infor-
mación A favor Sin 

información
Sin informa-

ción

Arancel 0% para
importación de auto-
partes desde Brasil

Sin infor-
mación En contra Sin 

información
Sin informa-

ción

Regulación del desba-
lance comercial a tra-
vés del “flex”

En contra Sin infor-
mación En contra A favor
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industriales brasileños y las terminales locales, que buscaban integrar los mer-
cados pero manteniendo la protección para no perder frente a la competencia
del país vecino.

Teniendo en cuenta los artículos periodísticos analizados, se considera que el
dictado de la regulación favorable a las terminales locales, dentro del condicio-
namiento impuesto por la industria brasileña, representa una muestra del grado
en que la política pública se moldeó a esos intereses. 

La negociación del año 2000 es ilustrativa porque la intención a priori del
Gobierno era modificar la estrategia de las terminales locales. La delicada situa-
ción del sector autopartista local, en el marco de la recesión que comenzó en
1998 y desembocaría en la crisis de 2001/02, llevó a que las autoridades, a dife-
rencia de lo acontecido en 1994, propusieran en la negociación con el Brasil un
sistema de protección de ese segmento de la cadena a través de la imposición
de un mínimo de contenido local y un mecanismo de medición favorable a los
autopartistas. Si bien el sector terminal radicado en el país no se opuso férrea-
mente a esa regulación, si mostró sus reclamos en lo relacionado a su medi-
ción. De todas formas, el mayor freno, y definitivo, a la medida, provino de los
industriales brasileños, representados por su gobierno.

Es decir que por el tamaño del mercado, condiciones de competitividad y tra-
yectoria de crecimiento y estabilidad, la industria automotriz brasileña pasó a
ser el centro de operaciones regional, con mucha influencia sobre las decisio-
nes de las filiales de las terminales radicadas en la Argentina. Muestra de ello
es el creciente número de centros de investigación y diseño que se han insta-
lado en los últimos años en el país vecino, actividades con alto nivel de valor
agregado, tanto en el nivel de las terminales como de los autopartistas globa-
les, o hiperproveedores mundiales, en muchos casos pertenecientes al mismo
grupo económico que las terminales. 

En la medida en que fueron los brasileños los que mayor oposición mostraron
a la modificación de la regulación del contenido local y su particular forma de
medición a favor del sector autopartistas, la no aplicación de dicha normativa es
reflejo de la primacía de los intereses de los industriales del Brasil. A diferencia
de lo sucedido en 1994, el principal impulso no provino de las terminales radi-
cadas en la Argentina sino de los industriales del país vecino.

Los intereses industriales brasileños representados por el gobierno de ese
país dieron otra muestra de primacía en el tironeo que se verificó alrededor de
la propuesta argentina de adelantar la liberalización del comercio, a mediados
de 2001. En representación de las terminales radicadas en el país y en contra
de los autopartistas nacionales, el gobierno argentino pretendía mitigar el efec-
to del desplome de la demanda local a través de las exportaciones a Brasil,
para lo cual era necesario eliminar el esquema del “flex”. El Brasil se negó a
renegociar el acuerdo.

En conclusión, mayormente fueron las terminales automotrices las que mol-
dearon y condicionaron la normativa local analizada. En primer lugar lo hicieron
aquellas terminales radicadas en el país, cuyo objetivo de integrarse con el
Brasil gozando de cierto nivel de protección comercial, para ganar escala y
reducir costos, estaba claramente en línea con la tendencia general de la indus-
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tria hacia la regionalización. Una vez avanzado el desarrollo del mercado regio-
nal, fue la industria brasileña la que ejerció la influencia determinante en la regu-
lación oficial. La fortaleza de la presión brasileña es también reflejo de la uni-
formidad de los reclamos de las terminales y los autopartistas de ese país. En
muchos casos de trata de empresas vinculadas, aunque también la configura-
ción económica favorece la postura en común, ya que la apertura regional les
permite a las terminales amplificar la escala y a los autopartistas brasileños
ganar mercado, a diferencia del segmento proveedor en la Argentina, que luego
de tres décadas de política anti-industrial tienen una estrategia claramente
defensiva, que puede o no estar en línea con los intereses de las terminales. En
el caso de 1994 parecen haber estado parcialmente en contraposición, mientras
que en el año 2000 la postura de ambos no fue tan contrastante. En 2001, los
intereses entre terminales radicadas en el país y autopartistas nacionales vol-
vieron a divergir.
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1. Introducción

En la Argentina, desde hace unos años, las políticas públicas de ciencia y tec-
nología (CyT) identifican la biotecnología como un área prioritaria de desarrollo
y una herramienta imprescindible para alcanzar un gradual enriquecimiento de
las ventajas comparativas naturales con las que cuenta el país, en particular en
actividades agropecuarias. Además, sus usos en la producción de alimentos y
en medicamentos y otros insumos para la salud humana donde el país ha reco-
rrido una senda de desarrollo productivo previo y cuenta con capacidades
empresariales (Bisang et al 2006) hace que el desarrollo de esta tecnología con-
lleve no sólo impactos económicos sino también sociales.

El potencial para desarrollar la biotecnología está fuertemente condicionado
entre otros factores, por la existencia de una masa crítica de científicos de clase
mundial vinculados activamente con las ciencias básicas en áreas como la bio-
logía, la medicina, la genética o la química. En gran medida, los avances en el
conocimiento científico en estas disciplinas son producidos por la investigación
pública. De allí que muchos países hayan promovido la articulación entre uni-
versidades e institutos públicos, llamados genéricamente centros públicos de
investigación (CPI) en este trabajo, que generan conocimiento altamente espe-
cializado y sectores productivos que utilizan este conocimiento como uno de sus
principales insumos (Argyres y Liebeskind, 1998; Audretsch, 2001; Orsenigo,
1989; Zucker et al, 1998).  

Existe una vasta literatura de lo que ha resultado útil y funcional para promo-
ver la interacción universidad-industria en el contexto de los países desarrolla-
dos.  Sin embargo, como se plantea en Arza (2010) creemos que es esencial
entender qué combinación de canales tienen el potencial de generar mayores
beneficios reduciendo riesgos en el contexto de países en desarrollo, sobre la
base de las prioridades y los objetivos específicos de política que en ellos se
plantean, y las capacidades de universidades y empresas en este contexto.
Esto puede evitar la tendencia a adoptar modelos de intervención que reprodu-
cen “recetas” que han funcionado en contextos con prioridades y condiciones
muy distintas a las de los países en desarrollo y que por tanto pueden ser ina-
propiados. Profundizar el debate sobre la forma en que los riesgos sociales vin-
culados con la utilización de diversas modalidades de vinculación pueden ser
minimizados, sirve a los fines de lograr consensos sobre el rol que pueden tener
las universidades en el desarrollo de los países de la región.

Este artículo describe los avances en biotecnología en el país y analiza cómo
podría fomentarse la articulación público privada aspirando a ampliar el poten-
cial de esta tecnología. El objetivo final es arrojar luz sobre el papel que las polí-
ticas en ciencia y tecnología pueden asumir en el desarrollo de una industria de
biotecnología orientada al desarrollo socioeconómico del país.  Se suman cua-
tro secciones más a esta introducción. La sección siguiente discute muy breve-
mente las implicaciones que la biotecnología podría para el desarrollo en los
países de América latina. La sección 3 describe las aplicaciones, la producción
de conocimiento, y las políticas de promoción de la biotecnología en la
Argentina. La sección 4 discute conceptualmente el potencial que la vinculación
público privada tiene para el desarrollo de esta tecnología a la luz de la expe-
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riencia internacional. Finalmente, en la sección 5 se presentan las principales
conclusiones y algunas ideas orientativas para la formulación de políticas. 

2. Biotecnología y Desarrollo

En las últimas décadas se evidencia en los países de la región, un renovado
interés por el tema del desarrollo, impulsado por un lado en las rentas genera-
das por superávit de comercio internacional en gran parte de los países latino-
americanos, en un contexto de precios crecientes de las materias primas, que
ofrece la posibilidad de retomar un mayor ritmo de crecimiento.  También por el
surgimiento de nuevos paradigmas tecnológicos con alto potencial para gene-
rar transformaciones en las estructuras productivas e institucionales de los paí-
ses en desarrollo, como la microelectrónica y la biotecnología. Aquí aun persis-
ten desigualdades muy profundas, que exigen respuesta por parte de la acción
política (Pérez, 2008).  

En este contexto las oportunidades que la aplicación y difusión de las moder-
nas técnicas biotecnológicas1 puede generar a los países en desarrollo, para
modificar su actual trayectoria de desarrollo nacional e inserción internacional,
es un tema relevante en las agendas públicas, que intentan identificar áreas con
potencial tecnológico, donde América Latina tenga una ventaja comparativa res-
pecto a otras regiones.

El campo de aplicación de la biotecnología, es sumamente amplio, pero sus
principales desarrollos se ubican en tres grandes áreas conocidas como biotec-
nología roja (vinculada con aplicaciones en medicina), verde (vinculada con
aplicaciones en agricultura) y blanca (vinculada con aplicaciones en la indus-
tria).  

En cualquiera de estas tres áreas la biotecnología puede ser considerada un
sector emergente que se encuentra en las fases iniciales de su curva tecnoló-
gica, con límites que aun no aparecen con claridad, pero con una potencialidad
para la innovación y el desarrollo de procesos, productos y servicios que es
indudable en las tres áreas antes mencionadas. En biotecnología aplicada a
salud, la investigación del genoma está poniendo a disposición terapias más
efectivas para enfermedades de difícil tratamiento terapéutico, y generando
posibilidades en reemplazos biológicos de huesos y cartílagos o cultivo de célu-
las cutáneas. También destacan la producción de nuevas vacunas y métodos
de diagnóstico. En biotecnología verde, se destacan las actividades de investi-
gación sobre materias primas renovables, con el fin de reemplazar materias pri-
mas basadas sobre petróleo, así como el desarrollo de plantas transgénicas.
Por su parte la suba continua de precios de materias primas y energía, y la cre-
ciente eliminación de desechos han aumentado el interés en la biotecnología
industrial que al utilizar materias primas renovables resulta en métodos de pro-

1 En la evolución de la biotecnología es posible reconocer dos etapas de desarrollo: a) la biotec-
nología convencional, donde los procesos biológicos no son manipulados en el nivel molecular
y la ingeniería empleada es básicamente de fermentaciones convencionales y b) la biotecnolo-
gía moderna, en la cual los procesos biológicos son manipulados en los niveles celulares y prin-
cipalmente moleculares.



52 realidad económica 266  16 de febrero/31 de marzo de 2012

ducción más favorables para el medio ambiente, menos costosos y más soste-
nibles. En este campo se destaca el uso de enzimas para terapéutica, diag-
nóstico y producción de alimentos, la aplicación de procesos biotecnológicos en
la fabricación de antibióticos, síntesis de hormonas y producción de vitaminas
y el mercado para biopesticidas y herbicidas.  En la producción de biodiésel se
trabaja en el reemplazo de procesos químicos de catálisis por procesos biotec-
nológicos más sostenibles. (Dornberger, 2008)

En concreto, la aplicación de la moderna biotecnología al mundo de la pro-
ducción, en las condiciones específicas de América latina - extremadamente
diversas en cuanto a la dotación de sus recursos naturales y con baja densidad
de población – resulta un modelo de desarrollo atractivo, ya que tiene el poten-
cial de agregar valor a actividades que son centrales en las economías de la
región y donde existe una larga evolución previa como la agricultura, la gana-
dería, la minería, los alimentos, y los medicamentos. Específicamente tiene el
potencial de aumentar la producción de alimentos, reducir la dependencia de la
agricultura a productos químicos, reducir el costo de materias primas, reducir
los impactos ambientales negativos asociados con los métodos de producción
convencionales y superar problemas básicos de salud, con impactos directos
sobre la reducción de pobreza y el desarrollo regional en general.

Sin embargo, la magnitud de las inversiones que requiere la investigación bio-
tecnológica, los extensos tiempos necesarios para introducir nuevos productos
biotecnológicos en el mercado, las dificultades para acceder a fuentes de finan-
ciamiento y las desventajas que tienen los actores regionales para incidir en
regulación internacional (particularmente, en los derechos de propiedad inte-
lectual), son algunos de los factores que generan incertidumbre, y suponen
barreras a la entrada para los actores de la región, en un área dominada por
empresas extranjeras de gran tamaño. No obstante esto, la necesidad de adap-
tar las técnicas biotecnológicas a condiciones idiosincráticas de climas y sue-
los, patologías regionales, perfiles alimentarios, variedades vegetales y anima-
les específicas, alientan las posibilidades de generar espacios para pensar en
el desarrollo endógeno de estas tecnologías.   

Estas características de la biotecnología, hacen que las articulaciones y la
cooperación, ya sea entre emprendedores, entre científicos y nuevas empre-
sas, entre empresas y CIP, o entre corporaciones establecidas y nuevas
empresas, sean particularmente importantes, dado que los costos de desarro-
llar y fabricar un producto comercializable, que cumpla con los distintos niveles
de regulación, requiere un nivel de inversión y capacidades que excede gene-
ralmente los posibilidades de muchos actores individuales (Hine y Kapeleris,
2006)

En este sentido las posibilidades de los países de la región de aprovechar las
oportunidades que genera el nuevo paradigma biotecnológico están asociadas
directamente por un lado con sus capacidades científicas y tecnológicas, pero
también a la rapidez con que se generen ciertas innovaciones institucionales y
organizacionales que deben acompañar al nuevo paradigma. Esto plantea inte-
resantes desafíos para las políticas públicas de los países en desarrollo que
quieren aprovechar las oportunidades que plantea la biotecnología. En particu-
lar la necesidad de coordinar los esfuerzos de investigación en el nivel público
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para generar masa crítica suficiente en temas de interés estratégico, y la nece-
sidad de fomentar modalidades de vinculación entre los actores del sistema
nacional de innovación (SNI) que maximice los beneficios y minimice los ries-
gos que suponen estas interacciones en un marco de fuertes asimetrías de
poder entre los actores involucrados. Estos son dos espacios de política públi-
ca que consideramos clave para facilitar el aprovechamiento de las oportunida-
des que abre la biotecnología aplicada a la producción en los países en desa-
rrollo y en particular en los países de América latina.

3. La biotecnología en la Argentina

Para describir las capacidades del SNI en el desarrollo de esta tecnología y su
potencial para el desarrollo económico, se debe analizar tanto sus aplicaciones
en el sistema productivo (i.e. utilización del conocimiento en innovaciones con-
cretas de bienes y servicios) como la generación de nuevos conocimientos en
biotecnología (i.e. investigación de nuevas herramientas o productos que amplí-
en el potencial futuro de esta tecnología). 

Asimismo, la política pública CyT juega un rol esencial en definir las oportuni-
dades que existen para el desarrollo de la tecnología ya que promueve tanto al
desarrollo de nuevo conocimiento como la adopción de técnicas disponibles
para la innovación. Además, el marco regulatorio en temas de propiedad inte-
lectual, la bioseguridad e inocuidad alimentaria definirán no sólo las oportuni-
dades para el desarrollo de la tecnología sino también la distribución de benefi-
cios y riesgos entre todos los actores involucrados (e.g. científicos, desarrolla-
dores, y usuarios).

La sección III.1 presenta las principales aplicaciones y caracteriza brevemen-
te las empresas biotecnológicas. La sección III.2 describe las capacidades
nacionales para el desarrollo de conocimiento en biotecnología. Finalmente la
sección III.3 presenta la política pública en CyT y en otros temas centrales para
esta tecnología como es la propiedad intelectual, la bioseguridad y la inocuidad
alimentaria. 

3.1. Aplicaciones de biotecnología en el país
En el país, los principales ámbitos de aplicación de la biotecnología son las

actividades agropecuarias, la producción de medicamentos e insumos para la
salud humana y la producción de insumos para la industria alimenticia. 

Según el catálogo de empresas con actividad en el área biotecnológica pro-
ducido por BIOTECSUR, que es la plataforma de biotecnología del MERCO-
SUR, encontramos que en 2010 había 90 empresas (en el Brasil habría 180).
Un 51% de ellas eran empresas que producían productos agrícolas, principal-
mente semillas (48%, de las agrícolas) e inoculantes (43%). Es en este ámbito
de aplicación, principalmente en la producción de semillas, donde se encuentra
la mayor proporción de empresas transnacionales (ET). Del total de empresas
biotecnológicas un 19% son ET, pero en la producción de semillas la proporción
asciende a 36%. En orden de importancia le seguían las empresas especializa-
das en salud humana (22%) y luego las empresas del rubro veterinario (21%).
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Finalmente, encontramos sólo tres empresas que operan en el ámbito de la
industria alimenticia, lo cual, en contraste con otras fuentes, parece subestimar
la cantidad real de empresas en este sector2.

Al considerar más en detalle a los productos y procesos involucrados3, entre
las aplicaciones en el ámbito agrícola sobresale el desarrollo de organismos
genéticamente modificados (OGM) para uso agropecuario, principalmente la
difusión de tres cultivos transgénicos: soja, algodón y maíz con resistencia a
insectos y/o tolerancia a herbicidas por el gran impacto que tuvo en la agricul-
tura argentina. En el ámbito pecuario se han producido técnicas para la insemi-
nación artificial para mejorar la producción así como mejoramiento genético
mediante transferencia de embriones. También se han desarrollado diferentes
vacunas antivirales para animales aprovechando la tradición local de la indus-
tria farmacéutica. Entre ellas, se destacan vacunas que desarrollaron el Instituto
Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA) y el Centro de Virología Animal
(CEVAN) y producen y comercializan Biogénesis–Bagó a través de acuerdos de
cooperación. 

Probablemente, la clonación en equinos y la obtención de animales transgéni-
cos para su uso en la industria farmacéutica es el logro biotecnológico más des-
tacable en cuanto a la generación local de conocimiento de vanguardia en el
nivel internacional. La empresa de capital nacional Biosidus creó el primer
tambo farmacéutico en el país para obtener medicamentos basados sobre pro-
teínas recombinantes generadas por ingeniería genética. Sólo los Estados
Unidos, Australia, Corea y Nueva Zelandia dominan esta tecnología. También
se han alcanzado resultados positivos en la producción de insulina que podría
llegar al mercado en pocos años.

Los indicadores de desempeño de la industria muestran un sector dinámico y
de alto crecimiento, con una tasa de expansión interanual de las exportaciones
del 41% y de 33% para las importaciones (datos 2008). De todas maneras la
industria de productos biotecnológicos es todavía incipiente. Por ejemplo, en
ese año el comercio de estos productos representaba sólo el 0.37% del comer-
cio argentino4. Una encuesta realizada a empresas biotecnológicas en 2005
señalaba que habría 600 empleados trabajando en investigación y desarrollo
(I&D) en esas empresas, mientras según la misma fuente se registraban 900 en
el Brasil. 

3.2. Generación de nuevos conocimientos en biotecnología
El potencial de la  biotecnología se expande cuando se combina con otros

conocimientos y tecnologías utilizadas en la producción agropecuaria, industrial
y en los servicios de salud. El desarrollo de la biotecnología dependerá por lo
2 Por ejemplo, ProsperAr (2009) menciona que un 12% de las empresas en biotecnología corres-

ponden al sector de alimentos de un total de 80 empresas biotecnológicas en 2008. Como ejem-
plo mencionan el caso de La Serenísima, que no se encuentra en la base de BIOTECSUR.
Probablemente, la diferencia se deba a la definición de actividad principal.

3 El resto de la sección III.1. se apoyó fuertemente en Ibid. y MINCyT (2010)
4 Para contrastar, por ejemplo, en China la industria de biotecnología contribuye con el 2.2% al

PBI, Ver http://biz.thestar.com.my/news/story.asp?file=/2011/5/13/business/8675087&sec=busi-
ness
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tanto de otras disciplinas tanto de las ciencias básicas (e.g. biología, genética,
química, bioquímica, fisiología, etc.) como de su aplicación específica en cada
ámbito. Por lo tanto, para fortalecer los posibles impactos de la biotecnología es
necesario contar con SNI con altas capacidades en CyT donde existan vincula-
ciones horizontales entre los actores que lo componen.

En este sentido, conviene señalar que en años recientes se intensificaron los
gastos generales en CyT; los gastos totales en I&D crecieron un 114% entre
1998 y 2008, medidos en dólares ajustados por paridad de poder de compra.
De esta forma, la I&D representaba en 2008, un 0,52% del PIB mientras que en
1998 representaban un 0,41% del PIB (RICyT, 2011). A pesar de este incre-
mento, los gastos en I&D en relación con el tamaño de la economía siguen sien-
do menores a los realizados por el Brasil (1,09%), Uruguay (0,64%) y Chile
(0,67%)5 pero son mayores a los de México (0,37%)6. El sector privado ejecuta
una proporción menor de los gastos de I&D (27%) siendo el gobierno el mayor
sector de ejecución (42%).

En términos de los principales ámbitos de aplicación para biotecnología (agro-
pecuario y salud humana), en el año 2008 el 18% de los gastos de I&D nacio-
nales correspondían a investigación agrícola y un 14% adicional a investigacio-
nes en salud humana. El INTA es el actor más importante en investigación agro-
pecuaria en la Argentina absorbiendo casi el 50% de los investigadores emple-
ados en los 74 CPI en temas agropecuarios (Stads, et al., 2010). 

En suma, estas cifras nos permiten concluir que en tiempos recientes hubo
una fuerte inversión en capacidades en CyT en SNI argentino, y especialmente
en el principal ámbito de aplicación de la biotecnología: el sector agropecuario.
El país está bien posicionado en la región aunque todavía por debajo en térmi-
nos de la inyección corriente de fondos para I&D. 

Como hemos señalado en la introducción el desarrollo de la biotecnología
demanda altos niveles de inversión. Estados Unidos, que fue el país pionero en
el desarrollo de esta tecnología, sigue siendo hoy líder mundial invirtiendo a
razón de 25000 millones de dólares anuales, frente a 5000 millones que se
invierte en total en los países europeos de la OECD (datos para 2008). 

No existen estadísticas oficiales del gasto total realizado por la Argentina en
I&D biotecnológica. Albornoz (2008) estimó que existían en 2007 alrededor de
673 investigadores en biotecnología, definidos como aquellos que habían publi-
cado dos artículos en esta área en el período 2005-2007. Se consideran los
gastos promedios por investigador en ciencias duras en la Argentina, dicho
estudio estimó que la I&D en biotecnología alcanzaba los 15,5 millones de dóla-
res en el año 2007. Calculado de manera semejante, el Brasil estaba invirtien-
do más de diez veces más (164 millones y 2.869 investigadores)7. Un informe

5 Ultimo dato disponible es de 2004
6 Ultimo dato disponible es de 2007
7 Es posible que las estimaciones de Albornoz (2008) subestimen el gasto privado de I&D, ya que

los investigadores de empresas suelen tener menos incentivos a publicar que sus pares de insti-
tuciones públicas. De hecho, según ProsperAr (2009), la I&D de las empresas de biotecnología
representaban un promedio del 5% de las ventas lo que equivalía a 20 millones de dólares, es
decir el cálculo de prosperar para la I&D privada supera a las estimación de I&D total de Albornoz
(2008)
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realizado por el BID con datos para 2006/2007 sobre biotecnología agropecua-
ria (de aquí en adelante, será mencionado por sus autores: Trigo, et al., 2010),
sostiene que el país invierte en ese rubro 8.3 millones de dólares, mientras que
el Brasil invirtió 68,8 millones (ocho veces más que la Argentina). 

La gran diferencia que existe en relación con la inversión de los países líde-
res, pone de manifiesto las dificultades que podrían tener las organizaciones
locales para competir internacionalmente. Por ejemplo, los actores argentinos
sólo obtuvieron 9 patentes en Estados Unidos en el período 2000 a 2007 (Brasil
obtuvo 33 en el mismo período). 

Sin embargo, las capacidades argentinas en CyT han crecido en los últimos
años. Por ejemplo, las publicaciones en revistas indexadas en el Science
Citation Index (SCI) aumentaron un 84% entre 2000 y 2008. El análisis de las
patentes solicitadas o registradas en la Argentina arroja resultados similares
respecto de la evolución de las capacidades locales. En el año 2007 se otorga-
ron 117 patentes en biotecnología en la Argentina y un 15% (18) de ellas fue-
ron entregadas a residentes, mientras en el año 2000 sólo se otorgaron 2 paten-
tes en biotecnología a residentes (un 4% del total otorgadas ese año) (Albornoz,
2008). 

Trigo, et al., (2010) resaltaba las capacidades en biotecnología agropecuaria
de la Argentina por sobre la mayoría de los países de la región (por ejemplo,
sólo el Brasil tenía más citas bibliográficas que la Argentina, que estaba por
encima de México, Chile, Colombia, etc.). Asimismo, señalaba que los grupos
de investigación argentinos, tanto del sector público como del sector privado,
dominaban una amplia variedad de técnicas, resaltándose sobre sus pares lati-
noamericanos tanto en términos de la sofisticación como de diversidad. Según
este mismo informe, los CPI tendían a dominar un mayor número de técnicas
que sus pares privados, especialmente entre las más sofisticadas como técni-
cas de ADN recombinante y de transformación genética.

En la Argentina como en el mundo la investigación pública es central para el
desarrollo de la biotecnología. En los CPI existen los mejores recursos (huma-
nos y de infraestructura) y una mayor diversidad en el manejo de técnicas.
Según información de BIOTECSUR y del MINCyT, existen en la actualidad alre-
dedor 44 centros o grupos de I&D especializados en biotecnología (cuadro Nº
1), la inmensa mayoría financiados por el sector público. De dicho total, 73%
pertenecían al CONICET y un 14% al INTA. Asimismo, analizando indicadores
bibliométricos se encuentra que alrededor del 70% de las publicaciones en bio-
tecnología indexadas en SCI del año 2008, correspondían a investigadores del
CONICET y un  46% de las patentes solicitadas por residentes fueron efectua-
das por CONICET. Esto último es un hecho notable dado que las empresas pri-
vadas suelen tener mayores incentivos y recursos para proteger sus descubri-
mientos. 

Trigo, et al., (2010) también notaba que el sector público dominaba la I&D en
biotecnología agropecuaria (58% le correspondía a este sector). Esto merece
ser resaltado ya que en el nivel mundial, como consecuencia de los cambios en
las regulaciones en Estados Unidos que en 1980 permitieron patentar microor-
ganismos, la investigación relevante para la producción agrícola quedó en
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manos privadas. Estos cambios regulatorios impulsaron a empresas químicas
como Monsanto y Syngenta hacia la investigación en ingeniería genética y en
los ’90 adquirieron empresas propietarias de conocimiento relevante
(Vanloqueren y Baret, 2009). En la Argentina, si bien la mayor proporción de las
empresas biotecnológicas son pequeñas y medianas, en el ámbito de la pro-
ducción de semillas transgénicas las ET son dominantes. Sin embargo, estas
empresas no suelen tener centros de I&D en el país, y por lo tanto los CPI
siguen siendo centrales en la producción de CyT relevante para el sector agrí-
cola que se realiza en el país. 

Si bien las capacidades de investigación de los CTI sobresalen, existen tam-
bién algunos polos tecnológicos, especializados en biotecnología, en donde el
sector privado tiene una participación fundamental. Entre ellos, merece resal-
tarse el polo biotecnológico de Rosario, provincia de Santa Fe, que concentra a
más de 400 investigadores y se ha convertido en el polo biotecnológico de
mayor tamaño en Latinoamérica (ProsperAr, 2009). En este polo, se encuentra
INDEAR, un emprendimiento exitoso que ha resultado de la cooperación entre
las empresas privadas Bioceres y Biosidus y un organismo público como el
CONICET. 

Finalmente, las áreas de investigación principales de los centros incluidos en
el cuadro Nº 18 son: biología molecular (68%) y celular (55%), seguidas por bio-
química (48%), genética (34%), y microbiología (34%) y también hay grupos
especializados en áreas de alta sofisticación como la bioinformática (14%),  la
genómica (11%), ingeniería genética (9%). Los principales ámbitos de aplica-
ción son Salud Humana (48%), seguida por Agricultura (39%) y por Veterinaria
(27%).  

Estas cifras contrastan con las actividades productivas principales de las
empresas biotecnológicas, que, como habíamos visto en la sección III.1 perte-

Cuadro Nº 1. Centros de Investigación y Desarrollo en Biotecnología

Fuente: Elaboración propia sobre MINCyT (2010) y BIOTECSUR

Ámbito de Aplicación

N Agricultura Salud
Animal Industria Salud

Humana
CONICET 32 34% 25% 13% 63%

INTA 6 83% 0% 33% 67%

INTI 1 0% 0% 100% 100%

Universidades 3 33% 33% 0% 67%

Fundaciones 2 100% 0% 0% 50%

Total 44 39% 27% 16% 48%

8 Los porcentajes no suman 100% ya que cada centro puede tener más de un ámbito de aplica-
ción y área de investigación.
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necían en su mayoría al ámbito agrícola. Dado que en su mayoría las empre-
sas productoras de semillas transgénicas son ET y las mismas, como hemos
dichos, se apoyan en I&D que se realiza fuera del país, es posible que esa sea
un justificación para las diferencias que se encuentran en la distribución de los
ámbitos de aplicación entre investigación (más orientado a la Salud Humana)  y
producción (más orientado al sector agrícola), aunque también es cierto que la
salud humana puede requerir una mayor relación de I&D/Facturación9.

3.3. Las políticas públicas relevantes para la biotecnología
En esta sección analizaremos las políticas de promoción a la CyT en el área

de biotecnología y las regulaciones existentes en propiedad intelectual, biose-
guridad e inocuidad alimentaria. Como veremos todas ellas están orientadas a
la promoción de la biotecnología.

Promoción de la CyT en biotecnología
El cuadro Nº 2 caracteriza los principales programas nacionales específica-

mente destinados a la promoción de la biotecnología que existieron desde los
años ’80. Queda claro que la biotecnología es considerada una tecnología
estratégica ya que existieron asignaciones específicas de fondos públicos para
promover su desarrollo. Existen instrumentos destinados tanto a la investiga-
ción pública como privada.

9 ProsperAr (2009) estima que la relación para el caso de Salud Humana es 15% mientras es 5%
para la biotecnología en general.

Cuadro Nº 2. Programas de promoción a la biotecnología.

Fuente: Elaboración propia 

Nombre Agencia ejecutora Objetivo

Programa Nacional de
Biotecnología, 1982-1991

Secretaría de
Ciencia y Tecnología
(SECyT)

Financiación de proyectos
para la promoción del sector.

Programa Nacional Prioritario
de Biotecnología, 1992-1996 SECyT

Financiación de proyectos
concentrados en el sector pri-
vado

Programa de Biotecnología
del Plan Plurianual de Ciencia
y Tecnología, 1998-2000

SECyT
Formulación de prioridades
temáticas para la financiación
de proyectos de I&D

Plan Estratégico Nacional de
Ciencia, Tecnología e
Innovación Bicentenario,
2006-2010

MINCyT La biotecnología se define
como área temática prioritaria

Plan estratégico para el
Desarrollo de la Biotecnología
Agropecuaria, 2005-2015

Secretaría de
Agricultura,
Ganadería y Pesca
(SAGPyA)I

Estimular las condiciones
para el desarrollo de la bio-
tecnología agropecuaria
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Como hemos señalado, las interacciones entre actores del SNI así como las
interacciones interinstitucionales con centros de excelencia internacional resul-
tan clave para el desarrollo de la biotecnología. En el país existen políticas que
promocionan las interacciones entre actores generalmente mediante la modali-
dad de consorcios inter-institucionales públicos y privados, como por ejemplo el
Programa de Área Estratégica o los Proyectos de Investigación y Desarrollo
(PID) que gestiona la Agencia Nacional de Promoción de la Ciencia y la
Tecnología, dependiente del MINCyT. En particular los PID son un instrumento
novedoso destinado a financiar proyectos de investigación científica que se
orienten hacia aplicaciones que sean de interés para alguna empresa “adop-
tante”, promoviendo de esta manera la generación y transferencia de tecnolo-
gía. 

Además, en el año 2007 se sancionó la ley de Promoción del Desarrollo y
Producción de la Biotecnología Moderna (26.270/07)  que previó beneficios
impositivos para proyectos de I&D, producción de bienes y/o servicios y nuevos
emprendimientos desarrollados en el territorio nacional y creó un Fondo de
Estímulo para el financiamiento del capital inicial. Además, el país participa de
diferentes instancias de cooperación regional como el Centro Argentino-
Brasileño de Biotecnología (CABBIO), creado en 1987, cuyo objetivo es promo-
ver las interacciones entre actores públicos y privados mediante la implementa-
ción de proyectos binacionales así como la capacitación de recursos humanos
a través de la Escuela Argentina-Brasileña de Biotecnología (EABBIO).
También el país participa de BIOTECSUR, mencionada anteriormente, que fue
creada en 2005 como una iniciativa de cooperación entre la Unión Europea y el
MERCOSUR para movilizar y articular actores públicos y privados promoviendo
la investigación sobre temas considerados prioritarios para la región.
Finalmente, el país también participa de la REDBIO, creada en 1990 por inicia-
tiva de la FAO que integra centros de biotecnología agropecuaria de 32 países
de Latinoamérica. Esta red promueve el uso de la biotecnología para el desa-
rrollo productivo agropecuario y forestal en la región.

Regulación sobre propiedad intelectual
En biotecnología, los criterios que se utilizan para evaluar la situación de pro-

tección de la propiedad intelectual que presenta un país se refieren a las carac-
terísticas de la ley de patentes (si existe y cuán amplia es) y el estado de la
legislación respecto de la protección de las variedades vegetales (si adhiere o
no a la unión internacional para la protección de las obtenciones vegetales -
UPOV- acta 1978 o acta 1971). 

En la Argentina, a diferencia de lo que ocurre en el Brasil, los genes son paten-
tables y, al igual que en el Brasil, las variedades vegetales se protegen con una
legislación específica sobre variedades vegetales que adhiere a UPOV 1978.
Por lo tanto, en el caso de las semillas transgénicas el propietario de la semilla
(de la variedad) queda amparado por dicha legislación mientras que el gen
insertado en ella, que le concede una característica específica a esa variedad,
queda amparado por la ley de patentes. Sin embargo, en la actualidad, y sobre
todo a partir de la introducción de semillas transgénicas, el mercado informal de
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semillas se ha extendido minando por tanto los derechos de protección intelec-
tual amparados por la ley.

Regulación sobre bioseguridad e inocuidad alimentaria 
Los sistemas regulatorios en bioseguridad e inocuidad alimentaria surgieron

como respuesta a la incertidumbre que existe respecto del consumo y a la libe-
ración al ambiente de organismos genéticamente modificados. 

Fueron plasmados en el Protocolo de Cartagena en el año 2000 -que entró en
vigor en el año 2003. Este protocolo deja en claro que el “principio precautorio”
debe regir la aprobación de productos que resultan de la aplicación de la bio-
tecnología moderna. Esto autoriza a que los países prohíban las importaciones
de OGM si consideran que no existen suficientes garantías acerca de la biose-
guridad e inocuidad. También requiere el etiquetado de estos productos por
parte de los exportadores. 

La Argentina no firmó el Protocolo de Cartagena pero fue uno de los primeros
países en el mundo en contar con un sistema de aprobación de OGM lo cual
generó ventajas frente a otros países en cuanto a la difusión de la biotecnolo-
gía agrícola (Trigo y Cap, 2006). 

La CONABIA, creada en el ámbito de la Secretaría de Agricultura, Ganadería
Pesca y Alimentación (SAGPyA)10, es el órgano que protege la bioseguridad en
la Argentina. En sus inicios tuvo la misión de desarrollar un marco regulatorio
para el testeo y comercialización de biotecnología agropecuaria  (Burachik y
Traynor, 2002). 

La evaluación de la inocuidad para la salud humana y animal está a cargo del
Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA). A diferen-
cia de Brasil, la política de inocuidad alimentaria de la Argentina es muy poco
restrictiva, ya que no se exige etiquetado y no existe segmentación de merca-
dos entre productos transgénicos y no transgénicos.

Este sistema de aprobación de OGM fue inicialmente creado en respuesta a
las actividades de las ET de semillas que buscaban terrenos donde llevar a
cabo pruebas de campo y producción de semillas “fuera de temporada” (es
decir, en el hemisferio sur) para acelerar el desarrollo de nuevas variedades
(Burachik y Traynor, 2002) y, presumiblemente, para comercializarlas luego en
cualquier país. Trigo, et al. (2010) sostienen que la forma específica que adop-
ten las políticas de bioseguridad e inocuidad alimentaria dependen de cuán pro-
activas sean las políticas de promoción a la biotecnología, ya que los costos
para cumplir con las exigencias que impone la regulación son muy altos. Así,
serán más preventivos cuanto menos proactivo sea el impulso al desarrollo de
esta tecnología. Dicho informe considera a la Argentina como un país que tiene
una política relativamente laxa respecto de la bioseguridad y se encontraría pró-
xima a adoptar una política de bioseguridad que ellos llaman “promocional”, es
decir donde se toman como elementos de evaluación la información generada

10 En la actualidad la Secretaría ha adquirido el rango de Ministerio de Agricultura, Ganadería y
Pesca.
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en aprobaciones en otros países. En términos de inocuidad alimentaria, el país
ya lleva adelante una estrategia promocional. 

En suma, en esta sección hemos visto que la inversión que realiza el país en
biotecnología ha crecido en el último tiempo pero todavía queda muy relegada
en la perspectiva internacional. Existen alrededor de 90 empresas que utilizan
aplicaciones biotecnológicas. Se trata en general de empresas innovadoras y
dinámicas cuyas exportaciones han crecido en los últimos tiempos.  Sin embar-
go, todavía su contribución al producto nacional es reducida y hasta el momen-
to, salvo algunas excepciones, no son empresas que hayan logrado innovacio-
nes radicales en el nivel internacional. Por otro lado, existen alrededor de 50
CPI en biotecnología que al parecer dominan una mayor cantidad y diversidad
de técnicas biotecnológicas que el sector privado, invierten más recursos y tie-
nen personal más capacitado. A su vez, la política pública ha sido favorable al
desarrollo de esta tecnología, no sólo en cuanto a la financiación de la investi-
gación pública sino especialmente en cuanto a la promoción de la inversión pri-
vada –mediante herramientas específicas- y el fomento a la articulación entre
diversos actores. Además, existen leyes favorables a la inversión privada en lo
que refiere a los derechos de propiedad intelectual, la bioseguridad y la inocui-
dad alimentaria.

4. Las interacciones público-privadas: 
discusión de la literatura

Como hemos señalado en la introducción, el potencial para el desarrollo de la
biotecnología depende del avance científico de una multiplicidad de disciplinas
que tienen a la investigación pública como principal referente. Por este motivo,
las empresas de biotecnología han necesitado establecer vinculaciones con
CIP para ganar acceso a conocimiento científico especializado que necesitan
para el desarrollo de su producto. No pueden innovar aisladamente sino que
dependen fuertemente de su entorno. Como hemos señalado el gobierno
argentino diseñó diferentes herramientas para promover la vinculación entre
CIP y empresas, especialmente en este sector, con la expectativa de que el for-
talecimiento de estas relaciones dinamizara el proceso de innovación. De
hecho, las articulaciones público-privado se han extendido en la Argentina11. Por
ejemplo, el INTA firmó 124 convenios de vinculación con empresas en los años
’90 y 206 durante la década de 2000. En este apartado, discutimos la literatura
de vinculación público-privada en general (sección IV.1.) y para la biotecnología
en particular (sección IV.2.)

4.1. Canales, beneficios y riesgos de la vinculación12

La literatura incluye dentro del concepto de vinculaciones CPI-empresa a un
conjunto variado de modalidades de intercambio de conocimiento (Bekkers y
Freitas, 2008, D’Este y Patel, 2007) que podrían agruparse en cuatro canales

11 Trigo, et al. (2010) señalan a la Argentina como uno de los países en la región con mayor núme-
ro de alianzas estratégicas inter-institucionales en biotecnología agropecuaria.

12 Esta sección se apoya fuertemente en Arza (2010).
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fundamentales: Tradicional (e.g. publicaciones, formación, etc.), Servicios (e.g.
consultorías, uso/alquiler de equipamiento de los CPI, etc.), Comercial (e.g.
patentes, licencias de tecnología, spin-off, incubadoras, etc.). y  Bidireccional
(e.g. proyectos conjuntos de I&D, participación en redes, parques científico-tec-
nológicos, etc.).

Asimismo la literatura identifica diversos beneficios que las empresas y los CPI
perciben como resultado de sus vinculaciones que podríamos clasificar en
beneficios de corto y de largo plazos. 

Para las empresas, los beneficios de corto plazo son aquellos que facilitan los
procesos operativos de las empresas y están por tanto relacionados con las
actividades rutinarias de producción de la empresa  (Rosenberg y Nelson,
1994).  Los beneficios de largo plazo están en cambio relacionados con las
estrategias de búsqueda, o innovativas, de las empresas. Para tal fin utilizan el
conocimiento acumulado en los CPI que les permita resolver cuellos de botella
tecnológicos o mejorar la calidad de los productos y procesos (Patel y Pavitt,
1995).

Para los investigadores, llamamos beneficios de corto plazo a aquellos que
responden a la motivación de ampliar las fuentes de recursos económicos que
financien las investigaciones en curso y las futuras. (Lee, 2000 y Meyer-
Krahmer y Schmoch, 1998).  En cambio, los beneficios de largo plazo son aque-
llos relacionados con las oportunidades intelectuales que se abren a los inves-
tigadores cuando se involucran directamente en el campo de aplicación (e.g.
fuentes de inspiración para investigaciones futuras, disposición un campo de
aplicación para validar desarrollos teóricos, etc.) (Lee, 2000; Meyer-Krahmer y
Schmoch, 1998). 

Finalmente, se pueden identificar una serie de riesgos asociados con la inten-
sificación de la vinculación público-privada. Estos riesgos, refieren fundamen-
talmente a la incidencia que las actividades de vinculación podrían tener sobre
la producción pública de conocimiento en CyT y podríamos clasificarlos en dos,
riesgos de privatización y aumento de los costos de oportunidad.

Por privatización de la investigación pública en CyT, nos referimos principal-
mente al riesgo de que las empresas privadas utilicen herramientas de propie-
dad intelectual (e.g. secreto o patentes) que les permita apropiarse de los resul-
tados de las innovaciones que se produzcan en el contexto de la vinculación
con CPI (Blumenthal et al. 1996). Esto afecta el potencial creativo de los esfuer-
zos públicos actuales en CyT -ya que restringiendo el acceso se limita la pro-
ducción futura de conocimiento. Segundo, existe el riesgo, especialmente ante
las restricciones presupuestarias que enfrentan los CPI, de que las vinculacio-
nes orienten la agenda de investigación pública hacia áreas favorables a los
intereses del sector privado que pueden no coincidir con las socialmente dese-
ables. (Parkinson y Langley, 2009). Además, pueden existir costos de oportuni-
dad para la producción de conocimiento público cuando el tiempo que los inves-
tigadores dedican a las interacciones con el sector privado implica menos tiem-
po que destinan a investigaciones de base o a la enseñanza. (Campbell y
Slaughter, 1999 y Mansfield, 1998).
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4.2. Vinculaciones público-privadas en biotecnología
La literatura sobre el tema, producida en gran parte en países desarrollados,

que tienen un contexto científico y productivo distinto al de los países en desa-
rrollo, ha destacado los beneficios de ciertas modalidades que han resultado
exitosas para fomentar la vinculación entre sector académico y sector producti-
vo en el área de biotecnología, pero ha hecho poca referencia a los riesgos que
pueden estar implicados en ellas. En el apartado que sigue hacemos una des-
cripción sintética de los principales mecanismos de vinculación utilizados en el
área de biotecnología por parte de países desarrollados y señalamos algunos
de los beneficios asociados  Luego señalamos algunos de los riesgos asocia-
dos con la vinculación público-privado, que, como hemos dicho, son poco ana-
lizados por la literatura pero deberían ser tomados en cuenta a la hora de dise-
ñar políticas tendientes a impulsar el desarrollo biotecnológico en la región.

Modalidades de vinculación utilizadas en países desarrollados para impulsar
la biotecnología y beneficios asociados

En el campo específico de la biotecnología, y en el contexto de países desa-
rrollados, algunas modalidades de vinculación entre CPI y empresas privadas
se identifican como más apropiadas que otras para contribuir a la innovación
tecnológica (Siegel et. al.; 2003). En particular la literatura menciona que en el
área de biotecnología se ha hecho un uso intensivo de modalidades de vincu-
lación que provienen del canal Tradicional y Bi-direccional. Del primero se des-
tacan las publicaciones científicas (David y Foray, 1996;y Bekkers y Freitas,
2008) y también -aunque con menor impacto- movilidad del personal científico
y su incorporación a las empresas (Schartinger et al., 2002; Meyer-Krahmer y
Schmoch, 1998 y Zucker et al. 2002). Del segundo, se mencionan tanto el  esta-
blecimiento de acuerdos de cooperación en innovación tecnológica como los
contratos de I&D conjunta. Sin embargo el mayor énfasis ha sido colocado
sobre modalidades del canal Comercial. Específicamente, tanto la concesión de
licencias de patentes de CPI o creación de nuevas patentes como los spin-off
han sido señalados como las modalidades más importantes y efectivas para
áreas de aplicación que, como la biotecnología, se apoyan fuertemente sobre el
conocimiento científico (Siegel et. al.; 2003 y McMillan et al, 2000). 

Por un lado, la literatura señala que la concesión de licencias permite la obten-
ción de beneficios económicos para los investigadores y los CPI, y al mismo
tiempo permite a los científicos involucrados continuar con su investigación sin
tener que dedicar una gran cantidad de tiempo para asuntos comerciales. Han
existido fuertes presiones por parte de grandes empresas para obtener una
base amplia de concesión de derechos o una licencia exclusiva de patente,
dado que la renta de propiedad intelectual es mayor.  En muchos el otorga-
miento de tales derechos exclusivos o amplios a las empresas por parte de los
CPI, responde fundamentalmente a motivos financieros. En este sentido, algu-
nos CPI con el fin de aumentar los ingresos universitarios de la propiedad inte-
lectual, privilegian que se mantenga la opción de privatizar, sin permitir que los
científicos decidan si la propiedad debe ser colocada en el dominio público
(Argyres y Liebeskind, 2008). En otros casos, se considera la venta de licencia
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como la forma de servir al interés público, facilitando la transferencia de cono-
cimientos científicos para la comercialización de productos útiles a la sociedad.
Según este punto de vista, las patentes y licencias de los CPI universidades son
necesarias para proporcionar incentivos adecuados para que las empresas
comercialicen tecnologías que no podrían llegar al mercado sin una protección
de derechos.

Por otro lado, la literatura ha mostrado un creciente interés en el papel que los
spin-off universitarios pueden desempeñar en el proceso de comercialización
de productos biotecnológicos (González Morales, et al, 2003 y Franzoni, et al,
2006).  En particular en biotecnología cuando se trata de nuevos descubrimien-
tos científicos de carácter “radical”, se ha señalado que la modalidad que más
beneficios ofrece es la creación de spin-off universitarios, mediante alianzas de
investigación entre profesores de gran prestigio y nuevas empresas de biotec-
nologías creadas por éstos. (Zucker et al., 2002 y Bekkers et al., 2006).  Esto
es lo que sucedió en el origen del desarrollo de la moderna biotecnología en
California (Orsenigo, 1989; Prevezer, 2000). La industria fue fundada a partir de
dos avances científicos que revolucionaron el campo: el descubrimiento de la
técnica del ADN recombinante por parte de Cohen y Boyer en 1973 de la
Universidad de Stanford y la Universidad de California en San Francisco
(UCSF) respectivamente y el descubrimiento de Kohler y Milstein de anticuer-
pos monoclonales en Cambridge (U.K.) en 1975.  Los resultados obtenidos tení-
an un alto valor e interés comercial, y derivaron en la creación de nuevas
empresas de biotecnología. En particular la creación de Genentech ilustra el
tipo de cooperación que se produjo entre los científicos y el mundo de los nego-
cios, alrededor de descubrimientos biotecnológicos. Genentech fue fundada en
1976 a partir de una alianza entre un capitalista de riesgo y el científico Boyer
de la UCSF, apoyados sobre las competencias de un equipo de científicos y en
los laboratorios de la UCSF. El capitalista aportó vínculos comerciales y contó
con el respaldo de la comunidad financiera y de una gran compañía farmacéu-
tica, en este caso Eli Lilly, interesada en los desarrollos. Luego otras empresas
fueron creadas con similar modelo, entre ellas Biogen, en la costa oriental de
Estados Unidos en 1978, por un científico de la Universidad de Harvard y el res-
paldo financiero y comercial  de la empresa Novo, competidor de Lilly en el mer-
cado de la insulina (Teitelman, 1989). 

En estos casos la naturaleza del conocimiento o la nueva tecnología hace que
no sea fácilmente patentable o que no pueda captarse su pleno valor a través
de un acuerdo de licencia. Existe la percepción de que la propiedad de un spin-
off puede aumentar el potencial de ganar mayor valor. Un estudio evidencia que
una empresa spin-off produce un mayor rendimiento medio en el largo plazo en
comparación con la media de retorno disponible de una licencia promedio (Bray
y Lee, 2000). Es por eso que la formación de spin-off universitarios se dice per-
mite a los CPI buscar una participación más directa en la comercialización de la
nueva tecnología a través de la incubación de la empresa (Siegel y otros, 2003).
Posiblemente los científicos estrella comiencen con una nueva empresa de bio-
tecnología porque su conocimiento no es transferible a otras empresas por el
valor económico esperado de aquel conocimiento. Debido a que este capital
intelectual es en gran parte conocimiento tácito, y pertenece a un pequeño
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grupo de destacados investigadores, sus inventores deben convertirse en
empresarios para explotarlo.  Es importante notar sin embargo que la participa-
ción de científicos en empresas puede tener diversos niveles de intensidad y
que pueden desempeñar una variedad de roles, derivando en diferentes bene-
ficios para ambas partes. Algunos son fundadores, otros participan como miem-
bros del equipo de asesores científicos, mientras otros participan como directo-
res. El nivel de conocimiento provisto por los científicos varía de acuerdo con el
rol que ocupa. Los científicos fundadores buscan capitalistas a fin de transfor-
mar conocimiento técnico en conocimiento económico. Los asesores científicos
proveen la posibilidad de tercerizar la investigación en los laboratorios de la uni-
versidad  integrados por graduados y post doctorandos.  También provee a las
empresas la posibilidad de tener a mínimo costo un panorama completo de
todos los investigadores clave involucrados en el área de interés de la empre-
sa. Además los científicos otorgan una garantía de calidad a la empresa frente
a la comunidad científica y particularmente frente a la comunidad financiera, que
a falta de resultados y activos tangibles en los primeros años, suele confiar
ampliamente en el potencial del equipo científico a la hora de otorgar financia-
miento. Además una forma efectiva de reclutar científicos jóvenes de gran talen-
to es tener un consejo científico compuesto por científicos líderes en un campo.  

Riesgos asociados con las modalidades dominantes de vinculación impulsa-
das en  el campo de la biotecnología

Como mencionamos antes, la creación de empresas de base científica/tecno-
lógica, por medio de incubadoras de empresas de base universitaria, ha sido
impulsada como una modalidad importante para el desarrollo de la biotecnolo-
gía. Sin embargo, existen datos que demuestran que aun en países desarrolla-
dos, gran parte de los spin-off universitarios no han podido generar una riqueza
sustancial (Lambert, 2003).  Uno de los principales obstáculos para la expan-
sión de spin-off que informan las oficinas de transferencia de tecnología es el
acceso a la financiación de capital de riesgo (Wright et al., 2008), el acceso a
los mercados de prueba y/o consumo al que van dirigidos los productos/servi-
cios y la gestión de las regulaciones, que llevan a que muchos spin-off sean cre-
ados pero no generen finalmente riqueza. Una cuestión central es, por tanto, la
necesidad de examinar los factores que influyen en la creación de spin-off de
CPI.

También es interesante plantearse el interrogante en relación con si tienen
nuestros SNI capacidad y masa crítica suficiente para fomentar la participación
de científicos de alto prestigio en la creación de empresas. Y en todo caso, cua-
les serían los roles deseables que éstos podrían desempeñar en las empresas
creadas, de manera de minimizar los impactos negativos, en términos de cos-
tos de oportunidad para la investigación y enseñanza públicos, que podría tener
la menor dedicación de científicos altamente formados a actividades científicas
básicas, a partir de su involucramiento directo en actividades empresariales.

Por otra parte se identifica la concesión de licencias como otra de las modali-
dades clave en el área de biotecnología. Sin embargo poco se refiere sobre los
peligros de que los licenciatarios puedan cerrar o estrangular la investigación
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universitaria en caso de haber obtenido derechos exclusivos.  En este caso
podría verse afectado el bien intelectual común así como la carrera tanto de
científicos como de estudiantes al tener ciertas vías de investigación bloquea-
das. En el caso del otorgamiento de licencias exclusivas, un CPI puede esen-
cialmente terminar convertido en proveedor tecnológico de una empresa, con
objetivos que terminan siendo incompatibles con la ciencia abierta y las prácti-
cas de conservación de los bienes comunes intelectuales (Nelson, 2004). Por
ejemplo, discutir los resultados de las investigaciones con los colegas puede
poner en peligro los derechos de propiedad intelectual de la empresa, y termi-
nar afectando las posibilidades de financiación del proyecto de investigación.

Además es interesante notar que los países que han permitido la concesión
de licencias exclusivas de patentes, no obstante no han obtenido resultados
alentadores en términos que los ingresos para los CPI derivados de transferen-
cia siguieron representando un porcentaje muy bajo de sus presupuestos
(Argyres y Liebeskind, 2008) Una explicación a este fenómeno es que la comer-
cialización de tecnologías patentadas en el área de biotecnología, requiere más
allá de la patente, de grandes niveles de inversión e innovación para llegar al
mercado y muchas empresas de biotecnología suelen enfrentar restricciones de
capital.

5. Conclusiones

A partir de la difusión en América latina de la idea del cambio tecnológico como
determinante de cambios estructurales (Dosi et.al., 1990; Pavitt 1984), comen-
zó a considerarse que las economías capaces de absorber los nuevos paradig-
mas y trayectorias tecnológicas estarían en mejores condiciones de modificar la
composición sectorial de su industria, siendo central en este proceso el con-
cepto de SNI, a partir del cual es posible lograr una vinculación sistémica entre
empresas, organizaciones sociales e instituciones públicas y privadas de edu-
cación, CyT. La investigación académica comenzó a partir de allí a problemati-
zar sobre el papel de los CPI en la convergencia tecnológica de los países en
desarrollo quienes experimentan nuevas exigencias mundiales en condiciones
diferentes y frecuentemente más desfavorables a las de los países desarrolla-
dos. Se resalta así el rol protagónico, que en el contexto de una “sociedad del
conocimiento”, comienzan a ocupar los CPI en la generación de riqueza basa-
da sobre la innovación, y la posible contribución de las universidades como pro-
ductoras de conocimiento articulando con las empresas para construir aprendi-
zajes y capacidades tecnológicas en un SNI (Liefner y Schiller, 2008; Mazzoleni,
2008 y Kruss, 2009).

La promoción de los vínculos CPI-empresas en los países en desarrollo es
actualmente entonces un tema central de debate. Gran parte de las políticas
públicas tanto en países desarrollados como en desarrollo, reconocen los vín-
culos CPI-empresa, como un objetivo político deseable, fundamental a la hora
de promover el desarrollo de nuevos sectores intensivos en conocimiento, com-
petitivos en la escala global, como la biotecnología.
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En este caso en particular, las articulaciones y la cooperación, entre empren-
dedores, entre científicos y nuevas empresas, entre empresas y universidades,
o entre corporaciones establecidas y nuevas empresas, son particularmente
importantes ya que la complejidad científica, técnica y productiva que caracteri-
za la investigación biotecnológica, sumado a los altos umbrales mínimos de
conocimiento y de inversiones que están en juego, y los elevados riesgos aso-
ciados a estos desarrollos, estimulan la formación de alianzas a nivel científico,
tecnológico y productivo.

En los países desarrollados se ha apoyado ampliamente la concesión de licen-
cias y la creación de empresas por parte de científicos como modalidades apro-
piadas de transferencia de conocimiento, señalando que los retrasos en la
comercialización de los conocimientos biotecnológicos conducen a ineficien-
cias, puesto que sin la concesión de amplios derechos, la incertidumbre sobre
las direcciones más prometedoras de comercialización, daría lugar a insuficien-
tes inversiones por parte de las empresas. 

El potencial estratégico que plantea la biotecnología para la Argentina y en
general para todos los países de la región, para agregar valor a la producción
en áreas como medicina, agricultura, procesamiento de alimentos y energía,
donde existen ventajas comparativas naturales, y desarrollos científicos previos
de cierta magnitud nos obliga a pensar no sólo en los beneficios que suponen
estas modalidades sino también en los riesgos que el otorgamiento de amplios
derechos de propiedad intelectual a los intereses privados tiene para la concre-
ción de nuevos desarrollos (Nelson y Meyer, 1994). 

La realidad argentina plantea desafíos particulares: en perspectiva internacio-
nal los recursos invertidos son pocos y los actores involucrados, especialmente
los privados pero también los CPI, se encuentran desarticulados o con capaci-
dades técnicas limitadas. Si bien no existen cifras oficiales del gasto realizado
por la Argentina en I&D biotecnológica, se estima que el mismo sería un déci-
mo del gasto que se realiza en el Brasil y bastante menos de una milésima parte
de lo que se realiza en Estados Unidos. Además, la mayor parte de esta inver-
sión la realiza el sector público. Es decir, existe una brecha muy marcada de
recursos disponibles para el desarrollo de esta tecnología que hacen que a los
actores del país les resulte difícil competir globalmente. 

Por otro lado, los diferentes elementos del SNI en el campo de la biotecnolo-
gía no están todavía bien integrados ni tienen desarrolladas las capacidades
técnicas necesarias para hacer frente a las demandas de conocimiento que exi-
gen el desarrollo y las aplicaciones de esta tecnología. En el sector privado, si
bien existen algunos casos excepcionalmente exitosos, todavía son pocas las
empresas que utilizan la biotecnología como su principal herramienta de com-
petitividad. En general, los usos de esta tecnología son secundarios y las
empresas aún no cuentan con capacidades de absorción suficientemente desa-
rrolladas que les permitan nutrirse e innovar a partir de conocimiento generado
por los CPI, haciendo uso por ejemplo de publicaciones en un campo específi-
co de conocimiento, como sí lo hace la industria en Estados Unidos. En los CPI,
si bien han logrado un notable reconocimiento en la comunidad científica inter-
nacional, no han podido aún consolidar equipos de trabajo que garanticen la
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continuidad en el tiempo de las investigaciones con los estándares de calidad
actuales y siguen siendo altamente dependientes de uno o unos pocos científi-
cos de gran trayectoria y reconocimiento, que son quienes traccionan recursos
y poseen una vasta red de contactos (muchos de ellos personales) en los nive-
les nacional e internacional, sin los cuales el grupo se debilitaría de manera
importante.

Estas condiciones particulares del sector privado y de la producción científica
en la Argentina nos obligan pensar en políticas específicamente diseñadas para
promover la biotecnología en el país de manera de aprovechar el potencial y
suplir las falencias de los actores del SNI.

Si bien coincidimos en la necesidad de aprovechar mejor el potencial que ofre-
ce la vinculación entre actores del SNI, y en particular las relaciones de cono-
cimiento que pueden establecerse entre CPI con actores privados, planteamos
que las vinculaciones tienen que promoverse de forma de optimizar beneficios
evitando riesgos para todo el SNI tomado en su conjunto. Es necesario evaluar
las modalidades específicas que adoptan las vinculaciones, en términos de
compromiso de recursos y de distribución de resultados, considerando de vital
importancia preservar en el dominio público el conocimiento que producen los
CPI. La producción de herramientas biotecnológicas tiene un potencial estraté-
gico en la generación de nuevas investigaciones aguas abajo y los productos
biotecnológicos tienen a su vez un amplio potencial para resolver problemas
fundamentales relacionados con la alimentación y la salud. La política pública
en CyT tiene por tanto el desafío de mediar las tensiones que podrían existir
entre los intereses privados y la necesidad de asegurar que el conocimiento
incipiente que se ha desarrollado en el área continúe profundizándose y que las
aplicaciones que se persigan tengan amplio impacto social. Para esto es nece-
sario democratizar tanto la discusión sobre la direccionalidad del cambio tecno-
lógico, como la negociación de una agenda en CyT. Los senderos de cambio
tecnológico son múltiples y sus consecuencias no se pueden predecir con cer-
teza. Por eso, también para el éxito de este proceso de democratización, es
necesario preservar en el dominio público el conocimiento que produzcan las
acciones en CyT a fin de monitorear permanentemente su impacto.

Bibliografía

Albornoz, Mario, 2008, (ed.). Inventario de capacidades en biotecnología. Buenos Aires:
Centro Redes-BIOTECSUR.

Albuquerque, E. (2001) ‘Scientific Infrastructure and Catching-up process: notes about a
relationship illustrated by science and technology statistics’, RBE, Vol. 55, No .4, 545-
556.

Argyres y Liebeskind (1997) Privatizing the intellectual commons: Universities and the
commercialization of biotechnology. Journal of Economic Behavior & Organization.
Vol. 35 427-454

Arza, V. y Dutrénit, G., (2010). ‘Interactions between Public Research Organisations and
Industry in Latin America. A Study from the Perspective of Firms and Researchers’,
Technical Change: History, Economics and Policy. A Conference in Honour of Nick
von Tunzelmann, University of Sussex: 1-27



69Biotecnología en la Argentina

Arza, Valeria y Vazquez, Claudia, (2010). ‘Interactions between Public Research
Organisations and Industry in Argentina’, Science and Public Policy, Vol. 37, No. 7.
499-512.

Arza, Valeria, (2010). ‘Channels, Benefits and Risks of Public–Private Interactions for
Knowledge Transfer: Conceptual Framework Inspired by Latin America ‘, Science and
Public Policy, Vol. 37, No. 7. 473-84.

Audretsch, David B. (2001) “The Role of Small Firms in U.S. Biotechnology Clusters”
Small Business Economics. 2001 Kluwer Academic Publishers.

Bekkers, R. y Freitas, I. M. B., (2008). ‘Analysing Knowledge Transfer Channels between
Universities and Industry: To What Degree Do Sectors Also Matter?’ Research Policy,
Vol. 37, No. 10. 1837-53.

Bekkers, R., Bodas Freitas, M. (2008) Analysing knowledge transfer channels between
universities and industry: To what degree do sectors also matter?  Research Policy
Vol. 37, 1837–1853

Bekkers, R., Gilsing, V., van der Steens, M., (2006) Determining factors of the effective-
ness of IP-based spin-offs: comparing the Netherlands and the US. Journal of
Technology Transfer Vol 31 N°5, 545–566

Bisang, R. (comp.) (2006) Biotecnología y Desarrollo: un modelo para armar en Argentina.
Prometeo Libros. Buenos Aires.

Blumenthal, D., Campbell, E. G., Causino, N. y Louis, K. S., (1996). ‘Participation of Life-
Science Faculty in Research Relationships with Industry’, New England Journal of
Medicine, Vol. 335, N 23. 1734-39.

Bray, M.; Lee, J. (2000): “University Revenues from Technology Transfer: Licensing Fees
vs Equity Positions”, Journal of Business Venturing, Vol 15 (5-6), pp. 385-392.

Brundenhuis, C., Lundvall, B-A, Sutz, J. (2009) ‘The role of universities in innovation sys-
tems in developing countries’, In: Lundvall, B-A., Joseph, K., Chaminade, C. and
Vang, J. (eds.), Handbook of innovation systems in developing countries: building
domestic capabilities in a global setting, Cheltenham: Edward Elgar.

Burachik, M. y Traynor, P.L.  , (2002). ‘Analysis of a National Biosafety System: Regulatory
Policies and Procedures in Argentina.’ ISNAR Country Report, 63. The Hague:
International Service for National Agricultural Research. 

Campbell, T. I. D. y Slaughter, S., (1999). ‘Faculty and Administrators’ Attitudes toward
Potential Conflicts of Interest, Commitment, and Equity in University-Industry
Relationships’, Journal of Higher Education, Vol. 70, No. 3. 309-+.

David, P.A., Foray, D., 1996. Information distribution and the growth of economically
valuable knowledge: a rationale for technological infrastructure policies. In: Teubal, M.,
Justman, M., Zuscovitch, E. (Eds.), Technological Infrastructure Policy: An
International Perspective. Kluwer Academic Publishers, Dordrecht.

D’Este, P. y Patel, P., (2007). ‘University - Industry Linkages in the Uk: What Are the
Factors Underlying the Variety of Interactions with Industry?’, Research Policy, Vol.
36, No. 9. 1295-313.

Franzoni, C. y Lissoni, F. (2006) Academic entrepreneurship, patents, and spin-offs: criti-
cal issues and lessons for Europe. CESPRI WP N° 180

González Morales, O. Álvarez González, J (2003) Las Spin-off en la estrategia de trans-
ferencia de conocimientos de las universidades españolas. Disponible en www.pagi-
na-aede.org/Oviedo/GP2.pdf



70 realidad económica 266  16 de febrero/31 de marzo de 2012

Hine, D., y Kapeleris, J. (2006) Innovation and Entrepreneurship in Biotechnology, an
International Perspective. Concepts, Theories and Cases. Editorial Edward Elgar
Publising Limited

Lambert, R., (2003) Lambert Review of Business-University Collaboration. HMSO,
London.

Lee, Yong S. , (2000). ‘The Sustainability of University-Industry Research Collaboration:
An Empirical Assessment’, Journal of Technology Transfer, Vol. 25, No. 2. 111-33.

Liefner, I. and Schiller, D. 2008. Academic capabilities in developing countries – a con-
ceptual  framework with empirical illustrations from Thailand. Research Policy. 37:
276-293.

Lowen, R., (1996) Creating the Cold War University: The Transformation of Stanford,
University of California Press, Berkeley, CA .

Lundvall, B-A. (1992) “User-Producer Relationships, National Systems of Innovation and
Internationalisation” Lundvall, B.A. (ed.) National Systems of Innovation. Towards a
Theory of Innovation and Interactive Learning. London-New York: Pinter.

Mansfield, E., (1998). ‘Academic Research and Industrial Innovation: An Update of
Empirical Findings’, Research Policy, Vol. 26, No. 7-8. 773-76.

Matkin, G., (1990). Technology Transfer and the American Research University, American
Council on Education New York

Mazzoleni, R. (2008) ‘Catching up and academic institutions: a comparative study of past
national experiences’, Journal of Development Studies, Vol. 44, No. 5, pp. 678-700.

McMillan, G. S., Narin, F., y Deeds, D. L. (2000): “An analysis of the critical role of public
science in innovation: the case of biotechnology”, Research Policy, Vol. 29.

Meyer-Krahmer, F., Schmoch, U., (1998). Science-based technologies:
university–industry interactions in four fields. Research Policy Vol 27, 835–851.

MINCyT, (2010). ‘Boletín Estadístico Tecnológico N°4: Biotecnología’, Buenos Aires:
Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva de la República Argentina. 

Nelson, R. (2004) ‘The market economy and the scientific commons’, Research Policy,
Vol. 33, No. 3, pp. 455-471.

Nelson, R. (2007) ‘The changing institutional requirements for technological and economic
catch-up’, International Journal of Technological Learning, Innovation and
Development, Vol. 1, N° 1 4-12.

Nelson, R.,; Merges, R., (1994). On limiting or encouraging rivalry in technical progress:
The effect of patent scope decisions. Journal of Economic Behavior and Organization
Vol 25, N° 1, 24.

Orsenigo, L. (1989) The emergence of biotechnology Institutions and markets in Industrial
Innovation, London, Printer Publishers.

Parkinson, S. y Langley, C., (2009). ‘Stop the Sell-Out!’, New Scientist, Vol. 204, No. 2733.
32-33.

Patel, Pari y Pavitt, Keith, (1995). ‘The Nature and Economic Importance of National
Innovation Systems’, STI review. OECD, Paris: 9-32

Pérez, C.(2008) Una visión para América latina: Dinamismo tecnológico e inclusión social
mediante una estrategia basada en los recursos naturales 2008, Globelics WPG0804,
ISBN: 978-970-701-963-8 

Prevezer, M. (2001) Ingredients in the Early Development of the U.S. Biotechnology
Industry. Small Business Economics Vol 17: 17–29



71Biotecnología en la Argentina

ProsperAr, (2009). Oportunidades de inversión. Biotecnología en Argentina. Conocimiento
+ innovación para satisfacer las necesidades del mercado global, Buenos Aires:
ProsperAr.

RICyT, (2011). Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología.

Rosenberg, Nathan y Nelson, Richard R., (1994). ‘American Universities and Technical
Advance’, Research Policy, Vol. 23, No. 3. 323-48.

Schartinger, D., Rammera, C., Fischer, M.M., Fröhlich, J., (2002). Knowledge interactions
between universities and industry in Austria: sectoral patterns and determinants.
Research Policy Vol 31, 303–328.

Shane, S. (2001): “Technology Regimes and New Firm Formation”, Management Science,
vol. 47 (9),1173-1190.

Shane, S. (2004): “Encouraging University Entrepreneurship:The Effect of the Bayh–Dole
Act on University Patenting in the United States”, Journalof Business Venturing, vol.
19 (1), 127-151.

Shane, S. (2002). “Encouraging university entrepreneurship? The effect of the Bayh-Dole
Act on university patenting in the United States.” Journal of Business Venturing. 

Shane, S. and T. Stuart (2002). “Organizational endowments and the performance of uni-
versity start-ups.” Management Science Vol 48, N° 1, 154-170..

Siegel, D.,Waldman, D., Link, A., (2003), “Assessing the impact of organizational practi-
ces on the relative productivity of university technology transfer offices: an exploratory
study”. Research Policy Vol. 32.

Stads, G.J., Ruíz, A.M. y De Greef, G., (2010). ‘Argentina’, ASTI. Cuaderno de país N°44, 

Stephan, P. E. y Everhart, S. S., (1998). ‘The Changing Rewards to Science: The Case of
Biotechnology’, Small Business Economics, Vol. 10, No. 2. 141-51.

Trigo, E y Cap, E, (2006). ‘Diez años de cultivos genéticamente modificados En La
Agricultura Argentina’, Mimeo, ArgenBio, 

Trigo, E., Falck-Zepeda, J y Falconi, César, (2010). Biotecnología agropecuaria para el
desarrollo en América latina: oportunidades y retos, FAO/BID.

Vanloqueren, G. y Baret, P. V., (2009). ‘How Agricultural Research Systems Shape a
Technological Regime That Develops Genetic Engineering but Locks out
Agroecological Innovations’, Research Policy, Vol. 38, No. 6. 971-83.

Wright, M., Lockett, A., Clarysse, B. and Binks, M. (2006). ‘University spin-out companies
and venture capital’. Research Policy, Vol 35, 481–501

Zucker et al., (1998) Geographically localized knowledge: spillovers or markets?,
Economic Inquiry Vol 36, 65–86. 

Zucker, L.G., Darby, M.R., Armstrong, J.S., (2002). Commercializing knowledge: univer-
sity science, knowledge capture, and firm performance in biotechnology. Management
Science Vol  48 N°1, 138–153.



72

La productividad del trabajoLa productividad del trabajo
en la expansión industrialen la expansión industrial
2003-2008*2003-2008*

Análisis

* Una versión preliminar, más amplia, se publicó en la serie Cuadernos del IDES
(Marshall, 2011a). La investigación forma parte del proyecto sobre Productividad del
Trabajo, Empleo y Salarios en la Industria Argentina, que se desarrolla con apoyo del
CONICET y de la ANPCyT

** CONICET-IDES. E-mail: marshall@retina.ar

Sin considerar los comportamientos de la productividad asociados con
las fases cíclicas, durante la segunda mitad del siglo XX los aumentos más
significativos en la productividad del trabajo industrial se vincularon ya
sea con oleadas de introducción de nuevas actividades y/o plantas y equi-
pamiento más modernos, que en general coincidieron con el ingreso de
capitales extranjeros al sector (años 60), o con el abaratamiento relativo de
los bienes de capital en los períodos de apreciación cambiaria y disminu-
ción de las restricciones a las importaciones (1979-81 y años’ 90), dos pro-
cesos que ocasionalmente se superpusieron. En el período de expansión
continuada del nivel de actividad que transcurrió entre 2003 y 2008 la pro-
ductividad laboral promedio en la industria aumentó moderadamente, pero
las disparidades entre industrias fueron considerables. 

Los diferenciales en el aumento de la productividad continúan vinculán-
dose con la evolución de la demanda (estimada a través de la evolución del
volumen de producción) y sus posibles efectos sobre la capacidad pro-
ductiva y su grado de utilización. El hecho de que la productividad laboral
no creciera más aceleradamente en las industrias con mayores recursos
(financieros y otros) sugiere que, en principio, entre las fuentes principales
de aumento de la productividad no figura preponderantemente el progreso
tecnológico. 

Adriana Marsha l l**
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La expansión continuada del sector industrial a partir de 2003 ha sido
subrayada en numerosos trabajos.1 Aunque la industria no amplió su
participación en la economía y el empleo con respecto al período pre-
crisis, la actividad y el empleo industriales crecieron paralelamente con
el conjunto de la economía y en la literatura sobre el sector industrial es
usual que, contrastando con la experiencia de la década de los ‘90, se
enfatice la buena performance conjunta no sólo del producto y el
empleo sino también de la productividad del trabajo. En este contexto
es relevante preguntarse acerca de los procesos involucrados en esta
expansión, en particular en la fase de consolidación que siguió a la
recuperación inicial. Un indicador crucial de las tendencias en curso es
precisamente el comportamiento de la productividad del trabajo. El cre-
cimiento de la productividad,2 naturalmente, no siempre se origina en
modernización tecnológica que implique ahorro de fuerza de trabajo,
sino que se vincula también con la expansión de la demanda y, por lo
tanto, del grado de utilización de la capacidad instalada o de la propia
capacidad productiva, así como, entre otros, con cambios en la organi-
zación del trabajo. 

Este artículo se aproxima al estudio de dichos procesos a través de un
análisis interindustrial que se centra sobre el comportamiento diferencial
entre industrias, de la productividad y los factores con los que resulta
estar asociado. Si bien solamente a través de un estudio en profundidad
de lo que sucede en las empresas de distintos sectores industriales se
puede llegar a una comprensión más plena de los procesos en marcha,
la identificación de las características de las actividades industriales en
las que la productividad aumenta más rápidamente puede contribuir a la
formulación de una interpretación preliminar acerca de las fuentes del
crecimiento de la productividad del trabajo. El período de análisis se res-
tringe a 2003-2008 para eliminar la distorsión que podría introducir la
breve interrupción del crecimiento industrial durante 2009 a raíz de la
crisis económica internacional.

El artículo se organiza del siguiente modo: primero, se expone el
marco analítico; después, se caracteriza la evolución agregada de la
productividad industrial durante 2003-2008 y un conjunto de indicadores
cuyo comportamiento sugiere una primera conclusión acerca de la
importancia que tuvieron distintas fuentes de crecimiento de la produc-
tividad. Por último, se analiza en qué medida, en el mismo período, las

1 En este artículo no se discuten las características del proceso expansivo en la indus-
tria después de 2002, que ya ha sido extensivamente examinado en la literatura
(véase, entre otros, Arceo, 2011).

2 El término “productividad” se refiere en este artículo siempre a la productividad del tra-
bajo.
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diferencias interindustriales en las tendencias en la productividad labo-
ral resultan asociadas con factores potencialmente explicativos, análisis
que constituye el foco de esta investigación.

Marco analítico

Las hipótesis que orientan la investigación que se presenta se refieren
específicamente a los factores que, al adquirir características diferen-
ciadas según tipo de actividad, contribuyen a explicar diferencias inter-
industriales en la evolución de la productividad del trabajo. Este es el
caso de (la lista no es exhaustiva): evolución de la demanda, de la capa-
cidad productiva y de su grado de utilización; tendencias en las inver-
siones de distinto naturaleza (maquinarias, construcciones, etc.); nivel
tecnológico y de productividad ya alcanzados; cambios en la composi-
ción intraactividad en términos de industrias y tipos de empresas (por
ejemplo, desaparición de empresas con baja productividad, ingreso de
firmas de generaciones más modernas, cambios en la cantidad y el
tamaño promedio de las plantas); ritmo y tipos de modernización tecno-
lógica; modificaciones en la organización y gestión del trabajo. A su vez,
la gran mayoría de estas variables está influenciada por, entre otros fac-
tores, grado de concentración y estructura en términos de tamaño de
las empresas, participación del capital extranjero, grado de exposición
a la competencia interna e internacional, tipo de mercado, regímenes
particulares de regulaciones sectoriales (importaciones, exportaciones,
etc.), incidencia del costo laboral en el costo total. Varios de los ele-
mentos citados contribuyen a explicar, entre otros aspectos, las dife-
rencias en la capacidad financiera, de acceso a nuevas tecnologías y de
desarrollo de actividades propias de innovación.

En este trabajo se coloca el énfasis en dos determinantes centrales del
comportamiento de la productividad - la evolución de la demanda y la
modernización tecnológica conducente al ahorro de fuerza de trabajo -
cuya influencia ha sido exhaustivamente analizada en la literatura
nacional e internacional.3 Más concretamente, se discuten las relacio-
nes entre diferencias interindustriales en el comportamiento de la pro-
ductividad y en factores con potencial impacto directo o indirecto sobre
la evolución de la productividad: evolución de la demanda (estimada a
través de la evolución del producto), grado de concentración y/o inci-
dencia de las grandes empresas (indicador de recursos para la inver-
sión y la modernización) y nivel de productividad al inicio del período
bajo análisis (que expresaría la intensidad de capital y el nivel tecnoló-
gico alcanzados);4 también se consideran otros indicadores de avance
3 Véase Crespi y Pianta (2008).
4 Con un enfoque similar, Kupfer y Rocha (2005) consideran a la tasa de crecimiento
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tecnológico (nivel y evolución del gasto en bienes de capital “innovado-
res” y peso en el empleo de las ocupaciones altamente calificadas) y el
grado de competencia externa (importancia de las exportaciones, grado
de penetración de las importaciones). La selección de variables estuvo
limitada por la información disponible. El conocimiento existente indica
que todos esos factores están positivamente asociados con el creci-
miento de la productividad laboral. Como se ha planteado reiterada-
mente en la literatura, la demanda influye sobre la productividad vía
crecientes economías de escala. La evolución de la demanda determi-
na las tendencias en la capacidad productiva y en su grado de utiliza-
ción; aunque el grado de utilización de la capacidad instalada en prin-
cipio incide sobre la productividad por ocupado, también puede tener
repercusiones sobre la productividad por hora trabajada, en parte debi-
do a la definición legal de la jornada de trabajo, sobre todo cuando el
pasaje de la recesión a la reactivación va acompañado por una intensi-
ficación del trabajo realmente desplegado en cada hora. Por su parte,
un nivel inicial de productividad más elevado en general indica mayor
intensidad de capital y procesos más avanzados de modernización tec-
nológica que, a su vez, facilitan la incorporación de nuevas tecnologías
con impacto positivo sobre la evolución de la productividad.
Giannangeli y Gómez-Salvador (2008), por ejemplo, en un estudio de
países europeos que considera a las firmas como unidades de análisis,
encuentran una relación positiva significativa entre intensidad de capi-
tal al inicio del período y crecimiento de la productividad.5 La mayor
inversión en actividades de innovación (cuyo correlato es una inciden-
cia más elevada de las ocupaciones profesionales y técnicas) tiende a
reflejarse en incrementos superiores de la productividad. Las activida-
des más concentradas, con predominio de empresas grandes, cuentan
con mayores recursos para la adquisición de equipamiento y desarrollo
de actividades que se traducen en un avance más rápido de la produc-
tividad. Por último, la competencia en el mercado interno y/o en el inter-

del valor bruto de la producción como indicador de tasa de crecimiento del mercado
para captar el papel de las economías de escala en el aumento de la productividad en
el caso del Brasil y analizan el papel del tamaño de las empresas, del grado de con-
centración, de los retornos a escala y de la inversión en activos tangibles (máquinas
y equipos) en la explicación del comportamiento de la productividad.

5 Sin embargo, si extendiéramos a la comparación entre actividades industriales la
noción usualmente aplicada a la comparación entre países, según la cual podría exis-
tir un “bono” en términos de crecimiento de la productividad para los países que par-
ten de niveles más bajos con respecto a la tecnología disponible (Corwall y Cornwall,
2002), se podría plantear que en las industrias con niveles de productividad más reza-
gados con respecto a las disponibilidades tecnológicas en el nivel internacional  la pro-
ductividad puede crecer más rápidamente que en las que ya están más avanzadas,
sobre todo si se “saltean” épocas tecnológicas (vintages).
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nacional es un incentivo para acelerar  el ritmo de crecimiento de la pro-
ductividad con el objetivo de reducir costos y mejorar la competitividad.  

Productividad, inversiones, modernización, 2003-2008: 
sector industrial agregado

En el largo período que transcurre entre mediados de los ‘70 y princi-
pios de los ‘90, considerado globalmente, la introducción de equipos y
tecnologías ahorradores de mano de obra fue muy puntual y el creci-
miento promedio de la productividad industrial fue muy lento (2% anual
aproximadamente). En los años ‘90 se produjo una inflexión de la ten-
dencia general de largo plazo que había caracterizado a los cerca de
veinte años anteriores. Aunque está en disputa la interpretación según
la cual en esa década la aceleración del crecimiento de la productividad
derivó principalmente de la expansión de inversiones en bienes de capi-
tal más modernos tecnológicamente, favorecida por la apreciación cam-
biaria en un marco de liberalización de las importaciones y por el alto
costo laboral relativo, no existen cuestionamientos a las cifras que seña-
lan aumentos sustanciales de productividad en la industria, que parecen
haber ido acompañados por cambios, aunque poco significativos, en el
perfil del empleo a favor de calificaciones técnicas y profesionales
(Marshall, 2002).6 Durante la grave retracción de la economía en 1999-
2002, la productividad del trabajo7 en la industria creció modestamente
(cerca del 2% promedio anual; Encuesta Industrial [EI], INDEC). Como
en otras fases recesivas, las horas trabajadas se redujeron más que la
producción.

Partiendo de esa situación, en 2003 comienza la recuperación, con
acelerado crecimiento del producto industrial durante todo el período
2003-2008 (el impacto de la crisis internacional que se desencadena a
fines del período analizado se traduce en 2008 en desaceleración del
crecimiento de los indicadores relevantes -producto, inversión, etc.-,
pero recién al inicio del año 2009 en retroceso).8 La productividad del
trabajo en la industria en el nivel agregado también aumentó, con un
ritmo promedio anual del 4%, mientras que el producto se incrementó
con un tasa promedio anual del 10% y el empleo del 6% (EI). La tasa
de crecimiento de la productividad promedio se fue acelerando a medi-
da que se extendía la fase expansiva (3% en 2003-2005, 5% en 2006-

6 En Marshall (2011a) se discuten las distintas etapas que transcurren entre mediados
de los 70 y fines de los 90 con mayor detalle.

7 De aquí en adelante el análisis se refiere siempre a la productividad por hora trabaja-
da, excepto que se explicite otra definición.

8 Véanse los datos en  www.mecon.gob.ar.
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2008; EI). El crecimiento de la productividad estuvo principalmente
impulsado por las grandes empresas industriales, en las que el incre-
mento en la productividad fue superior al promedio industrial.9 En las
pequeñas y medianas empresas, el nivel de productividad (estimado, en
este caso, por trabajador) no varió significativamente a lo largo del perí-
odo (Fundación Observatorio PyME, 2009).10

En 2003-2005 aumentó el grado de utilización de la capacidad instala-
da en la industria – en gran parte ociosa durante la fase recesiva –
mientras que en 2006-2008, según algunas estimaciones, se habría
ampliado también la capacidad productiva.11 Esta evolución en principio
sería compatible con la noción según la cual en una primera etapa el
aumento de la productividad se basó sobre la expansión del grado de
utilización de la capacidad instalada, mientras que en la segunda etapa
se vinculó con nuevas inversiones de distinto tipo12 (ampliación de plan-
tas existentes, creación de nuevas plantas y/o empresas, incorporación
de  equipos y maquinarias, ya sea de naturaleza similar a las ya exis-
tentes o con nuevas características que implicaran ahorro de mano de
obra), cuyo mix desconocemos, pero en esta segunda etapa también
podrían haber contribuido al avance de la productividad  otros factores,
como cambios en la organización del trabajo, mejoramiento de la “cali-
dad” laboral, y/o reestructuración intraindustrial.

Entonces, es necesario examinar qué factores convergen en la expli-
cación del comportamiento de la productividad del trabajo en 2003-
2008, principalmente después de la recuperación inicial, es decir, cuan-
do la evolución de la productividad ya no depende fundamentalmente
de la evolución del grado de utilización de la capacidad instalada. ¿En
qué medida se expandieron las inversiones industriales y se desarrolló

9 El incremento de la productividad en las grandes empresas industriales entre 2003 y
2008 habría sido del 7% anual (Encuesta Nacional a Grandes Empresas (INDEC);
valor agregado bruto (VAB) y puestos de trabajo asalariado; VAB deflactado por índi-
ce de precios mayoristas de productos manufacturados, INDEC). 

10 Las encuestas de la Fundación Observatorio PyMES se aplican a una muestra de
empresas con 10 a 200 ocupados.

11 El Centro de Estudios para la Producción (CEP) presenta estimaciones propias que
sugieren crecimiento de la capacidad productiva en 2006-2008 (www.cep.gov.ar/web).

12 Por ejemplo, en un informe del Ministerio de Economía leemos que “...la productividad
por hora trabajada se expandió a una tasa promedio de 3,7% entre 2003 y 2008 ...,
con cierta aceleración en los últimos tres años respecto a los previos. Este fenómeno
revela la relevancia de la inversión en el impulso a la productividad durante el trienio
comenzado en 2006. Sin este impulso la productividad necesariamente se habría
desacelerado por la desaparición de los efectos de escala propios de los primeros
años de un ciclo expansivo” (Dicovskiy y Grosso, 2008:6). Esta explicación “residual”,
sin embargo, resulta insuficiente para comprender los procesos que incentivaron, con-
cretamente, el crecimiento de la productividad del trabajo. 



78 realidad económica 266  16 de febrero/31 de marzo de 2012

un proceso de modernización tecnológica ahorrador de mano de obra?
¿Se produjo una reconfiguración del sector industrial a favor de activi-
dades/empresas con niveles de productividad superiores? ¿Fueron tan
apreciables los cambios en la “calidad” laboral que podrían haber teni-
do repercusión sobre la evolución de la productividad? Una recorrida
por las tendencias que, según indica la fragmentaria información dispo-
nible, caracterizaron a los factores citados, con los que podría vincular-
se el crecimiento de la productividad durante 2003-2008, permite una
primera aproximación  a su posible influencia.13

1. Inversión en maquinaria y equipo. La inversión en maquinaria y
equipo en la economía agregada se fue ampliando sin interrupción entre
2003 y 2008 (www.mecon.gob.ar, precios de 1993), pero no hay infor-
mación comparable para el sector industrial específicamente. En éste,
el stock de capital total (maquinaria, construcciones, vehículos, etc.) se
incrementó un 17% entre 2003 y 2006, llegando en este último año (no
hay disponibles datos para años posteriores) a una cifra superior a
todos los valores previos desde 1990.14 Por otra parte, mientras que en
las grandes empresas industriales se habrían expandido las inversiones
(CEP, 8ª Encuesta Cualitativa), el panorama que presenta el proceso
inversor en las empresas pequeñas y medianas es algo diferente. Los
resultados de  encuestas realizadas por la Fundación Observatorio
PyME (2009) sugieren que al inicio de la etapa expansiva el aumento
de la producción en las pequeñas y medianas empresas se basó sobre
el creciente uso de la capacidad instalada ociosa, sin inversiones con-
siderables dirigidas a ampliar y modernizar el proceso productivo. Si
bien hacia 2005 aparentemente se había iniciado un proceso de moder-
nización de las maquinarias, éste no habría continuado en los años
siguientes; de todos modos, mientras que en 2004 más de la mitad de
las empresas pequeñas y medianas contaba con maquinarias antiguas
o muy antiguas, en 2008 la proporción había descendido al 40%. En
resumen, la inversión total fue creciente y se habría concentrado en las
grandes empresas (lo cual es coherente con el mayor incremento de la
productividad en este segmento), pero no conocemos cuál ha sido la
evolución de la adquisición de maquinarias y las características de
estas últimas. El examen de la trayectoria de las actividades de innova-
ción (AI) puede aportar información complementaria.

2. Actividades de innovación (AI).15 Al tiempo que en 2003-2008 se

13 No es posible evaluar cuáles fueron las tendencias en la organización del trabajo.
14 Stock neto de capital a precios de 1993 (Coremberg, 2009, cuadro A.13). Entre 2003

y 2006 también aumentó la productividad total de los factores en la industria (ibid.).
15 Para una definición de las actividades de innovación (cuáles son sus componentes y

qué condiciones deben cumplir para calificar como innovadoras),véase el cuestionario
de la ENIT 2005 (en INDEC, 2008: 3).
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expandían las inversiones en la industria, el desarrollo de las activida-
des de innovación habría continuado siendo sumamente limitado. La
mayoría de los estudios sobre AI en la Argentina coinciden en señalar
la escasa importancia del esfuerzo en innovación en la industria.16 Los
datos provenientes de las encuestas sobre conducta tecnológica de las
empresas industriales (2002-2004 y 2005, INDEC) así como los gene-
rados para años posteriores por las encuestas del CEP, que focalizan
en más de 100 grandes empresas industriales, reiteran que el gasto en
actividades de innovación, en relación con las ventas, fue sistemática-
mente muy bajo según los estándares internacionales. En 2004-2005 el
gasto en AI (incluyendo la adquisición de equipamiento que involucra
innovación tecnológica) representaba, en promedio para la industria,
poco más del 1% de las ventas y no más del 0,8 % en el caso de las
grandes empresas.17 En 2007, la inversión de las grandes empresas
industriales en I+D llegaba al 0,3% de sus ventas y, en el caso de la
inversión en mejoras de proceso, al 0,5% (CEP, 2008).18 En síntesis, la
debilidad de las AI sugiere que el panorama positivo que describen las
tendencias en la inversión industrial no implicarían un avance significa-
tivo y extensivo en el proceso de modernización tecnológica.19 La evo-
lución del empleo de personal técnico y profesional es un indicador adi-
cional para evaluar este proceso.

3. Empleo de profesionales y técnicos. La modernización tecnológica
tiende a ir acompañada por el aumento de la incidencia de las ocupa-
ciones altamente calificadas en el empleo. Las encuestas sobre la con-
ducta tecnológica de las empresas industriales muestran que la propor-
ción en el empleo que representa el personal dedicado a AI, que había
aumentado entre 1998 y 2001 y se había estabilizado entre 2002 y
2004, cayó en 2005 (2.7% en 1998, 3.5% en 2002, 3.3% en 2004, 2.2%

16 Ver Anlló et. al (2007).
17 Según datos de las encuestas de conducta tecnológica e innovación (INDEC), 2002-

2004 y 2005 (www.indec.gob.ar).
18 En 2007, un 60% de las grandes empresas industriales declaraba haber realizado

inversiones en I+D, pero dos tercios de éstas no invertía más del 0,5% de las ventas;
un 74% de las empresas había invertido en mejoras de proceso, de las cuales algo
más de la mitad invirtió menos del 0.5%, aunque un 24% superó el 1,5% de las ven-
tas (CEP, 2008).

19 De todos modos, la proporción que representa el gasto en AI en relación con las ven-
tas no parece ser un parámetro suficiente para evaluar la importancia de la innova-
ción productiva. Por ejemplo, mientras que la relación entre tamaño de la empresa e
incidencia del gasto en AI es inversa, indicando que el esfuerzo relativo por parte de
las empresas de menor tamaño en relación con sus recursos es mayor, otros pará-
metros describen un panorama diferente: es el caso del uso de TICs en las activida-
des de producción, que está más extendido en las empresas grandes (más detalles
en Marshall, 2011a).
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en 2005; no hay datos posteriores). Estas mismas encuestas indican,
en cambio, un avance en la proporción de profesionales en el empleo
(profesionales de ingeniería y otras ciencias duras, y otros profesiona-
les), que aproximadamente se duplica entre 1998 y 2005 (6% en
1998,10% en 2004 y 13% en 2005). Sin embargo, otras fuentes no des-
criben el mismo panorama. Según datos de la Encuesta Permanente de
Hogares (EPH, INDEC) entre 2004 y 2008 la incidencia de los profesio-
nales en el empleo industrial  fue levemente ascendente y sucedió algo
bastante similar con la participación de los asalariados universitarios.20

Contrariamente,  en ese período la participación del personal técnico en
el empleo primero declinó y después se estabiliza. Además, sólo un 2%
de la demanda de las empresas industriales que en 2006 buscaron
incorporar nuevo personal se dirigió al personal con calificación profe-
sional y un 12% al personal técnico (Soto et al., 2007).21 En ese año, la
tasa de búsqueda (relación búsquedas/puestos de cada nivel de califi-
cación) de profesionales equivalía a alrededor de la mitad de la tasa de
búsqueda de técnicos y de operarios. Esta evolución es coherente con
la hipótesis según la cual durante la reactivación aumenta relativamen-
te el reclutamiento de obreros pero, además, podría relacionarse con un
lento ritmo de innovación tecnológica. 

4. Restructuración intrasectorial. Naturalmente, e independientemen-
te de la evolución del proceso inversor y de las formas que adquiere, la
productividad promedio podría aumentar a raíz de una reconfiguración
del sector industrial, por ejemplo a favor de actividades  cuyos niveles
de productividad son más elevados. Como veremos más adelante, el
producto no tendió a crecer más en las ramas con niveles de producti-
vidad superiores al inicio del período (2003), por lo que la participación
de estas actividades en el producto industrial no se incrementó.

5. “Calidad” laboral. En la literatura se ha enfatizado el impacto del
mejoramiento de la “calidad” laboral sobre el desempeño de la produc-
tividad del trabajo (Coremberg, 2009; Gee San et al., 2008) y tanto el
aumento del nivel educativo de la fuerza de trabajo empleada como la
creciente incidencia en el empleo de las personas con niveles educati-
vos más elevados pueden considerarse como indicadores (parciales)
de mejoramiento de la “calidad” laboral. El continuo aumento del nivel
educativo de la población teóricamente tiene un impacto positivo regu-
lar, que se acentuaría principalmente en los períodos en que se intensi-
fica el proceso de reclutamiento. Efectivamente, entre 2003 y 2008

20 Datos en Marshall (2011b).
21 Datos del módulo de la Encuesta de Indicadores Laborales del Ministerio del Trabajo,

Empleo y Seguridad Social (MTEySS), dirigida a empresas privadas con 10 o más
empleados (Soto et al., 2007).
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aumentó el nivel de escolaridad promedio de los asalariados industria-
les (además del leve incremento en el peso de las personas que com-
pletaron el nivel universitario mejoró el nivel educativo de los trabajado-
res calificados y, más significativamente, el de los técnicos; Marshall,
2011b), pero la estimación de los efectos del mejoramiento de la “cali-
dad” laboral sobre la evolución de la productividad sectorial es proble-
mática.22

En conclusión, los diversos indicadores examinados en el nivel agre-
gado para el sector industrial sugieren que aunque la inversión, con-
centrada sobre las grandes empresas, tuvo una performance positiva
durante 2003-2008, ésta no estuvo acompañada por un proceso de
modernización tecnológica de cierta envergadura en términos de intro-
ducción de innovaciones y su correlato, el empleo de personal alta-
mente calificado. Además, tampoco parece haberse producido una res-
tructuración del sector industrial a favor de actividades caracterizadas
por niveles de productividad laboral más elevados. 

En este contexto, el análisis de las relaciones entre diferenciales inter-
industriales en el crecimiento de la productividad del trabajo y diferen-
cias en variables con las cuales podrían potencialmente estar asociados
puede aportar indicios sobre los procesos que contribuyeron a definir el
comportamiento de la productividad en el período 2003-2008. En lo que
sigue se presentan los resultados de dicho análisis (exploratorio, dada
la escasez de información con los requeridos niveles de desagrega-
ción).

Diferenciales interindustriales: productividad y factores
asociados 

En el marco del moderado crecimiento promedio de la productividad
del trabajo en la industria (como vimos, un 4% promedio anual en 2003-
2008), la disparidad entre actividades industriales es considerable: en
algunos sectores la productividad creció a un ritmo promedio anual muy
superior al promedio (EI); los seis sectores que tienen las tasas más
altas de crecimiento de la productividad son por cierto bastante diver-
sos: industrias metalúrgicas (fundición de metales; motores, transfor-
madores y generadores eléctricos y aparatos de distribución y control
de energía; instrumentos médicos y de precisión; aparatos de uso
doméstico), industria del calzado e industria gráfica. 

22 Coremberg (2009) estimó, para la economía agregada, la contribución de la “calidad”
laboral al crecimiento de la productividad del trabajo, ponderando las horas trabajadas
por la estructura salarial.
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Ya discutimos antes, en la presentación del marco analítico, acerca de
los factores que pueden generar diferencias entre las actividades indus-
triales en el comportamiento de la productividad. En el análisis empírico
se parte, entonces, de la hipótesis según la cual las diferencias en la
evolución de la productividad tienden a estar asociadas positivamente
con diferencias en la evolución del producto (indicador de las tenden-
cias en la demanda), el nivel de productividad ya alcanzado, el grado de
concentración y la incidencia de empresas grandes (vimos ya que, efec-
tivamente, en 2003-2008 el crecimiento de la productividad en las gran-
des empresas fue mayor que en el resto) y la presión de la competen-
cia externa en los mercados tanto doméstico como internacional.
Consideramos las relaciones entre las variables citadas y el crecimien-
to de la productividad en el período 2003-2008, comparando, cuando es
factible, con resultados para el período 1992-2000, pese a que este últi-
mo se diferencia de 2003-2008 por el hecho de haber experimentado
fuertes oscilaciones en el nivel de actividad económica.23

En el período 1992-2000 las actividades industriales en las que pre-
dominaban las  grandes empresas (según proporción de empresas
grandes en el empleo) tienden a coincidir con aquellas cuyos niveles de
productividad (según el censo económico de 1993, es decir, aproxima-
damente al inicio del período analizado) eran más elevados (cuadro Nº
1). Además, apoyando las hipótesis planteadas, en dicho período tam-
bién la productividad del trabajo aumentó más rápidamente en esas
actividades, así como en aquellas en las que la tasa de crecimiento del
producto fue mayor (cuadro Nº 1).24 En cambio, el grado de penetración
de las importaciones  y la importancia de las exportaciones no resultan
factores significativos en la explicación del ritmo de avance de la pro-
ductividad.25

23 Estrictamente, para la década de los ‘90 habría que analizar sólo los períodos expan-
sivos, pero resultan demasiado cortos para examinar la evolución de la productividad
y posibles factores explicativos. Si el período de análisis se restringe a 1992-1998 (que
de todos modos incluye un año de crisis, 1995) los resultados no varían significativa-
mente.

24 La correlación entre tasas de crecimiento de la productividad y del volumen físico en
1992-2000 es alta también cuando se analizan las ramas a tres dígitos (Pearson =
.847, significativa al 0.01, estimaciones propias con datos de la EI). Con ese nivel de
desagregación se dispone de información para pocas variables. Por otra parte, la aso-
ciación entre crecimiento diferencial de la productividad por ocupado y del producto
también es alta y estadísticamente significativa en otras etapas del desarrollo indus-
trial: 1954-1961, 1964-1974 y 1974-1984 (Katz y Kosacoff,1989),

25 Coeficiente de importaciones en consumo aparente y coeficiente de exportaciones en
valor bruto de producción en CEP, www.cep.gov.ar/web, promedio 1993-2000. Si bien
la incidencia de las exportaciones está asociada positivamente con el crecimiento de
la productividad (ramas industriales a tres dígitos), cuando se controla por crecimien-
to del producto la relación deja de ser significativa.
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Cuando se analiza el período 2003-2008 se mantiene la asociación
entre diferencias en la incidencia de las grandes empresas (ramas
industriales a dos dígitos) o en el grado de concentración26 (a tres dígi-
tos) y diferenciales en los niveles iniciales de productividad  (niveles en
el año 2003): los niveles de productividad al inicio del período tienden a
ser superiores en las actividades industriales más concentradas (cua-
dros Nº 2 y Nº 3). Además, la proporción de profesionales en AI (I+D e
ingeniería y diseño industrial) en el empleo, posible indicador de moder-
nización tecnológica, está correlacionada positivamente con el nivel de
productividad que se había alcanzado en cada actividad en 2003 (cua-

26 Según participación de las empresas cuyo valor de producción (precios de productor)
supera los 3 millones de pesos en el valor agregado total de la actividad (censo eco-
nómico 2003).

Cuadro Nº 1. Coeficientes de correlación entre diferencias inter industriales
en la evolución de la productividad y en variables independientes seleccio-
nadas.  Ramas industriales a dos dígitos. Período 1992-2000. Coeficientes
de Pearson

N= 21
** significativo al 0.01                
* significativo al 0.05
a  Tasa de crecimiento promedio anual, 1992-2000 (EI)
b  Valor agregado bruto (VAB) por asalariado, 1993 (censo económico, 1994)
c  Proporción del gasto en bienes de capital innovadores en relación con las ventas,
1998 (ENIT)
d  Proporción de empresas grandes en el empleo, 1998 (SIJyP)
Fuente: estimaciones propias con datos de INDEC (Encuesta Industrial [EI], Censo
Económico de 1994 y Encuesta Nacional de Innovación y Conducta Tecnológica de
las Empresas Argentinas [ENIT], 1998-2001) y del Sistema Integrado de Jubilaciones
y Pensiones (SIJyP).

PRODUCTIVI-
DAD/

HORAa

VOLUMEN 
FISICO

PRODUCCIONa

VAB/ASA-
LARIADO

1993b

GASTO
K/VENTASc

% EMPRE-
SAS

GRANDESd

VOLUMEN
FISICO
PRODUCCION
a

.752** 1 .262 .130 .541*

VAB/ASA-
LARIADO
1993b

.667** .262 1 -.327 .616**

GASTO
K/VENTASc -.216 .130 -.327 1 -.021

% EMPRE-
SAS
GRANDESd

.772** .541* .616** -.021 1
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dro Nº 2). En cambio, en el período 2003-2008 los diferenciales en la
evolución de la productividad ya no están correlacionados con las dife-
rencias en el grado de concentración o en el peso de las grandes
empresas, así como tampoco con las diferencias en el nivel de produc-
tividad al inicio del período.27 Los diferenciales en el crecimiento de la
productividad ahora están asociados exclusivamente con los diferencia-
les en la evolución del producto (cuadros Nº 2 y Nº 3).28 A pesar de que,

27 Sobre las evidencias según las cuales esta ausencia de asociación entre nivel inicial
y evolución posterior de la productividad no se derivaría de una forma de “catching up”
intraindustrial véase (Marshall, 2011a). 

28 Sin embargo, considerando grandes agrupamientos (industrias intensivas en conoci-
miento, en recursos naturales, en trabajo) en vez de actividades industriales indivi-

Cuadro Nº 2. Coeficientes de correlación entre diferencias interindustriales
en la evolución de la productividad y en variables independientes seleccio-
nadas. Ramas industriales a dos dígitos. Período 2003-2008. Coeficientes
de Pearson

N= 21 ** significativo al 0.01 * significativo al 0.05  
a Proporción de empresas grandes en el empleo, 2008 (SIJyP)     
b Tasa de crecimiento promedio anual, 2003-2008 (EI)  
c Proporción de empleados en AI (investigadores y empleados en I+D e IDI [ingenie-
ría y diseño industrial]) en el empleo, 2004 (Encuesta Nacional a Empresas sobre
Innovación, I+D y TICs 2002-2004, valores expandidos) incluye también empleados
en departamentos no formales dentro de la empresa (véase op. cit.)
d Proporción gasto en bienes de capital “innovadores” en relación con las ventas, pro-
medio 1998-2001-2004 (ENIT e ibid.)
eValor agregado (VA) por asalariado, 2003 (Censo Económico de 2005)
Fuente: Estimaciones propias con datos de INDEC (EI; ENIT 1998-2001; Encuesta
Nacional a Empresas sobre Innovación, I+D y TICs, 2002-2004 y Censo Económico
de 2005) y del SIJyP.

PRODUCTI-
VIDAD/
HORAb

% EMPRE-
SAS

GRANDESa

VOLUMEN
FISICO
PROD.b

% AI EN
EMPLEOc

VA/ASALA-
RIADO 2003e

% EMPRE-
SAS
GRANDESa

-.085 1 -.040 .417 .501*

VOLUMEN
FISICO
PROD.b

.454* -.040 1 .339 -.284

% AI EN
EMPLEOc .170 .417 .339 1 .671**

% GASTO K
en VENTASd .036 .012 .180 -.225 -.191

VA/ASALA-
RIADO 2003e -.196 .501* -.284 .671** 1
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como vimos, los datos para el sector industrial en su conjunto indicarí-
an que la productividad laboral creció más en las grandes empresas
que en las medianas y pequeñas, sorprendentemente la productividad
no avanzó más en las actividades industriales con mayor peso de las
grandes empresas. Por último, como ocurría en el período anterior, en
el período 2003-2008 los diferenciales en los coeficientes de exporta-
ciones e importaciones y en el crecimiento de la productividad no están
asociados (cuadro Nº 3).

En ninguno de los dos períodos estudiados las diferencias interindus-
triales en el crecimiento de la productividad están asociadas con dife-
rencias en la proporción que representa en las ventas de cada actividad
industrial el gasto en actividades de innovación, o específicamente en

Cuadro Nº 3. Coeficientes de correlación entre diferencias interindustriales
en el crecimiento de la productividad y en variables independientes selec-
cionadas. Ramas industriales a tres dígitos. Período 2003-2008.
Coeficientes de Pearson

N=43 ** significativo al  0.01 * significativo al 0.05
a Tasa de crecimiento promedio anual, 2003-2008 (EI)
b Valor agregado (VA) por asalariado, 2003 (censo económico, 2005)
c Participación en el valor agregado de la rama de las empresas que facturan más de
tres millones de pesos, 2003 (censo económico, 2005)
d Coeficiente de exportaciones en valor bruto de producción, promedio 2004-2008
(CEP)
e Coeficiente de importaciones en consumo aparente, promedio 2004-2008 (CEP)
Fuente: estimaciones propias con datos de INDEC (EI y Censo Económico de 2005)
y de CEP.

PRODUCTI-
VIDAD/
HORAa

VOLUMEN
FISICO
PROD.a

VA/
ASALARIA-
DO 2003b

CONCEN-
TRACIONc

EXPORTA-
CIONESd

IMPORTA-
CIONESe

VOLUMEN
FISICO
PROD.a

.499** 1 -.135 -.044 -.093 .225

VA/ASALA-
RIADO
2003b

-.082 -.135 1 .428** .274 -.027

CONCEN-
TRACIONc -.061 -.044 .428** 1 .427** -.045

EXPORTA-
CIONESd -.102 -.093 .274 .427** 1 .360*

IMPORTA-
CIONESe -.076 .225 -.027 -.045 .360* 1

duales, Abeles y Rivas (2011) concluyen que durante 2003-2007 la productividad labo-
ral aumentó más en las industrias intensivas en conocimiento.
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bienes de capital con características innovadoras, ni, en el segundo
período (único para el que se dispone de esta información), con las dife-
rencias en la incidencia de los empleados en AI en la rama (cuadros Nº
1 y Nº 2).29

Los análisis de regresión, considerando las actividades industriales a
tres dígitos, e incluyendo en los diversos modelos alternativos estima-
dos las variables para las cuales existe información con ese nivel de
desagregación (evolución del volumen físico de la producción, grado de
concentración, nivel de productividad al inicio del período, coeficiente de
importaciones y exportaciones), confirman que las variables seleccio-
nadas, con excepción de evolución del volumen de la producción, no
tienen peso en la explicación de los diferenciales en la evolución de la
productividad del trabajo en el período 2003-2008.30

En conclusión, mientras que en la década de los ‘90 la productividad
había aumentado más rápidamente en las ramas industriales más avan-
zadas tecnológicamente y con mayor incidencia de empresas grandes,
así como también en aquellas en las que más se incrementaba la pro-
ducción, en la fase expansiva 2003-2008 el ritmo de avance de la pro-
ductividad se vincula solamente con la tasa de crecimiento del produc-
to.31 Con respecto a la etapa inicial (2003-2005) de este período expan-
sivo se podría argumentar que las diferentes tendencias en el grado de
utilización de la capacidad instalada fueron un factor explicativo crucial
de las diferencias interindustriales en el crecimiento de la productividad,
mientras que en la etapa posterior (2006-2008) podrían haber tenido
influencia las diferencias en las tendencias en la capacidad de produc-
ción.32 Si bien es necesario explorar con mayor profundidad cuáles fue-
ron los mecanismos centrales que operaron en esta última etapa, la
ausencia de vinculación entre tipo de actividad (según nivel de avance
tecnológico alcanzado previamente y grado de concentración) y creci-

29 En el caso de la proporción de las ventas que representa el gasto en AI o en bienes
de capital innovadores, ya vimos que, de todos modos, este indicador no es necesa-
riamente suficiente o el más adecuado para evaluar el proceso de modernización tec-
nológica; apoya esta observación el hecho de que gasto en bienes de capital innova-
dores e incidencia del empleo en AI tampoco están asociados (cuadro 2).

30 Estimaciones propias (fuentes: véase cuadro Nº 3).
31 Estas conclusiones no se alteran si se excluyen de los análisis actividades poco con-

centradas y con bajos niveles de productividad (calzado, impresiones) pero con tasas
de crecimiento de la productividad que se ubican entre las cinco superiores. Tampoco
se modifican si se considera el crecimiento de la productividad en la etapa 2006-2008
exclusivamente.

32 Los datos sobre grado de utilización de la capacidad instalada están disponibles
(desde 2002) sólo para 16 agrupamientos industriales, lo que constituye una fuerte
limitación para el análisis (más detalles en Marshall, 2011a).
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miento de la productividad sugiere que la modernización tecnológica no
habría desempeñado un rol significativo. El papel desempeñado por
otros factores, en particular por cambios en la organización del trabajo
que, por ejemplo, incidan sobre la velocidad del ritmo de producción o
por transformaciones importantes en la producción (tal como sería el
caso de un reemplazo extensivo de producción integral por ensambla-
je), requiere estudios que focalicen en empresas de distintos sectores
industriales.

Por último, es necesario agregar que no ha sido posible cuantificar la
distorsión en las estimaciones del crecimiento diferencial de la produc-
tividad que podría haber introducido la incidencia diferencial del empleo
no registrado. El hecho de que en algunas actividades se contabilice un
volumen de producción en cuya elaboración pudieron haber intervenido
horas de trabajo no registradas por las estadísticas industriales es una
distorsión que podría estar afectando a algunas industrias más que a
otras: la incidencia del empleo no registrado tiende a ser menor en las
actividades con mayor presencia de empresas grandes.33 Un caso lla-
mativo, en el que el crecimiento de la productividad del trabajo podría
estar sobreestimado debido a la no inclusión del empleo no registrado,
es el de la industria del calzado. En este sector la productividad por hora
creció con un ritmo anual promedio de casi 20% entre 2003 y 2008 (EI),
ya que el empleo y las horas trabajadas no acompañaron el crecimien-
to de la producción: el primero se mantuvo constante34 mientras que las
horas disminuyeron. Si bien se requiere un estudio sectorial para pro-
fundizar este tema, en principio se trata de una actividad con un muy
elevado nivel de empleo no registrado (más del 40% del empleo en
2008; EPH), de carácter estructural, y si la evolución de las horas de tra-
bajo no registradas se tomasen en cuenta las cifras sobre evolución de
la productividad podrían llegar a diferir. 

Conclusiones 

Sin considerar los comportamientos de la productividad asociados con
las fases cíclicas, durante la segunda mitad del siglo XX los aumentos
más significativos en la productividad del trabajo industrial se vincularon
ya sea con oleadas de introducción de nuevas actividades y/o plantas y
equipamiento más modernos, que en general coincidieron con el ingre-
so de capitales extranjeros al sector (años ‘60), o con el abaratamiento
relativo de los bienes de capital en los períodos de apreciación cambia-

33 Datos en Marshall (2011a).
34 Sin embargo, según datos del SIJyP el empleo registrado en la industria del calzado

creció sustancialmente 



88 realidad económica 266  16 de febrero/31 de marzo de 2012

ria y disminución de las restricciones a las importaciones (1979-81y
años ‘90), dos procesos que ocasionalmente se superpusieron.
También habrían tendido a coincidir, en algunos momentos, con cam-
bios regulatorios, en particular los que facilitaron el ajuste del volumen
de empleo al atenuar las limitaciones al despido.  

En el período de expansión continuada del nivel de actividad que
transcurrió entre 2003 y 2008 la productividad laboral promedio en la
industria aumentó moderadamente, pero las disparidades entre indus-
trias fueron considerables. En el nivel agregado, no se evidencia un pro-
ceso de reestructuración a favor de actividades industriales con niveles
de productividad más elevados que contribuyera a explicar el creci-
miento promedio de la productividad. Tampoco hay indicios de que el
impulso al crecimiento de la productividad  se hubiera originado princi-
palmente en incorporación de tecnologías que conducen al ahorro de
fuerza de trabajo. 

Los resultados del análisis del comportamiento diferencial de la pro-
ductividad del trabajo según tipo de actividad industrial refuerzan esta
imagen. Llamativamente, y a diferencia de lo que había ocurrido en la
década precedente, las diferencias interindustriales en el ritmo de cre-
cimiento de la productividad aparecen ahora disociadas de las diferen-
cias entre actividades en el nivel tecnológico ya alcanzado a principios
del período analizado y de las diferencias en el grado de concentración
de la actividad. Los diferenciales en el aumento de la productividad con-
tinúan en cambio vinculándose con la evolución de la demanda (esti-
mada a través de la evolución del volumen de producción) y sus posi-
bles efectos sobre la capacidad productiva y su grado de utilización. El
hecho de que la productividad laboral no creciera más aceleradamente
en las industrias con mayores recursos (financieros y otros), como lo
son las actividades más concentradas y con mayores capacidades tec-
nológicas, según lo expresa su nivel superior de productividad inicial,
sugiere que, en principio, entre las fuentes principales de aumento de la
productividad no figura preponderantemente el progreso tecnológico. 

Este análisis constituye sin embargo sólo una primera aproximación a
las posibles fuentes del crecimiento de la productividad industrial. Para
establecer cuáles fueron los factores específicos que desempeñaron un
papel importante en la explicación de su evolución en cada actividad y,
eventualmente, en qué casos tuvo más peso el avance tecnológico y
sus consecuencia sobre el uso de fuerza de trabajo es indispensable
realizar estudios en profundidad sobre sectores industriales particula-
res.
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